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Changes. Se avecinan tiempos de cambios. Era Heráclito el que afirmaba que “Nin-
gún hombre puede cruzar el mismo río dos veces, porque ni el hombre ni el agua serán 
los mismos”. Así, en el ámbito de la transparencia, el nuevo caudal de agua que viene 
en 2018 está determinado por los diferentes y profundos cambios legislativos que se 
aproximan, entre los que destacan la entrada en vigor de la nueva Ley de Contratos del 
Sector Público, el compromiso de desarrollo del Reglamento de la Ley de Transparen-
cia, el debate y posible aprobación de la Ley Integral de Lucha contra la Corrupción y 
Protección de los Denunciantes o, esperemos que lleguen a tiempo, la promulgación 
de una Ley Orgánica de Protección de Datos (ante la aplicación del Reglamento Euro-
peo de Protección de Datos de 2016 el próximo mayo). De igual manera, las Adminis-
traciones encargadas de aplicar las distintas normativas cuentan ahora con una expe-
riencia y bagaje del que carecían cuando se aprobó la Ley 19/2013 de Transparencia, 
Derecho de Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. El río de la transparen-
cia, efectivamente, no será el mismo tras 2018. Tiempos de cambios, tiempos de retos 
y oportunidades.

Pero, aunque el agua y el hombre cambien, permanece la idea platónica de río de la 
misma manera que permanece la transparencia como utopía universal e inalterable 
de generación de confianza en la gestión de los asuntos públicos, de lucha contra la 
corrupción y de mejora de la calidad democrática. La transparencia como idea es un 
desafío permanente y, en España, nadie ha representado mejor ese anhelo ciudadano 
de honestidad en la Administración y de demanda ciudadana de información pública 
que la Presidenta del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, Esther Arizmendi, 
fallecida el pasado mes de noviembre.

Cercana en el trato y elegante en la disputa, sus educadas maneras no escondían sus 
firmes convicciones de compromiso con la defensa del servicio público y de los inte-
reses de los ciudadanos. Durante su mandato fueron conocidos los frecuentes pleitos 
que mantuvo con la propia Administración, sus críticas y constantes propuestas de 
mejora de la transparencia en nuestro país y su esfuerzo por garantizar la independen-
cia del órgano que presidia. Ese carácter abierto y apasionado de Arizmendi confluyó 
en sintonía perfecta con el grupo de profesionales que conforman el CTBG, alejando 
con sus actuaciones las primeras reticencias que aparecieron respecto al propio Con-
sejo y su nombramiento. Su energía y capacidad de persuasión eran elementos que 
quedaban patentes en cada una de sus intervenciones públicas, porque Arizmendi era 
una luchadora apasionada que creía en lo que hacía, y así lo transmitía a todos los que 
la rodeaban. Con su magnífica labor y desempeño profesional se ganó el cariño y el 
respeto de todos.
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En nuestra revista tuvimos la oportunidad de entrevistarla. En #RET1, cuando está-
bamos naciendo, Arizmendi apostó por conceder una entrevista a un grupo de pro-
fesionales que ponían en marcha un proyecto de publicación que nadie conocía en 
ese momento. Pero ella era así. Arriesgada, intrépida y generosa, nos acompañó en la 
presentación de #RET1 que realizamos en Madrid. En su intervención, desplegó todo 
su magnetismo al mismo tiempo que ofrecía un discurso crítico pero constructivo con 
el que se ganó a un público que se entregó desde el comienzo, como conseguía siem-
pre. Ni que decir tiene que el número fue un éxito, llegándose a colapsar el servidor 
web por la cantidad de descargas realizadas y su portada se convirtió en una imagen 
icónica que sabemos que le encantaba.

Arizmendi ha sido, es y será siempre un referente en la transparencia en España. Su 
permanente lucha por perseguir la utopía de una sociedad mejor y una Administración 
más transparente son un ejemplo y espejo en el que debemos mirarnos todos. Decía 
Galeano que “La utopía está en el horizonte. Camino dos pasos, ella se aleja dos pasos 
y el horizonte se corre diez pasos más allá. ¿Entonces para qué sirve la utopía? Para eso, 
sirve para caminar”. Nosotros sólo debemos seguir ese camino en estos tiempos de 
cambios, lo más difícil está hecho. Arizmendi marcó el camino, avanzando por su sen-
da mientras bailaba con sus zapatos rojos. Gracias Esther. Let´s dance.



Revista Española de la Transparencia

sociedad civil
#R

7

#RET

7



8

Alba Gutiérrez
RTI Campaigner & Researcher. Access Info Europe

#RET
Revista Española de la Transparencia

alba gutiérrez

Tres años de la Ley de transparencia: perspectiva de una activista
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El derecho de acceso a la información es esencial para la democracia y para el ejercicio 
de otros derechos básicos de las personas. Entre las finalidades y objetivos de la trans-
parencia está el que los ciudadanos podamos conocer cómo se toman las decisiones 
o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones. Sólo con un completo conocimiento 
de la información relevante es posible enjuiciar propuestas, formular alternativas y exi-
gir una rendición de cuentas sobre cómo gestionamos lo público.

Para hacer que estos objetivos tengan reflejo en la práctica, necesitamos dotarnos de 
regulaciones fuertes y la Ley de 19/2013 de Transparencia no nos ofrece ese marco 
completo. 

No cabe duda de que Ley de transparencia ha permitido un impulso a la apertura y al 
conocimiento de ámbitos de la actividad pública desconocidos hasta la fecha por los 
ciudadanos. Un ejemplo reciente y que me toca más de cerca, -puesto que ha sido 
impulsado desde Access Info Europe, organización en la que trabajo- es el caso de las 
Actas del Consejo de Ministros entre 1996 y 2017, a las que ahora se puede acceder por 
primera vez en España1.

Sin embargo, tras tres años de la entrada en vigor de la Ley de Transparencia a nivel 
estatal, el balance deja claros y oscuros. Desde la sociedad civil, nos enfrentamos a 
enormes dificultades a la hora de obtener acceso a los documentos esenciales para 
seguir y conocer los procesos de toma de decisiones, como las agendas y listado de 
reuniones de responsables públicos, las actas de las reuniones, o los documentos 
presentados por los lobbies.

Algunos de los principales retos que nos enfrentamos son:

•	 La inexistencia de documentos. La falta de creación de la información clave sobre 
los procesos de toma de decisiones es uno de los problemas principales para la 
transparencia2: es imposible acceder a información que no existe o no se conserva. 
De forma recurrente, nos encontramos con que tipos de documentos o registros 
-como las actas de las reuniones, los listados o las agendas- o bien nunca fueron 
creados, o, si lo fueron, no se conservan.

1 Trabajo realizado por Access Info Europe en colaboración con el periodista Jesús Escudero. 
https://www.access-info.org/es/frontpage-es/30077 
2 Desde Access Info Europe hemos realizado un estudio comparativo de marcos legales y prácticas en la creación de documentos clave para entender y parti-
cipar la toma de decisiones en 11 jurisdicciones europeas, incluyendo España (con la colaboración de asociación de Archiveros de Castilla y León). El estudio 
completo (inglés) puede verse aquí: https://www.access-info.org/pub-and-toolkits/30208 
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•	 Publicación	 proactiva	 insuficiente.	 La escasa publicación proactiva de la infor-
mación necesaria para seguir y comprender un proceso de toma de decisiones es 
otro de los principales retos. Información como la arriba mencionada, o como las 
aportaciones a consultas públicas, o los documentos enviados por lobbies durante 
un proceso concreto de toma de decisiones, en general no está accesible para la 
ciudadanía.

Al respecto, seguimos esperando respuesta del Gobierno a la recomendación del 
CTBG sobre la publicación de las Agendas3.

•	 Sistema de derecho de acceso complejo y lentitud en las respuestas. En la prác-
tica, el 60% por las solicitudes de acceso a la información que realiza Access Info 
Europe lo hace a nombre de terceros que no cumplen los requisitos establecidos 
por el sistema de Certificado electrónico y el sistema cl@ve (periodistas, investi-
gadores, activistas u organizaciones de la sociedad civil, tanto nacionales como 
extranjeros). Esto se debe a que el procedimiento para solicitar información en Es-
paña es complejo y excluyente. El Ministerio de Hacienda está trabajando en su 
mejora como parte de los compromisos adquiridos en el Tercer Plan de Acción del 
Gobierno Abierto, y aunque no disponemos de más información en este momento, 
esperamos que el nuevo sistema sea ágil y sencillo.

Así mismo, ejercer el derecho lleva tiempo. La Ley 19/2013 no establece el princi-
pio y la obligación de responder lo antes posible a las solicitudes de acceso a la in-
formación, como sí lo hacen otras regulaciones de nuestro entorno; en la práctica, 
casi el 33 % de las solicitudes enviadas por Access Info empezaron a tramitarse en 
un plazo superior a los 15 días naturales, y el 17% por encima de los 30 días. 

Más preocupante si cabe es que el 44% de las solicitudes de acceso a la infor-
mación enviadas por la organización recibieron respuesta después de los 30 días 
naturales, que es el máximo establecido en la Ley.

Si queremos que el derecho de acceso a la información funcione como herramien-
ta útil para participar en el debate público y exigir rendición de cuentas, y que con-
tribuya a la defensa y garantía de otros derechos, el ejercicio de éste tiene que ser 
sencillo y rápido.

•	 La aplicación de excepciones al acceso es excesiva. El acceso a la información 
relevante sobre procesos concretos de toma de decisiones sigue siendo limitado. 
No es raro encontrarnos con denegaciones completas de la información -en base 
al artículo 14- sin ningún tipo de test de daño ni de interés público en la divulgación 
total (o parcial) de la información.

3 http://www.consejodetransparencia.es/ct_Home/Actividad/Informes_recomendaciones/Recomendaciones.html
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Igualmente, es frecuente la aplicación de los límites que de facto establece el ar-
tículo 18 en lo referente a la información auxiliar sin argumentar ni motivar4. Esto 
genera gran inseguridad jurídica y hace que en la práctica tengamos que acudir 
al Consejo de Transparencia y a los tribunales, con la consiguiente dilación en los 
plazos en los que se obtiene la información. 

Por otro lado, no se puede establecer un régimen de transparencia si la norma sólo 
se aplica de forma supletoria a otras leyes. Debemos delimitar y precisar el agu-
jero negro de la Transparencia que supone la Disposición Adicional primera sobre 
Regulaciones especiales del derecho de acceso a la información pública. En la 
práctica, nos encontramos con casos en los que acceder a información que tiene 
un claro interés público -como los detalles de la amnistía Fiscal- va a seguir de-
pendiendo de filtraciones y no del ejercicio de un derecho que es reconocido como 
fundamental a nivel internacional5. 

Esta disposición adicional abre, además, la puerta a la proliferación de regulaciones 
ad hoc que dejen áreas enteras de la actividad de las instituciones vedadas del 
escrutinio público, como el reciente caso de la clasificación de todo caso de delin-
cuencia organizada por parte del Ministerio del Interior justo antes de la entrada en 
vigor de la Ley de Transparencia6. 

•	 Un Consejo de Transparencia débil. En muchas ocasiones el CTBG tiene que re-
solver sobre el acceso de información sin saber si existe o sin tener conocimiento 
sobre su contenido, especialmente cuando hablamos de información que nos sir-
ve para trazar y entender quién influye, cómo y con qué recursos, en la toma de 
decisiones.

Es imprescindible que el CTBG tenga poder de inspección y pueda revisar in situ la 
información en posesión de las administraciones y entidades públicas a la hora de 
decidir sobre el acceso.

En la misma línea, también es necesario el establecimiento de un sistema de san-
ciones a los que incumplan la ley  y dotar al CTBG de capacidad sancionadora ante 
el incumplimiento de sus resoluciones, de las obligaciones de publicación proacti-
va, o de los plazos de suministro de la información.

4 Recientemente, el fallo de la Audiencia Nacional – sobre la publicación de documentos sobre la Alianza para el Gobierno Abierto que solicitamos desde 
Access Info-  limita la aplicación discrecional de este artículo y confirma la resolución del CTBG que establece que no puede considerarse como “auxiliar” la 
información relevante sobre la toma de decisiones y para poder participar en el debate público. 
https://www.access-info.org/es/frontpage-es/29491
5 Jesús Escudero, Los detalles de la amnistía seguirán siendo secretos... salvo que haya una reforma legal, El Confidencial, 
https://www.elconfidencial.com/economia/2017-02-27/audiencia-nacional-amnistia-fiscal-sociedades-ley-transparencia_1339596/
6 Tal y como ha revelado el periodista de El Confidencial Jesús Escudero 
https://www.elconfidencial.com/espana/2017-12-25/acuerdo-secreto-ministerio-interior-delincuencia-organizada_1490741/



Tres años de la Ley de transparencia: perspectiva de una activista 11

ALBA GUTIÉRREZ

Revista Española de la Transparencia. Nº 5. Segundo Semestre 2017

La debilidad que confiere la Ley de transparencia al CTBG quizás esté también de-
trás del hecho de que 50 de los 70 litigios a nivel estatal contra sus Resoluciones 
hayan sido interpuestos por organismos públicos.

La buena noticia es que el 2018 viene cargado de posibilidades de abordar estas limi-
taciones y avanzar en el derecho de acceso a la información a nivel estatal7.

En los próximos meses el Congreso de los Diputados tiene en su agenda el debate 
de iniciativas como la Proposición de Ley “Ómnibus Anticorrupción”, presentada por 
el Grupo Parlamentario de Ciudadanos, que contempla cambios en la Ley de Trans-
parencia y la regulación de los lobbies; la Propuesta de Reforma del Reglamento del 
Congreso para regular los lobbies, del Grupo Parlamentario Popular, que tras el recien-
te informe de evaluación del GRECO se presenta más urgente y necesaria que nunca; o 
la continuación del estancado debate sobre la reforma de la Ley de Secretos Oficiales.

Además, y en paralelo, se está avanzando en la elaboración del Reglamento de la 
Ley de Transparencia desde el Gobierno al haberse incluido no sólo como uno de los 
compromisos dentro del tercer Plan de Gobierno Abierto, sino también como una de 
las medidas del Plan Normativo para 2018. 

Todos estos procesos nos abren ventanas de oportunidad para mejorar el marco re-
gulatorio de la transparencia en España y superar algunos de los obstáculos como los 
expuestos con los que nos estamos encontrando desde la sociedad civil en la práctica. 

En la carrera de fondo que supone un cambio hacia una cultura de mayor transpa-
rencia, es importante que nos dotemos con las herramientas normativas básicas que 
establezcan un sistema de transparencia lo más garantista y eficaz posible; y eso, sin 
duda, pasa necesariamente por la mejora de lo establecido en la ley 19/2013.

Sólo de esta manera podremos avanzar en hacer del derecho de acceso a la informa-
ción una realidad y que sirva como herramienta para garantizar otros derechos demo-
cráticos. Por favor, no perdamos esta oportunidad.

7 Para un mayor detalle en las propuestas de cambios legislativo necesarios propuestos por Access Info Europe, junto con 19 organizaciones de la Coalición 
Pro Acceso utilizando como base el texto que se está debatiendo actualmente en el Congreso de los Diputados sobre Protección de denunciantes y lucha 
contra corrupción (que introduce cambios en la Ley 19/2013), véase: 
https://www.access-info.org/es/frontpage-es/28599
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La sociedad vigilante: del ciudadano que no duerme a los 
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Según el catedrático de Teoría Política de la Universidad Complutense de Madrid, Ja-
vier Roiz, el éxito del Estado como sistema de gobierno y como “franquicia” de occi-
dente ha estado ligado a la consagración de un tipo de sociedad: la sociedad vigilante, 
en el que el ciudadano debe suprimir sus horas de letargia en favor de la vigilia conti-
nua. La constante atención a la actividad pública, el control perpetuo de los represen-
tantes y la observación perenne de cuanto ocurre en el espacio público. 

Esta exclusión de la letargia como premisa de partida del sistema político ha supuesto 
a menudo la culpabilización del ciudadano cuando sus representantes son malos go-
bernantes: “tenemos lo que nos merecemos”, “si no participas no te quejes”. Tenemos 
un sistema político que exige de sus ciudadanos atención completa, pero a la vez les 
obliga a vivir en un sistema económico que reclama trabajar hasta la extenuación para 
pagar una vida digna… y eso quien tiene trabajo. 

¿Cómo compaginar la necesaria participación democrática y control de la actividad 
pública sin obligar a la ciudadanía a dedicar sus momentos de ocio a leerse el BOE y 
los presupuestos en busca de irregularidades y políticas que les interesen? Esta con-
troversia parece haber sido resuelta con la extensión de las tecnologías de la informa-
ción y la comunicación. 

Por primera vez es posible generar mecanismos de rendición de cuentas que simpli-
fiquen y automaticen el trabajo de monitorización de la actividad pública. Todo ello, 
además, con importantes externalidades positivas, como ser fuentes de recursos para 
otros procesos políticos, sociales o económicos. Un ejemplo serían los datos abiertos, 
que han permitido que al calor de la información pública de las administraciones ha-
yan aparecido inesperados actores con propuestas muy interesantes: periodistas de 
datos, apps que te informan del estado del tráfico, analistas que monitorizan la activi-
dad de las instituciones… 

Nos encontramos con la posibilidad de generar sistemas que interactúen con otros 
sistemas extendiendo el control de la actividad pública no ya a cientos de ojos, como 
propusiera Jeremy Bentham, sino a softwares especializados. Esto tiene dos conse-
cuencias directas: si el control de los procesos no solo lo llevan a cabo agentes hu-
manos, 1) no deben estar permanentemente monitoreando el trabajo de los decisores 
(dando cabida a la letargia en la ciudadanía) y 2) los responsables de comportamien-
tos irregulares tendrán menos incentivos a intentar corromperles. Las personas tienen 
que dormir, las máquinas no. Es posible corromper a una persona; a una máquina, no. 
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Igualmente, se puede hackear una máquina, pero es difícil hacerlo con un sistema in-
terconectado de monitorización con miles de ojos mirando.

ESCRUTINIO PÚBLICO EN TIEMPO REAL

Como sabemos, toda nuestra actividad en medios digitales genera datos. Desde una 
búsqueda en Google a pasar la tarjeta de transporte en el lector del metro. Esa infor-
mación es útil, dado que de manera agregada podemos detectar patrones y también 
irregularidades. 

Pongamos un ejemplo. Imaginen que un diputado tiene una tarjeta monedero para 
taxis de 200€ al mes. Cada vez que pasa la tarjeta por el datáfono de un taxista, la 
transacción queda registrada y un sistema informático envía la información a un portal 
de transparencia donde la cifra se añade a las cuentas de la página personal de cada 
diputado del Congreso. Además, otro software convierte los datos para presentarlos 
en forma de infografía. Imaginen ahora que esa tarjeta de dietas de repente registra 
una comida para dos de 180€ un sábado por la noche. Una notificación salta por ser 
un gasto inusual. 

Todo esto es viable hoy de gracias a la tecnología. ¿Cómo?

SISTEMAS ABIERTOS DE GESTIÓN DE DATOS DE LAS ADMINISTRACIONES

No hablamos ya de tener un sistema de Datos Abiertos o de un portal donde puedan 
consultarse infografías derivadas de la contabilidad de cada organización. Nuestra 
propuesta va más allá. Se plantea que cada organización permita el conectarse a su 
sistema de gestión. Ya sea este un mero sistema contable o uno más avanzado de 
gestión empresarial (ERP, CRM...). Esto es fácilmente lograble mediante APIs. Es decir, 
mediante el ofrecimiento de una interfaz de conexión externa que permita interactuar 
con el sistema, mínimo, a nivel de consultas. Dependiendo de la funcionalidad del sis-
tema pueden plantearse esquemas de interacción más interesantes y complejos para 
la organización, para la ciudadanía, para la administración y/o otros factores.

Esto puede tener múltiples ventajas en la relación de la organización con otros en-
tes, incluida la administración y sus auditores, pero la intención primaria de nuestra 
propuesta es que la transparencia se haga en tiempo real. Esto permite y potencia 
varias formas para que la gente y otros entes puedan participar de esos procesos: 
generación de alertas, infografías, control masivo y descentralizado del público de las 
cuentas. Con una API bien diseñada, desarrolladores ajenos podrían crear (web)Apps 
con su lógica particular, pero que tuvieran a la organización o a varias de ellas como 
fuentes de datos.
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La sociedad vigilante: del ciudadano que no duerme a los softwares de gestión 
abiertos

LA AUTOMATIZACIÓN: CONTROL EN TIEMPO REAL

Este sistema además podría reforzar su legitimidad, veracidad y confiabilidad median-
te mecanismos de automatización del registro de las gestiones. Por ejemplo, para gas-
tos como los de representación pueden darse al menos dos mecanismos de automa-
tización no excluyentes:

1. Su realización mediante cuentas y tarjetas habilitadas a tal efecto y que mediante 
convenios con las entidades financieras, incluyan estos movimientos en el sistema 
de manera  automatizada.

2. Gestionándolo mediante apps concretas diseñadas para esta función que también 
automaticen la inclusión de sus flujos en el sistema. Así, por ejemplo, un cargo 
electo gestionaría su agenda, sus gastos de representación, sus reuniones (espe-
cialmente con grupos de interés), incluso su huella legislativa; mediante una (web-)
app que permitiría la consulta de esa actividad por terceros o bien trasladando esa 
información al sistema que lo permita.

Este sistema permitiría minimizar el factor humano del registro de esos movimientos, 
que no de su control o vigilancia. Estos mecanismos ponen trabas y dificultades a las 
operaciones de “maquillaje” contable, ya que estas debieran usarse a posteriori.

Como refuerzo adicional, puede plantearse el que todo ese conjunto o “stack” tecnoló-
gico sea (obligatoriamente) software libre y se certifique su instalación. Esto permitiría 
que cualquiera pudiera entender y vigilar su funcionamiento, además de tener garan-
tías de que la gestión se realiza con este software y no otro o variaciones de este. El 
desarrollo de este software podría liderarse desde la propia Administración (Tribunal 
de Cuentas, cámaras parlamentarias, etc) y de hecho en consorcio y/o colaboración 
con las formaciones políticas y sociedad civil.

Un caso práctico de funcionamiento en ese entorno. Un ciudadano ve carteles durante 
una campaña y consulta mediante una app realizada por un medio de comunicación el 
coste de esa campaña… o la ausencia de ese apunte...

RIESGOS

Se podría argumentar que existen dos riesgos: la infoxicación y la tecnocracia.

En el primero de los casos hay que reconocer que la infoxicación es un riesgo recu-
rrente cuando usamos este tipo de herramientas. Se genera en tiempo real tal cantidad 
de datos que el cerebro humano es incapaz de procesar la información. Sin embargo, 
sí podemos programar sistemas informáticos que, usando herramientas de big data y 
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razonamiento automático y otros, se dediquen a monitorizar la información, cruzarla 
y convertirla a un formato comprensible por la mayoría del público. De este modo 
resolveríamos un problema clásico de la democracia: no toda la ciudadanía entiende 
el funcionamiento del sistema institucional, los outputs ni tiene tiempo para estar pen-
diente de todo el proceso político. Gran parte del gasto de tiempo de esa actividad de 
compromiso cívico desaparece al delegar el trabajo en las máquinas. Esto último nos 
lleva al segundo problema.

En segundo lugar, cuando hablamos de tecnocracia no nos referimos al gobierno pos-
democrático de los técnicos como a menudo se denomina -en gran medida despec-
tivamente- a la burocracia europea o al credo neoliberal de que hay que delegar en 
“expertos”. Más bien nos referimos al riesgo de delegar en las máquinas tanto que 
gran parte del proceso y la deliberación políticas queden sustraídas de la ciudadanía. 
Nuestro objetivo con esta propuesta es justo la contraria. No tanto dar poder a la tec-
nología (y por ende, a sus artesanos: programadores, informáticos, etc generando una 
nueva casta de tecno-cortesanos), sino apoyarnos en ella para dar al gran público las 
herramientas para comprometerse con el sistema democrático. Más información, más 
comprensible, alertas inmediatas, segmentación por intereses y accesibilidad univer-
sal. Todo ello pone bajo escrutinio aspectos de la actividad pública que durante déca-
das han sido generadoras de corrupción, reduciendo los incentivos de los decisores 
públicos a llevar a cabo prácticas irregulares. 

Como conclusión, nuestra propuesta se resume en facilitar el control ciudadano de 
la actividad pública gracias al uso de las tecnologías. De este modo logramos lograr 
hacer funcionar un sistema político diseñado para una sociedad vigilante sin renunciar 
a momentos de letargia, ocio y descanso. Para lograrlo, las administraciones y los es-
pacios de decisión deben abrirse tanto al desarrollo de herramientas que faciliten la 
rendición de cuentas como a aumentar la transparencia sobre los procesos.
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Las 10 medidas en relación con los documentos y los archivos que consideramos 
esenciales en la lucha contra la corrupción son las siguientes:

1. Reconocimiento expreso como Patrimonio Documental

Los documentos resultantes de la actividad no sometida al Derecho Administrativo de 
gobiernos, administraciones, parlamentos, jueces y tribunales y demás órganos e insti-
tuciones públicas constituyen parte fundamental del Patrimonio Documental Español, 
de igual forma que lo es la generada en virtud de procesos administrativos. 

Al cese en sus cargos públicos, los altos cargos entregarán al archivero del organismo 
correspondiente los documentos públicos producidos y reunidos durante su manda-
to, y relacionados con el desempeño de su cargo (agendas, expedientes de reunio-
nes,…), en caso contrario el archivero del organismo los recogerá en un plazo máximo 
de treinta días.

2. Garantía de la cadena de custodia

Todos los documentos de los organismos públicos, tanto en soporte papel como en 
electrónico, deben conservarse por el tiempo necesario para asegurar su uso, tanto 
por los organismos como por los ciudadanos que puedan necesitarlos en el ejercicio 
de sus competencias o derechos. Asimismo, deberán mantener la autenticidad, la in-
tegridad, la fiabilidad y, en su caso la confidencialidad de sus contenidos, para ello es 
imprescindible garantizar la cadena de custodia.

La contratación de servicios externos de cualquier archivo público excluirá, en el ob-
jeto del contrato, la guarda, la custodia, la valoración y el servicio al público de los 
documentos. 
 
3. Fin de la eliminación ilegal de documentos públicos

Ningún documento oficial podrá ser eliminado si no se ha sometido previamente al 
correspondiente procedimiento legal de valoración y si no ha seguido el trámite admi-
nistrativo establecido reglamentariamente.

La eliminación de los documentos sin una valoración previa será calificada como san-
ción grave en la ley y objeto de apertura de expediente disciplinario a los responsables 
por el organismo competente.
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Las series documentales en las que puedan agruparse los documentos de los orga-
nismos públicos deben valorarse mediante la normativa que reglamentariamente se 
establezca, de modo que se determinen los plazos de conservación o eliminación, y 
su régimen de acceso. 

4. Cambio de adscripción ministerial

Los cuerpos facultativo, de ayudantes, y de auxiliares de archivos deben ser cuerpos 
generales de la Administración General del Estado y cambiar, por tanto, de adscripción 
para vincularse al Ministerio que tenga las competencias de función pública, con el 
objetivo de incrementar las plantillas de archiveros para extender su presencia a todos 
los organismos públicos.
 
5. Agentes de la autoridad y función inspectora

Entre las funciones del personal técnico de archivos se debe incluir la función inspec-
tora. La potestad de inspección será ejercida por personal funcionario, perteneciente 
al Cuerpo Facultativo de Archiveros o equivalente, o al Cuerpo de Ayudantes de Archi-
vos o equivalente, y tendrá la condición de agente de la autoridad, con todas aque-
llas facultades que sean necesarias para recabar información, documentación y ayuda 
material para el adecuado cumplimiento de sus funciones.
 
6. Formación de los empleados públicos

Es imprescindible la formación a todos los niveles de los empleados públicos en ges-
tión documental y de archivos.
 
7. Regulación del acceso a los documentos públicos

La vía para garantizar el acceso a los documentos será la regulada por la Ley 19/2013, 
de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, 
y su futuro Reglamento, sin que ello implique en ningún caso la burocratización ulte-
rior de las consultas.
 
8. Confidencialidad	de	documentos	públicos

La confidencialidad de los documentos públicos exige una nueva ley que establezca 
plazos de clasificación razonables, y equiparables a otros Estados Democráticos de 
nuestro entorno, para la extinción de los distintos niveles de clasificación. Del mismo 
modo debe garantizarse la gestión archivística de los documentos confidenciales de 
los que sólo su contenido queda restringido, nunca su tratamiento por archiveros. La 
normativa reguladora debe contemplar la gestión documental, incluida la responsabi-
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lidad sobre la elaboración de inventarios y las condiciones de difusión de los mismos.

9. Plan de Información Pública

Para empoderar a los ciudadanos y facilitar la  rendición de cuentas de los poderes 
públicos, es esencial dar publicidad - a través de las correspondientes sedes elec-
trónicas, páginas web, o portales de transparencia y de archivos - a todos los instru-
mentos de descripción y de control de aquellas series documentales que hayan sido 
previamente valoradas y calificadas de libre acceso. De esta forma se garantizará que 
todos – administraciones y ciudadanos – hablemos el mismo lenguaje y sepamos que 
nos estamos refiriendo al mismo tipo de información/documento/archivo cuando se 
esté pidiendo la rendición de cuentas o reclamando documentos para aclarar un caso 
de corrupción.
 
10. Responsabilidad patrimonial documental

Deben quedar claramente fijadas en la ley las responsabilidades de los titulares de 
documentos oficiales y garantías para los ciudadanos, que se establecerán de la si-
guiente forma: 

Responsabilidades de los titulares:

• Establecer sistemas de gestión documental
• Valorar los documentos
• Eliminar los documentos dictaminados
• Garantizar la autenticidad e integridad de los documentos, sin interrupción de la 

cadena de custodia
• Configurar los sistemas archivísticos en cada organismo, evitando la encomienda 

de la custodia de los documentos a empresas ajenas o externas.
• Garantizar la correcta gestión de los documentos en el traspaso de competencias 

entre las administraciones, o a entidades privadas sin perder su integración en el 
sistema de archivos correspondiente, y concediendo el usufructo de los documen-
tos considerados indispensables para la continuidad de la actividad.

• Los documentos oficiales no pueden ser enajenados ni embargados. Las obliga-
ciones y los derechos de quienes son titulares de los mismos no prescriben.

Derechos de los ciudadanos:

• Al acceso a los documentos de los organismos públicos, tanto a los documentos 
que les afectan directamente como a aquellos otros que sean de libre acceso. Para 
facilitarlo, se deben publicar las relaciones de procedimientos o series documenta-
les de modo que puedan realizar peticiones acordes a la denominación publicada.
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• Al mantenimiento de la privacidad de sus datos personales, especialmente en el 
caso de los especialmente protegidos por la ley.

  
En conclusión, estimamos que todas estas medidas deben:
 
1. Incluirse en una Ley contra la Corrupción, cuya disposición transitoria obligue a la 

elaboración de una Ley de Archivos.

2. Servir para elaborar una Ley de Archivos de carácter nacional (también tienen ca-
rácter nacional el esquema Nacional de Interoperabilidad y el esquema Nacional 
de Seguridad), que, en el caso del acceso a los archivos y documentos públicos 
remitirá a la Ley de Transparencia armonizada con el Real Decreto 1708/2011.
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Los especialistas en gestión pública se equivocaron cuando nos afirmaban que la me-
jor vía para lograr la legitimidad social de nuestras administraciones públicas era por la 
vía de prestar mejores servicios públicos de manera más eficiente. Resulta que duran-
te las dos últimas décadas hemos logrado prestar servicios de una gran calidad, pero 
esta legitimidad sigue sin producirse y cada vez hay más desencuentro entre nuestras 
instituciones y la sociedad. 

A mi entender, la legitimidad social de las administraciones públicas solo se logra si 
somos transparentes a la hora de tomar decisiones y de gastar el dinero público y, 
además, si prestamos servicios de calidad y de forma eficiente. Eficacia y eficiencia 
sin transparencia no logran por sí mismas la legitimación social Seguimos ocultando 
a la ciudadanía cómo tomamos las decisiones y cómo gestionamos. Operamos en las 
administraciones públicas como sociedades secretas. ¿Qué pueden observar los ciu-
dadanos del sistema público? La respuesta es que los ciudadanos solo perciben las 
entradas y las salidas del sistema público pero no lo que se realiza dentro del mismo. 
Pueden ver los inputs: votos que se convierten en alcaldes y en equipos de gobierno 
y los ingentes recursos económicos que acceden a las arcas públicas procedentes 
de los impuestos directos e indirectos. Y también pueden percibir los outputs: gran 
variedad de servicios públicos cada vez más afinados, de calidad y eficientes. Pero a 
la hora de gestionar el sistema ponemos una enorme y opaca cortina para que no nos 
observen. Y claro, si nos ocultamos cuando gestionamos, los ciudadanos consideran 
que tenemos motivos profundos para hacerlo y sospechan que impulsamos prácticas 
clientelares (lo que es cierto en términos generales) y que la corrupción es la norma 
predominante (cosa que no es cierta de forma global aunque sí existe todavía en ex-
ceso). Por transparencia no hay que entender webs específicas para ello ni una mayor 
divulgación sobre lo que se hace, que a veces está excesivamente emparentado con 
el marketing institucional. Por transparencia hay que concebir proporcionar informa-
ción clara sobre cómo se toman las decisiones y cuáles son sus motivaciones. 

Y, especialmente, al ciudadano le preocupa el destino de hasta el último céntimo de 
euro del dinero público. Y para que el ciudadano sepa el destino exacto de los recur-
sos económicos públicos de nada sirve la publicidad de los presupuestos, que siem-
pre han sido públicos pero que son incomprensibles, incluso con ojos de experto; y de 
nada sirve detallar el nivel de ejecución del presupuesto en cada momento ya que es 
una información sobre algo que no es entendible y, por lo tanto, prescindible. El ciu-
dadano quiere saber temas de detalle que le generan curiosidad porqué es una forma 
intuitiva de hacer control cívico por la vía del muestreo. Quieren conocer, por ejemplo, 
lo que se ha gastado un organismo público en la retribución de un ponente, en una 
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copa de vino de honor o en una comida institucional. Es curioso pero en los países con 
tradición en la rendición de cuentas han desaparecido un conjunto de convenciones 
que en nuestro contexto nos parecen legítimas (agasajos, comidas de trabajo, etc.) que 
no tienen nada de disfuncional pero que son rechazadas por una parte importante de 
la ciudadanía. Si esto sucede con estas inofensivas convenciones es fácilmente imagi-
nable cómo una estricta rendición de cuentas económica desmontaría la mayoría de 
las prácticas corruptas que asolan a nuestras instituciones. 

Y para redondear este ámbito también es necesaria la evaluación de las políticas pú-
blicas de forma totalmente transparente. En los países mediterráneos nos encanta 
hablar de evaluación pero lo llevamos a la práctica de forma aislada, no constante ni 
estructural. Todo son pruebas piloto bajo el benemérito objetivo de instaurar de forma 
incremental la denominada cultura de la evaluación. Evaluar de forma sistemática y 
estructural es difícil y, a día de hoy, solo lo han logrado algunos pocos países entre 
los más desarrollados. El resto evalúan mucho pero no todas las políticas ni siempre. 
Alcanzar la cultura de la evaluación es una utopía en la que, en mi opinión, no hay que 
perder más tiempo. Solo se evaluarán de verdad las políticas públicas si hay una obli-
gación legal y política (y por lo tanto una obligación institucional). Para ello es impres-
cindible que las leyes exijan de oficio a destinar una parte razonable del presupuesto 
a la evaluación de cualquier política o iniciativa pública. 

Además, el poder legislativo debe tener una institución propia especializada en eva-
luar (obviamente por muestreo) las políticas públicas del Gobierno. Si el Gobierno sabe 
que puede ser objeto de escrutinio por parte del Parlamento, el presidente va a poseer 
una oficina de evaluación de las políticas públicas impulsadas por su Gobierno. 

Y, finalmente, las distintas instancias administrativas ya se van a encargar de evaluar 
previamente sus iniciativas para poder estar en perfecto estado de revista ante futuros 
análisis del presidente y del Parlamento. Se trata de aprovechar, ni más ni menos, unos 
de los principios que funcionan mejor en la Administración pública: la jerarquía, a la 
que hay que añadir el cumplimiento de las reglas formales.
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¿Cuánto hemos avanzado en transparencia?

emilio guichot

En estas breves páginas voy a tratar de llevar a cabo un balance de en qué momento 
nos encontramos en materia de transparencia. Un balance necesariamente conclusi-
vo, tentativo e incompleto.

I. INTRODUCCIÓN

Lo primero que puede señalarse es que estos años hemos asistido a un logro capital: 
el de la aprobación de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública esta-
tal (LTBG)1, de toda una batería de Leyes autonómicas que desarrollan las bases esta-
tales2 y de reglamentos de Entidades Locales que adaptan la normativa estatal y en su 
caso autonómico a ese ámbito. Prácticamente se ha puesto fin, así, a lo que podríamos 
calificar como el momento “fundacional” o “normativo”. Desde luego, el camino no ha 
sido fácil, y ha hecho falta la conjunción de la presión de organizaciones no guberna-
mentales, periodistas, académicos, archiveros y, sobre todo, de la ciudadanía “indigna-
da” ante una apabullante crisis económica e institucional, jalonada de un reguero de 
casos de corrupción, para colocar la aprobación de la normativa de transparencia en 
la agenda pública.

Ahora bien, tener una normativa sobre transparencia no basta. Es necesario, además, 
que se trate de una norma de calidad, que incorpore mecanismos efectivos de trans-
parencia y permita un ejercicio ágil del derecho de acceso a la información y que sólo 
los limite en lo necesario para salvaguardar otros bienes y derechos constitucionales; 
una Administración Pública (y demás sujetos obligados) con una buena organización 
y localización de la información disponible, imbuida de una cultura de transparencia 
y dispuesta por ello a cumplir con la Ley y a facilitar el ejercicio del derecho, a inter-
pretar las causas de inadmisión o los límites de forma restrictiva y a resolver en plazo; 
autoridades independientes de control, judiciales pero también administrativas, que 
proporcionen la tutela rápida, ágil y gratuita sin la cual el acceso a la información no 
sirve como mecanismo de participación y control, y una sociedad implicada, muy en 
particular, a través de organizaciones no gubernamentales y periodistas que cumplan 
su función de vigilancia, alerta y denuncia (watch dogs).

1 Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno.
2 Navarra (Ley Foral 11/2012, de 21 de junio, de Transparencia y del Gobierno Abierto); Extremadura (Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto); An-
dalucía (Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública); La Rioja (Ley 3/2014, de 11 de septiembre, de Transparencia y Buen Gobierno); Ley 12/2014, 
de 16 de diciembre, de Transparencia y Participación Ciudadana de la Región de Murcia; Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública de Canarias; Ley 19/2014, de 29 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno de Cataluña; Ley 
3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León; Ley 8/2015, de 25 de marzo, de Transparencia de la actividad pública 
y Participación ciudadana de Aragón; Ley 2/2015, de 2 de abril, de Transparencia, Buen gobierno y Participación Ciudadana de Comunidad Valenciana; Ley 
1/2016, de 18 de enero, de Transparencia y Buen Gobierno de Galicia; Ley 4/2016, de 15 de diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno de Castilla-La 
Mancha.
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Todo ello explica que un ciudadano cualquiera que compare los análisis internaciona-
les sobre la normativa sobre transparencia3 y sobre la corrupción en el mundo4, cons-
tará, con sorpresa, que en el top 10 de los países con mejores leyes de transparencia 
se encuentran Méjico, Serbia, Sri Lanka, Eslovenia, India, Albania, Croacia, Liberia, El 
Salvador y Sierra Leona, la mayoría de los cuales se sitúan en la franja de los países 
más corruptos del mundo (entre ellos, Méjico, que lo lidera, en el 123, empatado con 
Sierra Leona, que también se encuentra en el top 10) mientras que, en sentido inver-
so, el botton 10 lo ocupan países como Austria, Liechtenstein, Filipinas, Tajikistan, Irán, 
Jordania, Alemania, Taiwan, República Dominicana, Bélgica, entre los cuales algunos 
de ellos figuran en la franja de países del mundo con más bajo índice de corrupción 
(Alemania, en el 10, Bélgica, en el 15, o Austria, en  el 17). 

Voy a centrarme en este trabajo en el análisis de los puntos fuertes y débiles de la 
Ley, dada mi condición de jurista. Pero como decía que no todo se agota en el plano 
normativo. Hay otros factores decisivos para la efectividad del derecho de acceso a la 
información, a los que haré una sintética alusión final. 

II. CALIDAD NORMATIVA

En el análisis de la Ley estatal de transparencia al que acabamos de hacer alusión, Es-
paña se sitúa en un puesto bajo (el 80 de 111). Sin embargo, hay que poner en cuestión 
esta calificación porque si se analizan las puntuaciones obtenidas en los diferentes 
criterios se observan errores de bulto5. Todo ello, además, sin tener en cuenta que no 
incluye las Leyes autonómicas, que van más allá, todas ellas, de las bases estatales. En 
este mismo sentido, no es infrecuente escuchar de boca de algunos representantes 
de ONGs e incluso de algunos académicos, periodistas, archiveros… que la legislación 
española sobre transparencia es poco avanzada, a veces haciéndose eco de análisis 
como el reseñado y cuestionado.  A mi juicio, por el contrario, el bloque conformado 
por la unión de normativa estatal, autonómica y, en su caso, local en España merece 
una valoración global positiva. Susceptible de mejora, obviamente. Analizaré algunas 
cuestiones esenciales.

1. Sujetos obligados

La LTBG acoge un ámbito subjetivo amplio de sujetos obligados, basado en el ejercicio 
de funciones públicas o la prestación de servicios públicos y/o en el funcionamiento 
con fondos públicos6. No sólo, pues, la Administración, sino de todos sus entes públi-
3 http://www.rti-rating.org/ , elaborado por Access info y Centre for Law and Democracy. España ocupa la posición 80 de 111.
4 http://transparencia.org.es/wp-content/uploads/2017/01/tabla_sintetica_ipc-2016.pdf , elaborado por Transparencia Internacional. España ocupa la posi-
ción 38-41 de 176 países.
5 Por señalar tan sólo algunos: se considera que no hay una principio general de acceso siendo los límites la excepción (que sí deriva del artículo 14); se afirma 
que las personas jurídicas no tienen reconocido el derecho de acceso (siendo así que están incluidas en el “todas las personas” del artículo 12); se considera 
que no existe una Autoridad administrativa independiente (que se diseña en el artículo 33 y siguientes de la Ley, con la nota de la plena independencia y 
garantías al respecto); se considera que las decisiones del Consejo de Transparencia no son vinculantes sólo porque no se menciona expresamente…
6 Artículos 2 a 4.
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cos o privados cualquiera que sea su rama de actividad (mientras que en otros países 
se excluyen los que llevan a cabo actividades mercantiles). También se incluyen Insti-
tuciones constitucionales o estatutarias en sus actividades de administración, o corpo-
raciones privadas como colegios, cámaras o federaciones en la medida en que ejer-
cen funciones públicas. O empresas privadas que prestan servicios públicos o ejercen 
funciones públicas, en este caso con la intermediación de la Administración que es la 
que ha de requerirles información y dar la cara ante el ciudadano. O, finalmente, y por 
la presión ciudadana, de ONGs y de expertos, y al calor de un reguero de escándalos 
de corrupción, partidos políticos, asociaciones empresariales, sindicatos y todo el que 
recibe fondos públicos en una cuantía o proporción significativa, sometidos en este 
caso sólo a publicidad activa sobre el uso del dinero público recibido por contrato, 
convenio o subvención. El balance es en este punto, pues, positivo, si bien creo que 
debería rectificarse una interpretación extensiva que entiende que estos últimos suje-
tos, las entidades que perciben fondos públicos, deben también publicitar otros datos 
aparte de los contratos, convenios y ayudas de los que proceden, datos que afectan a 
su organización y funcionamiento privado (salarios de sus dirigentes, presupuestos…) 
y en los que nunca se pensó cuando se les incluyó en la tramitación parlamentaria de 
la Ley7. Además, deberían preverse sanciones en el caso de incumplimientos de sus 
obligaciones por parte de estas entidades puramente privadas. 

2. Límites

La LTBG acogió con pocas alteraciones el listado de límites del Convenio europeo 
de acceso a los documentos aprobado en 2009. Se ha dicho que son muchos y muy 
genéricos. Así es, pero no creo que pueda ser de otra forma, todos están justificados 
y responden a un acervo común. La clave es la aplicación al caso, bajo los test del 
perjuicio y del interés público. Afortunadamente los Consejos de Transparencia están 
haciendo una labor esencial de corrección de la tendencia de algunos obligados a in-
vocar los límites sin mayor argumentación y a aplicar ambos test, obviando, la mayoría 
de ellos, por lo demás la referencia al interés privado que supone un torpedo a la línea 
de flotación de un derecho, el de acceso, que no es instrumental, sino autónomo, y nos 
debe situar a todos los ciudadanos en igualdad de condiciones para poder participar 

7 El artículo 8.2 dice que “los sujetos mencionados en el artículo 3 deberán publicar la información a la que se refieren las letras a) y b) del apartado primero 
de este artículo cuando se trate de contratos o convenios celebrados con una Administración Pública. Asimismo, habrán de publicar la información prevista 
en la letra c) en relación a las subvenciones que reciban cuando el órgano concedente sea una Administración Pública”. La dificultad viene del dato de que 
la enmienda que introdujo este precepto se justificó del siguiente modo: “Como consecuencia de la inclusión en el ámbito de aplicación de sujetos que no 
tienen naturaleza pública, se especifica el alcance de las disposiciones del artículo 7, que se aplicarán en su totalidad con las especificaciones que se fijan en 
la enmienda respecto de la información a la que se refieren las letras a), b) y c).” En esta línea, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en su criterio 
interpretativo 3/2015, de 11 de mayo, ha considerado que a estas entidades les son de aplicación los principios generales enunciados en el artículo 5, con 
excepción de su apartado primero, el apartado primero del artículo 6 en lo relativo a información sobre su estructura, organización y funciones y el artículo 
8 en su totalidad, con las matizaciones que establece su apartado segundo sobre qué contratos, convenios y ayudas están incluidas. No obstante, si se repara 
en su contenido, puede observarse que la naturaleza y propia terminología de muchos de estos apartados no se adapta a la naturaleza, estructura y funciones 
de los entes privados (“responsables de los diferentes órganos”, “cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera de 
las Administraciones Públicas”, “las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y de fiscalización por parte de los órganos de 
control externo que sobre ellos se emitan”, “altos cargos”…). O qué decir de otros como las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad . 
Y, en el plano de los principios, que es más que discutible la razón que puede llevar a que recibir dinero público deba obligar a la publicidad de aspectos como 
las previsiones presupuestarias, las retribuciones o el organigrama de organizaciones privadas.
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y controlar la acción pública. Y, asimismo, prescindiendo de los criterios de supuesta 
orientación para ponderar el derecho a la protección de datos y la transparencia inclui-
dos en el art. 15.3, y tomando como clave la relevancia de la información en cuestión 
para controlar la legalidad de la actuación pública. 

3. Publicidad activa

Creo que uno de los puntos fuertes de la Ley estatal, y ampliado por las autonómicas e 
incluso por las ordenanzas, es la publicidad activa. Informarse a través de internet es el 
signo de los tiempos: mayor facilidad para el ciudadano y mayor economía de medios 
para la Administración. Juzgo como muy positivo que la Ley no se limitara a establecer 
el principio general de publicidad activa de la información cuyo conocimiento sea re-
levante, porque ello habría otorgado una enorme discrecionalidad a los obligados. Es 
muy saludable, por el contrario, que se haya incorporado una lista básica de materias 
ampliable por normas autonómicas o locales o por la mera decisión administrativa. El 
camino, creo, que queda por recorrer es el de avanzar en facilitar la localización de la 
información, la propia evaluación de su cumplimiento por los obligados (y en esto hay 
que mencionar el proyecto MESTA que lidera el CTBG), el control del cumplimiento por 
las Autoridades de transparencia apoyados en la vigilancia y denuncia ciudadana (bajo 
el lema del fundador de Linux, Eric Raymond, “con suficientes miradas pendientes, 
todo error puede detectarse”) y la promoción de rankings de transparencia que tan 
efectivos se han demostrado en la experiencia privada de Transparencia Internacional 
y que ahora se quieren promover desde lo público, como ha ocurrido con el efectuado 
por el CTBG sobre transparencia de órganos constitucionales. 

4. Publicidad pasiva o derecho de acceso

Me parece positiva la combinación de plazos razonablemente breves y silencio ne-
gativo por la que optó el legislador. Los datos oficiales a nivel estatal dicen que sólo 
se está produciendo el silencio negativo en el 0,31% de los casos, esto es, en 31 casos 
de 10.100. No obstante, cabe señalar algunos puntos críticos. En primer lugar, que el 
CTBG y algunas ONGs han coincidido en la crítica de la práctica de retrasar el envío de 
las solicitudes desde el Portal hasta el órgano competente para resolver, sin informar 
siquiera al solicitante de cuándo ha tenido lugar dicho envío, con el retraso y la incer-
tidumbre que suponen. También hay que reflexionar sobre qué sentido tiene exigir 
acreditar la identidad por certificado digital cuando el derecho de acceso no requiere 
motivación ni legitimación alguna, es un derecho de todos, exigencia ésta criticada por 
el defensor del pueblo, ONGs, algunos académicos entre los que me encuentro, y el 
propio CTBG. Y por lo demás, inédita en nuestro entorno jurídico.

5. La relación con normas sectoriales que regulan el acceso a la información

Como se sabe, el diablo está en los detalles. La LTBG previó que sería de aplicación 
supletoria en aquellas materias con un régimen propio de acceso adaptado a las sin-
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gularidades de cada sector. Si algo significaba esa disposición era que, creada una 
garantía crucial como son las Autoridades de transparencia, esa garantía gratuita, es-
pecializada, en fin, eficaz, se desplegaría en aquellos sectores en que por su particular 
importancia vital para la vida económica o para la vida, tout court, existió una regu-
lación del derecho de acceso previa a la Ley: el acceso a la información ambiental o 
la reutilización o el acceso por los representantes políticos. La sorpresa ha sido ma-
yúscula cuando algunos Consejos, entre ellos el estatal, que ha inspirado a algunos 
autonómicos, se ha entendido incompetente por considerar que la remisión al sistema 
general de recursos administrativos le impedía conocer de los asuntos, pese a tratarse 
de una ley posterior y de una garantía nueva. Qué decir del acceso a los archivos. En 
el Congreso de los Diputados se aprobó una enmienda para someter a todos ellos al 
nuevo régimen legal, y sin embargo, la interpretación del CTBG, siguiendo un informe 
de la Abogacía del Estado, está interpretando que se rigen por la anterior normativa 
sobre archivos y no cuentan con la garantía de la reclamación ante las autoridades de 
control. También me parece sorprendente que se esté interpretando que nuestros re-
presentantes políticos, parlamentarios o concejales, no pueden acudir a los Consejos 
frente a denegaciones de información, salvo que lo hagan disfrazados de ciudadanos 
de a pie, como sostiene el CTBG y siguen algunos Consejos autonómicos, en algún 
caso, el andaluz, incluso negándoles esa posibilidad si previamente han pedido infruc-
tuosamente la información como representantes políticos. Creo que en la jurispruden-
cia reciente del Tribunal Supremo y en las argumentaciones sólidas de otras Autorida-
des de control, en particular la catalana, pueden encontrarse argumentos difíciles de 
rebatir, para combatir esta aporía que deja a las materias o sujetos respecto de los que 
el acceso a la información es más relevante en peor condición que al resto de materias 
o a los ciudadanos de a pie8. 

Este es mi balance a nivel normativo. Creo que no debo acabar sin hacer mención al 
menos a dos proyectos en tramitación. 

• En primer lugar, el proyecto de ley integral de lucha contra la corrupción y pro-
tección de los denunciantes, presentados por Ciudadanos y admitido a trámite 
hace un año, que plantea modificaciones a la Ley. Con algunas estoy de acuerdo 
y se inspiran en buena medida en aportaciones ya recogidas en algunas leyes au-
tonómicas (transparencia de los lobbies, ampliación de la publicidad activa a las 
agendas, al personal de confianza, a la publicidad institucional, a extremos como la 
composición de las mesas y las juntas y los informes técnicos en materia de con-
tratos. Con otras no, como la supresión del listado de límites o del silencio negativo. 

8 Entre otros, en “El acceso de los representantes políticos a la información y la  nueva normativa sobre transparencia y acceso a la información pública. En 
especial, la posibilidad de presentar reclamaciones ante las Autoridades de transparencia”, Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica, 
núm. 8, noviembre 2017; “La competencia de las Autoridades de Control para conocer de reclamaciones en materia de información ambiental, de reutiliza-
ción y archivística”, Revista Española de Transparencia, núm. 4, primer semestre de 2017; “El acceso a la información ambiental: relaciones entre normativa 
general y normativa sectorial. En particular, el sentido del silencio y la garantía de la reclamación ante una autoridad administrativa independiente”, Revista 
Aranzadi de Derecho Ambiental, núm. 33, 2016, pp. 125-162.
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• En segundo lugar, el proyecto de Reglamento de la LTBG, que viene ya de largo, 
de finales de 2014, pero que se encuentra en una nueva etapa de consulta pública 
previa de un nuevo reglamento. Se planteaba si esperar a la modificación eventual 
de la ley que pudiera llevarse a cabo con ocasión del proyecto de ley al que me 
he referido, si no hacer nada y confiar la interpretación de la ley a los órganos de 
control o si aprobar un reglamento. Creo que las tres opciones tienen argumentos. 
Veremos en qué queda y qué carácter tiene el reglamento y si aporta algo que no 
se derive ya de los criterios interpretativos que en el ámbito estatal viene sentando 
el CTBG y que son un elemento crucial para los aplicadores. 

III. IMPLICACIÓN SOCIAL

No se puede esperar que la ciudadanía en general se convierta en guardián “profesio-
nal” de la Administración. En todo el mundo, ONGs, periodistas, académicos, tienen un 
papel fundamental que jugar. En España, organizaciones como Access Info o Civio han 
planteado diversas y muy interesantes solicitudes en ámbitos sensibles y además, en 
algunos casos, como en el de Transparencia Internacional, se han sumado a la labor 
de formación y pedagogía. Desde la Universidad, algunos profesores  hemos hecho 
también lo que hemos podido.

Se ha dicho que ha sido decepcionante el bajo número de solicitudes de información, 
pero creo que habría que relativizarlo, por ello. Quizás había unas expectativas que no 
eran realistas (y por ello no lo era el miedo a la avalancha de información que impidiera 
dedicarse a resolver asuntos, de la que tanto se hablaba dentro de las Administracio-
nes y sobre todo por algunos responsables ministeriales). No ha pasado eso en ningún 
país del mundo. Además, es difícil calibrar en qué medida la amplitud de la publicidad 
activa ha actuado haciendo innecesario el ejercicio del derecho de acceso respecto de 
la información que, en efecto, y como muestran los estudios, era la que más interesaba 
a los ciudadanos (contratos, sueldos, etc.). También es difícil de decir en qué medida 
un número de ciudadanos ha dejado de ejercer su derecho al no disponer de certifica-
do digital, como han alertado desde instituciones públicas y privadas. A nivel estatal, 
estamos hablando, con datos de agosto de 2017, de unas 10.100 solicitudes, a un ritmo 
constante de unas 4.000 al año, de las cuales 87% por vía telemática y por tanto con 
el sistema clave, frente a 8.100.000 páginas visitadas del Portal de Transparencia que 
contiene 2.300.000 elementos de información.

IV. ADMINISTRACIÓN DISPUESTA A CUMPLIR Y FACILITAR EL CUMPLI-
MIENTO

Como también señalé, sin una Administración organizada y dispuesta al cumplimiento 
es difícil que las cosas funciones. Y al respecto, creo que se ha hecho un esfuerzo que 
ha calado y que va acabando con una cierta cultura del secretismo. Han sido clave la 
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creación de las Unidades de Información en los Ministerios y de mecanismos de coor-
dinación interministeriales, y lo mismo a  nivel autonómico. Por supuesto, estamos aún 
en la lucha, y al respecto, creo que la labor de los Consejos está siendo crucial des-
tacando la improcedencia de la tentación en la que cae no pocas veces la Adminis-
tración de invocar genéricamente causas de inadmisión o límites, sin razonar en cada 
caso concreto a partir de un principio general de interpretación restrictiva de ambos, 
como han destacado en particular diversos criterios interpretativos del CTBG.

V. CONTROL EFICAZ E INDEPENDIENTE

Finalmente, como creo que se desprende de esta exposición, en España como en el 
resto del mundo, es clave la existencia de autoridades independientes especializadas. 
Junto al CTBG, en el ámbito estatal y en los autonómicos en los que se ha optado por 
el convenio, se han creado en otras Comunidades autónomas bajo las más diversas 
formas. Son ya en el caso del CTBG unas 800 reclamaciones con una proporción se-
mejante de estimaciones y de desestimaciones. Sólo mediante la resolución del caso 
por caso y la creación de criterios interpretativos se puede ir perfilando la ley en su 
aplicación a cada tipo de supuestos. Los tribunales, por supuesto, tienen la última 
palabra, y ya hay un significativo número de sentencias de los Juzgados centrales y de 
la Audiencia Nacional que resuelven recursos contra decisiones del CTBG. A muchos 
puede parecerles paradójico que la mayor parte de recursos no los hayan interpuesto 
los ciudadanos sino sujetos públicos obligados por la Ley, que no se han conformado y 
han dado la batalla judicial. Me parece, sin embargo, que no es patológico y que es un 
signo de que entienden a las autoridades como un tercero cuyas resoluciones pueden 
recurrirse como se hace con las resoluciones judiciales. Y también, claro, de que cuen-
tan con más recursos económicos para pleitear. Sería, eso sí, importante, que se hi-
ciera un esfuerzo de formación en esta materia de los magistrados de lo contencioso, 
máxime cuando la competencia está repartida entre los diferentes niveles judiciales. 
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1. LAS SOLICITUDES ANÓNIMAS COMO VÍA INTERMEDIA ENTRE LA PU-
BLICIDAD ACTIVA Y EL EJERCICIO FORMALIZADO DEL DERECHO DE AC-
CESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

Como es sabido, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno (en adelante, LTAIBG) exige –art. 17.2.c)- que en 
la solicitud conste la identidad del solicitante, lo que supone consignar el nombre y 
apellidos o denominación o razón social, según corresponda.

Por esta razón, como ha señalado el Defensor del Pueblo1, las solicitudes anónimas no 
tienen validez ni producen efectos jurídicos, lo cual ciertamente constituye una regla 
general para el inicio de un procedimiento administrativo a solicitud de una persona 
interesada –art. 66.1 Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas (en adelante, LPAC)-. 

Ahora bien, se ha planteado la posibilidad de que pudieran formularse solicitudes anó-
nimas, bastando en tal caso, como indica la propia LTAIBG –art. 17.2.c)-, una dirección 
de contacto a efectos de comunicaciones. Para ello, se aportan dos argumentos:

• el derecho de acceso es de titularidad universal y no existe exigencia alguna de 

legitimación para su ejercicio (y, en consecuencia, no es obligatoria la motivación 
de la solicitud), por lo que la identidad del solicitante es, en principio, irrelevante. 

• la ponderación de intereses que debe efectuar el sujeto obligado es, también ini-
cialmente, objetiva (de un lado, el interés público en la comunicación de la infor-
mación y, de otro, los intereses públicos y privados afectados), por lo que sería 
también indiferente quién solicita acceder a la información.

Distinto sería el caso de si el solicitante motiva la solicitud, alegando un interés legíti-
mo cualificado, en cuyo caso podrá ser necesario acreditar su identidad.

A ello se unen, además, dos circunstancias señaladas por la Oficina Antifraude de Ca-
taluña2:

• De un lado, hay situaciones en las que la persona que quiere acceder a la informa-
ción puede preferir no identificarse, por hallarse, por ejemplo, en entornos relati-
vamente reducidos o delimitados (Administración Local), o en los que existe una 

1 Defensor del Pueblo, Informe anual de 2015, p. 650.
2 Oficina Antifrau de Catalunya (2014), Derecho de acceso a la información pública y transparencia, Colección Estudios IntegriCat, núm. 4, abril 2013, p. 96.
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relación de sujeción especial entre la persona solicitante y la autoridad requerida, 
y donde la solicitud puede resultar por sí misma reveladora de la intención final del 
solicitante. Sería del todo lógico que dicha persona prefiriera proteger su posición 
ante el temor de alguna reacción basada en una eventual valoración negativa de 
la solicitud. En esos casos la posibilidad de formular solicitudes anónimas ofrece la 
ventaja de evitar el temor a represalias.

• Pero, además, existen supuestos en los que no es razonable exigir la identificación: 
«Sería el caso, por ejemplo, de información pública que, contraviniendo el mandato 
de transparencia activa, no han liberado las autoridades poniéndola a disposición 
del público en general. No sería razonable en los supuestos en los que la identifi-
cación que inicialmente no era exigible pase a serlo a consecuencia, precisamente, 
de un incumplimiento atribuible a la propia Administración». 

En este sentido, la Ordenanza de Transparencia de la Ciudad de Madrid de 27 de julio 
de 2016 ofrece la posibilidad de formular solicitudes anónimas –art. 23-, si bien no 
cabe reclamar frente a las resoluciones por las que se deniega el acceso a solicitudes 
anónimas –art. 23.5-. La utilización previa de esta vía de acceso no impedirá la presen-
tación de una solicitud de acceso al amparo de lo dispuesto en la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre. Y, como indica J. MESEGUER YEBRA3, a pesar de que se trata de una gran 
ciudad, esta posibilidad está teniendo una importante acogida, pues cerca del 40% de 
los solicitantes la elijen.

En mi opinión, en la medida en que quien puede lo más puede lo menos, y en este 
caso si las Administraciones Públicas y demás sujetos obligados por la transparencia 
pública pueden voluntariamente publicar informaciones públicas más allá de los de-
beres legales ordenados en las leyes de transparencia, de modo que tal información 
es de acceso público, sin necesidad de identificación alguna, habrá que entender que 
pueden también facilitar información a cualquiera que la pida sin precisar tampoco 
identificación (solicitudes anónimas) o sin comprobar tal identificación.

En estos casos, no estaríamos propiamente ante el ejercicio del derecho de acceso 
conforme a la LTAIBG, sino más bien ante un servicio público de información (con 
características propias, pues es universal y gratuito), es decir ante una actividad mate-
rial o técnica, no ante procedimientos formalizados. Algo no muy diferente al servicio 
presencial o telefónico de información o al acceso presencial a la información en los 
archivos.

Esta vía intermedia entre la publicidad activa y el ejercicio formalizado del derecho 
de acceso a la información pública presenta, además, la virtud de permitir relativizar 
la distinción entre el objeto del derecho de acceso (la información en poder de los 
sujetos obligados, típica aunque no exclusivamente los documentos públicos, con las 
exclusiones relativas a información en curso de elaboración y precisada de una ree-

3 «El acceso a la información pública y los requerimientos de identificación», Revista Española de la Transparencia, núm. 3, 2016: 66.
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laboración) y una actividad prestacional de información, esto es de producción de la 
información, como es sabido, vedada en el caso de ejercicio formalizado del derecho 
de acceso.

Por su parte, el peticionario, a cambio de la flexibilidad que ofrece este servicio, asume 
las condiciones en que se presta, como cualquier usuario de un servicio público (p. ej., 
sobre la forma y formato de la información). En cierto modo, el solicitante renuncia a las 
garantías procedimentales a cambio de la flexibilidad e inmediatez que este servicio 
ofrece.

Ahora bien, el empleo de este modo de acceso «desprocedimentalizado» presenta un 
límite infranqueable: si la información a la que se pretende acceder afecta a terceros 
(p. ej. por contener datos personales), la Administración no puede eludir las garantías 
ordenadas en la Ley. Y es evidente que el solicitante puede renunciar a las suyas pero 
no a las de un tercero. En tales casos, es ineludible la tramitación del procedimiento 
determinado en la Ley.

Pero además, también sucederá en aquellos casos en los que peticionario no quede 
satisfecho con el servicio proporcionado: desea acceder a más información o en un 
formato diverso. En tales supuestos sí existe un requisito de legitimación para formular 
el correspondiente recurso contencioso o reclamación administrativa, y ¿cómo acredi-
tar que el recurrente es la misma persona que formuló la solicitud si ésta es anónima? 
En nuestra opinión, tal como prevé la Ordenanza de la Ciudad de Madrid, en tales ca-
sos el peticionario deberá formalizar la solicitud con arreglo a las exigencias legales, 
sin que pueda ahora la solicitud reputarse reiterativa, pues en puridad es la primera. 
A su vez, la Administración deberá notificar la resolución también con arreglo a la Ley.

2. LA SOLICITUD DE ACCESO FORMALIZADA SUPONE EL INICIO DE UN 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ESPECIAL

En este escenario estamos inevitablemente ante el ejercicio «procedimentalizado» 
del derecho de acceso a la información pública. Así lo declara abiertamente la LTAIBG 
–art. 17.1- cuando establece en el primer precepto referido al Ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública (Sección 2ª del Capítulo III) establece: «El procedimien-
to para el ejercicio del derecho de acceso se iniciará…». Pero aun cuando tal declaración 
expresa no existiera, habría que llegar a la misma conclusión a partir de la economía 
de la ley: solicitud de acceso con determinados requisitos, causas de inadmisión, tra-
mitación de la solicitud, deber legal de resolución y notificación, de forma motivada y 
en plazo, reglas de cómputo del plazo, causas de suspensión y de prórroga, así como 
previsión expresa de la institución del silencio administrativo, impensable al margen 
de un procedimiento formalizado. Como se suele decir, «si vuela como un pato, grazna 
como un pato, nada como un pato y anda como un pato, tal vez no será un conejo».
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Por tanto, estamos, sin ningún género de dudas, ante un procedimiento administrativo. 
Y ello es así incluso cuando el sujeto obligado que lo tramita no es una Administración 
Pública en sentido jurídico «formal» (y quisiera subrayar esta precisión), sino una enti-
dad jurídico-privada del sector público, algo que, por lo demás, admite expresamente 
la LPAC –art. 2.2-, a diferencia de su predecesora4. Por tanto, se trata de una actuación 
que entra plenamente en los ámbitos subjetivo y objetivo de aplicación de la LPAC –
arts. 1 y 2-5.

Eso sí, se trata, de un procedimiento «especial», lo cual no representa mayor espe-
cialidad, valga la redundancia, pues existen decenas de procedimientos especiales, y 
como en cualquiera de ellos debe precisarse en cada caso en qué medida son de apli-
cación al mismo las reglas generales contenidas en la Ley de Procedimiento Adminis-
trativo Común. Lo que no parece que sea un criterio válido es la aplicación de la LPAC 
cuando convenga al intérprete en cada caso. Así, por ejemplo, la LTAIBG no reconoce 
un derecho a la presentación de la solicitud mediante medios electrónicos, derecho 
que sí reconoce la LPAC. De este modo, no parece coherente defender tal derecho, 
para mayor comodidad del solicitante, pero al mismo tiempo negar la aplicación de las 
exigencias contenidas en la propia LPAC para relacionarse con las Administraciones 
por medios electrónicos.

Por tanto, en aplicación de la LPAC –art. 14- todas las personas jurídicas (incluidas 
aquellas sin ánimo de lucro) deben formular necesariamente la solicitud por vía elec-
trónica, mientras que las personas físicas entiendo que no están obligadas a ello, pues 
toda solicitud de información pública es inicialmente uti cives, de modo que no debe 
vincularse a un ejercicio profesional o al desempeño de un empleado público, salvo 
que en la motivación de la solicitud (de incluirse) así se haga constar expresamente 
por el solicitante (p. ej., un empleado que desee acceder a la información sobre el 
complemento de productividad percibido por su compañeros de centro o dotación 
presupuestaria). En el resto de los casos, como ha señalado ya el CTBG, no es obli-
gatorio presentar las solicitudes a través del Portal de Transparencia que, en su caso, 
habilite la Administración6. De este modo, las personas físicas pueden elegir el medio 
de presentación de la solicitud, presencial o electrónico.

3. LA IDENTIFICACIÓN DEL SOLICITANTE Y SU ACREDITACIÓN

Ahora bien, en cualquiera de los casos nos encontramos que la LPAC –art. 9.1- es-
tablece, en un precepto que no tiene antecedente en la Ley 30/1992, que las Admi-
nistraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el 
procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o 

4 Véase la excelente monografía de E. GAMERO CASADO, Desafíos del Derecho Administrativo ante un mundo en disrupción, Comares, Granada, 2015.
5 Vid. S. FERNÁNDEZ RAMOS – J. Mª PÉREZ MONGUIÓ, El derecho al acceso a la información pública en España, Aranzadi-Thomson, Cizur Menor, 2017, 
pp. 237—238
6 CTBG, R/0279/2016, de 16 de septiembre de 2016.
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denominación o razón social, según corresponda, que consten en el Documento Na-
cional de Identidad o documento identificativo equivalente. 

Hay quien entiende que este el articulo 9.1 LPAC no sería de aplicación en el caso de 
solicitudes de acceso a la información pública, pues se refiere a los «interesados», y 
ciertamente la LTAIBG no exige que solicitante motive su solicitud. Por nuestra parte, 
no podemos compartir esta opinión, pues la noción de interesado del articulo 9.1 LPAC 
debe interpretarse en el sentido, eminentemente procedimental, que la propia LPAC 
otorga a este concepto. Y hay que recordar que la propia LPAC –art. 4.1-, como hacían 
las leyes anteriores de procedimiento, considera en primer lugar interesados a quie-
nes promuevan el procedimiento como titulares de derechos o intereses legítimos. Es 
decir, una cosa es que el solicitante carezca de interés específico en relación con el 
objeto de solicitud y otra bien distinta es que el solicitante, por el solo hecho de formu-
lar la solicitud en ejercicio precisamente de su derecho de acceso, sea el interesado 
principal del procedimiento que inicia.

Por tanto, parece fuera de duda que es de aplicación el artículo 9.1 LPAC. En el caso 
de solicitud presencial, ello no presenta mayor dificultad, pues basta presentar el do-
cumento de identidad correspondiente. Pero en el caso de que el solicitante opte por 
presentar la solicitud por medios electrónicos, ¿cómo se efectúa esta verificación de 
la identidad?

A este respecto, la plataforma de la Administración General del Estado exige la acredi-
tación de la identidad mediante certificación electrónica o el uso de claves concerta-
das, criterio que parece respaldar la LPAC –art. 9-. Al margen de la evidente dificultad 
que supone el uso de los mecanismos de acreditación de la identidad, su exigencia 
impide el ejercicio del derecho a determinados colectivos de extranjeros, dando al 
traste con la universalidad del derecho7.

Por su parte, el Defensor del Pueblo ha declarado que la LTAIBG exige únicamente 
que la solicitud -tanto electrónica como “en papel”- de acceso a la información refleje 
los datos de identidad del solicitante, sin requerir ninguna comprobación o actuación 
adicional, y para esa identificación es suficiente con la indicación del nombre, apellidos 
y el número del DNI (se suprime la aportación de copia), todo ello mediante un formu-
lario sencillo del Portal de la Transparencia; y corresponde a la administración verificar 
la identidad a través de la Plataforma de Intermediación de Datos8. 

En este sentido, otras plataformas únicamente exigen, a efectos de identificación, la 
consignación del número de DNI/NIE/Pasaporte, así como una dirección de correo 

7 MESEGUER YEBRA (2016), op. cit., p. 67.
8  Por ello, esta institución no comparte que la solicitud de acceso por correo electrónico reste seguridad y certeza. El Defensor del Pueblo estimó la conve-
niencia de que se replanteara el uso de Cl@ve para la identificación de los solicitantes en el ejercicio por vía electrónica del derecho de acceso a la información 
pública, y de analizar la posibilidad de modificarlo, mejora que, como informaba OPERA, se estaba estudiando; o sustituirlo por un mecanismo más sencillo. 
Defensor del Pueblo, Informe anual de 2015, p. 650
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electrónica, a efectos de enviar el acuse de recibo y, si el solicitante lo desea, la reso-
lución y, en su caso, la información solicitada9. 

El problema es que, si bien estos medios son más flexibles, esta flexibilidad se logra a 
costa de varias de las garantías mínimas exigibles en las relaciones por medios elec-
trónicos: las relativas a la constancia de la entrada de la solicitud en el registro del ór-
gano competente, momento en el que se inicia el cómputo del plazo para resolverla; y 
las que afectan a la identificación electrónica del solicitante y del órgano ante el que se 
presenta la solicitud, y a la manifestación –por medios electrónicos– de la voluntad del 
primero de solicitar. Y, sobre todo, esta forma de inicio condiciona la terminación del 
procedimiento, y debería ser innecesario a estas alturas precisar que el envío de una 
resolución a una dirección de correo electrónico no constituye medio apto en nuestro 
Derecho para notificar válidamente una resolución, ni antes con la Ley 11/2007 ni ahora 
con la LPAC.

Otra cosa es que sea necesaria en todo caso la acreditación de la identidad mediante 
un certificado electrónico. A este respecto, la Ley 2/2015 C. Valenciana –art. 15.2- de-
clara expresamente que la exigencia de la identidad de la persona solicitante «sin 
que sea requisito la acreditación mediante certificación electrónica en caso de que la 
tramitación sea por vías telemáticas¬»10 . 

Pero es que la propia LPAC –art. 9.2.c)- permite la identificación electrónica ante las 
Administraciones Públicas a través de «cualquier sistema que cuente con un registro 
previo como usuario que permita garantizar su identidad¬, y de modo expreso admite, 
además de sistemas basados en certificados electrónicos reconocidos o cualificados, 
«Sistemas de clave concertada y cualquier otro sistema que las Administraciones Pú-
blicas consideren válido, en los términos y condiciones que se establezcan». Y cier-
tamente es necesario y urgente articular sistemas sencillos que permitan la identifi-
cación de las personas que se relacionan telemáticamente con las Administraciones, 
no ya para facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, que 
también, sino para facilitar el ejercicio de todos los derechos que reconoce el ordena-
miento.

9 La Ley 2/2015 C. Valenciana –art. 15.2- declara expresamente que la exigencia de la identidad de la persona solicitante «sin que sea requisito la acreditación 
mediante certificación electrónica en caso de que la tramitación sea por vías telemáticas¬. Es el caso de la plataforma de la Administración de la Junta de 
Andalucía (PID@) conectada con @ries.
https://ws043.juntadeandalucia.es/derechodeacceso/tramites/acceso.do;jsessionid=7A61807525238E277EF8678F5C7B0D5E?vertodos
10 Y en idéntico sentido se expresa la Ordenanza de Transparencia de la Ciudad de Madrid de 27 de julio de 2016 –art. 24.2-.



EDITORIAL: El Imán de la Transparencia

37Juan carlos garcía melián

#RET
Revista Española de la Transparencia

Juan Carlos García Melián
Abogado. Secretario General ACREDITRA

Nº 5. Segundo Semestre 2017

Modificación de la Ley de Reutilización de Documentos 
por la nueva Ley de Contratos del Sector Público  

De todo aquello que sea susceptible de volver a utilizarse con la función que tenía ori-
ginalmente o con otra finalidad, se dice que es reutilizable. De este modo, en el ámbito 
del Derecho Administrativo, la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de 
la información del sector público, dice en su artículo 3.1: “se entiende por reutilización 
el uso de documentos que obran en poder de las Administraciones y organismos del 
sector público, por personas físicas o jurídicas, con fines comerciales o no comerciales, 
siempre que dicho uso no constituya una actividad administrativa pública.”

Así se entiende que la reutilización favorece la circulación de información hacia los 
agentes económicos y la ciudadanía con el fin de fomentar el crecimiento económico, 
el compromiso social y la transparencia. 

Como hemos apuntado, en nuestro ordenamiento, el uso privado de documentos, in-
formación o datos en poder de la administración y organismos públicos está regulado 
en la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector 
público. Esta Ley, que ya había sido objeto de una modificación anterior para adaptarla 
a la Directiva 2013/37 de reutilización de documentos del sector público y a la propia 
Ley 19/2013 de transparencia,  y que ahora, recientemente, ha sido modificada por la 
nueva Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público, que recordemos entrará en vigor 
el próximo 9 de Marzo de 2018 y con ella, esta nueva modificación cuyo alcance co-
mentamos hoy. 

En la Ley de transparencia estatal, la reutilización y su familia se menciona en pocas 
ocasiones. En el preámbulo, para hacer mención a la Ley 37/2007 sobre reutilización 
de la información del sector público, entre aquellas otras normas que inciden en el 
acceso a la información pública. 

En dicha ley de reutilización, como en la entradilla a este artículo hemos reproducido, 
se conceptúa  en su artículo 3.1 la reutilización de documentos y además se señala 
que “Queda excluido de este concepto el intercambio de documentos entre Adminis-
traciones y organismos del sector público en el ejercicio de las funciones públicas que 
tengan atribuidas.” En tal sentido en la delimitación objetiva que realiza el mencionado 
artículo 3, se especificaba en su apartado dos “2. La presente Ley se aplicará a los do-
cumentos elaborados o custodiados por las Administraciones y organismos del sector 
público, cuya reutilización no esté expresamente limitada por éstos.”

Pues bien, la modificación introducida por la LCSP elimina en la delimitación del ámbi-
to objetivo de la Ley de reutilización, esa coletilla “cuya reutilización no esté expresa-
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mente limitada por éstos.” y por lo tanto, hace desaparecer desde ahora la posibilidad 
de que los propios sujetos obligados por la Ley pudieran establecer limitaciones a la 
reutilización de los documentos que obran en su poder. Ahora la reutilización no sólo 
es la regla, sino que no admite excepción.

También la modificación de la Ley de Reutilización realizada por la LCSP, clarifica el 
ámbito subjetivo de tal manera que es aplicable a todas las administraciones y sus en-
tidades y organismos públicos dependientes ampliándolo ahora también a las entida-
des de derecho privado y a las Universidades públicas que se regirán por su normativa 
específica y supletoriamente por las previsiones de la presente Ley.

En consecuencia, también se amplía el ámbito objetivo a “los documentos elaborados 
o custodiados por las Administraciones y organismos del sector público”

Igualmente, la LCSP modifica la ley de reutilización limitando la exclusión de la apli-
cación de tarifas cuando quien pretenda la reutilización de información sea una Ad-
ministración u organismo del sector público y reutilice los documentos como base 
para actividades comerciales ajenas a las funciones propias que tenga atribuidas.  En 
tal caso,  deberán aplicarse a la entrega de documentos para dichas actividades, las 
mismas tasas o precios públicos y condiciones que se apliquen a los demás usuarios.

Por último, desaparece ahora también la posibilidad de que bibliotecas museos y ar-
chivos, pudieran quedar al margen de la obligación de publicar por medios electró-
nicos sus tarifas, condiciones y los factores tenidos en cuenta para el cálculo de la 
misma. Cuando se solicite, dichas entidades también indicarán cómo se ha calculado 
esa tarifa en relación con la solicitud de reutilización concreta.

Y ya que estamos, no está de menos recordar que cuando la documentación pública 
que se solicite lo sea para ser reutilizada porque así se exprese en la solicitud, el régi-
men de acceso será el de la Ley 37/2007. En tales supuestos, la Ley de Transparencia 
será aplicable sólo supletoriamente.

La Ley de Reutilización contempla un procedimiento de acceso distinto al de la Ley 
de Transparencia en el que, en contra de lo que sucede en el procedimiento para el 
ejercicio del Derecho de Acceso de la Ley de Transparencia, sí ha de expresarse la 
finalidad de la reutilización. Si el solicitante formula su solicitud de manera imprecisa 
será requerido por diez días para que delimite la información solicitada y en su caso, 
la finalidad de la reutilización.  Además, el plazo máximo para resolver la solicitud de 
información para su reutilización es de 20 días, ampliable motivadamente por otros 
veinte días más cuando el volumen y la complejidad de la información solicitada así 
lo exijan. El vencimiento del plazo máximo para resolver, tiene sentido desestimatorio 
de la petición. Con relación al régimen de recursos frente a la desestimación, la Ley de 
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Reutilización se remite al régimen de recursos de la Ley 30/1992, ahora Ley 39/2015 
sin que sea recurrible a través de la reclamación ante el Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno como sucede con las solicitudes del Derecho de Acceso a las que se 
refiere la Ley de Transparencia.

Un último recordatorio: en ningún caso, podrá ser objeto de reutilización, la informa-
ción en que la ponderación a la que se refieren la Ley de transparencia, arroje como 
resultado la prevalencia del derecho fundamental a la protección de datos de carácter 
personal, a menos que se produzca la disociación de los datos.

Quédate con la idea principal de lo que hemos dicho: a partir de ahora, en relación a 
la reutilización de documentos públicos, no cabrá más excepción que las expresa-
mente previstas en las Leyes, sin que sea posible que los sujetos obligados puedan 
excepcionar por su cuenta documentos que puedan ser objeto de reutilización. Hasta 
la próxima. 
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Con un amplio bagaje en la Administración Pública en puestos de organiza-
ción y economía, la nueva Directora General de Gobernanza Pública hace un 
balance muy positivo del primer año, en el que se ha impregnado de otras 
experiencias, sobre todo las procedentes de las CCAA y la ciudadanía, pero 
también de Latinoamérica  y de la Open Government Partnership (OGP).

Desde el empuje y la ilusión de todo su equipo, está convencida de que es 
el momento de desarrollar políticas de Gobierno Abierto desde la Adminis-
tración. Con la responsabilidad de poner en marcha el III Plan de Gobierno 
Abierto, su principal obsesión es cumplir los plazos y dar explicaciones en 
caso de incumplimientos.
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Pregunta: Balance personal después de un año. ¿Cómo surge?

El balance es positivo. Ha sido un año intenso, con mucho trabajo y esfuerzo por parte 
de todo el equipo. En diciembre de 2016 asumimos esta nueva DG y en un año hemos 
puesto en marcha un 45% del plan previsto. Y este porcentaje se va a ver incrementado 
en el primer trimestre de 2018. Se va a visibilizar más todavía. 

Empezamos a trabajar desde cero, durante este año hemos aprendido y aprehendido 
de otras experiencias, de otras Administraciones. Pero también hemos dimensiona-
do la organización administrativa de la propia DG, en cuatro subdirectores generales, 
todas ligadas al gobierno abierto, pero creando una específica de Gobierno Abierto 
porque era fundamental. 

P: En España existen ahora mismo dos grandes jugadores en materia de transpa-
rencia y participación. Uno es el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (CTBG) 
y otro la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP). ¿Es la Dirección 
General de Gobernanza el tercero en juego? 

El protagonismo es compartido. Creemos que cada institución tiene su papel, en los 
casos que me citas, muy relevante. Lo importante es colaborar y compartir buenas 
prácticas para avanzar en políticas de gobierno abierto. Porque tenemos ambición, 
pero en esto lo importante es colaborar porque así el resultado será mejor. 

P: Recuerdo que Esther Arizmendi nos contaba que en el CTBG había un clima de 
ilusión y motivación muy importante en los meses de puesta en marcha. Hemos vis-
to un clima muy parecido entre la gente de su equipo (y de usted misma). ¿Es así? 
¿Qué valoración hace sobre esto?

Tenemos mucha ilusión porque tenemos una enorme vocación de servicio público y 
esto lo transmite todo el equipo. Incluso cuando el trabajo ha sido más gris, esa ilusión 
la tenemos por hacer el trabajo bien hecho. Y cuando salimos del Ministerio nos en-
contramos con otros agentes que nos aportan mucho empuje y ánimo. Por ejemplo, 
el Consejo de Juventud. 

“En un año hemos puesto en marcha un 45% del plan previsto y se va 
a incrementar en el primer trimestre de 2018”
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que estamos en un momento de opor-
tunidad para desarrollar estas políticas 
desde la Administración para la propia 
Administración y la ciudadanía. Muchas 
veces somos la bisagra entre políticos y 
técnicos y ciudadanía. 

La creación de cultura y formación so-
bre Gobierno Abierto es una de nues-
tras grandes apuestas, por ejemplo, con 
el curso de formadores en Gobierno 
Abierto, para que a su vez estos, formen 
a otros servidores públicos. 

P: Relacionado con la pregunta ante-
rior, tiene la responsabilidad de liderar 
un equipo y un proyecto con objetivos 
claros, pero también tiene que reportar 
a la Secretaría de Estado y al ministro 
y recibir directrices ¿hasta qué punto 
cree que esto le puede exigir un gran 
ejercicio de equilibrio y cintura? ¿Tiene 
los	 recursos	 suficientes	 para	 cumplir	
con su labor?

Explicamos técnicamente lo que quere-
mos hacer a nuestros superiores y com-
pañeros. Pero, además creo firmemente, 
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“Tenemos mucha ilusión porque tenemos una enorme vocación de servi-
cio público y esto lo transmite todo el equipo”

portal de transparencia o la participa-
ción de los jóvenes. Este último se trata 
de diálogo estructurado entre los jóve-
nes, departamentos ministeriales y co-
munidades autónomas, para ver cómo 
se pueden mejorar las políticas públicas 
y fomentar la participación de los jóve-
nes en estas.

P: ¿Se está trabajando en alguna me-
jora del Portal de Transparencia de la 
AGE? ¿Nos la puede adelantar?

Se ha elaborado un primer documento 
de necesidades para mejorar el portal. 
En colaboración con otros departamen-
tos de la Administración. Y este docu-
mento derivará en un plan de mejoras 
tecnológicas y de contenido. Mejorando 
los espacios participativos, mejora del 
lenguaje, mejorar el derecho de acceso, 
etc. 

P: Acaba de llegar de la reunión del 
Open Government Partnership (OGP) 
celebrada en Buenos Aires,  ¿Qué va-
loración hace de la posición actual de 
España en relación con la hoja de ruta 
que establece el OGP? ¿Cuáles son las 
asignaturas pendientes para mejorar 
esa posición? ¿Qué experiencias ha 
visto en otros países que puedan tras-
ladarse a España?

En relación con los países latinoameri-
canos nos unen lazos y facilita la rela-
ción con estos países. Aunque nosotros 
tenemos un Estado y una administración 
más parecida a países europeos.

También salimos del Ministerio donde 
nos llaman para evangelizar en la me-
dida que podamos y lo vamos haciendo 
cada vez más miembros de la DG. 

Nuestra principal obsesión es cumplir 
los plazos del plan, y si en algunos ca-
sos, hay demoras las explicaremos. 

En este III Plan se está participando más. 
Esa puede ser la diferencia respecto a 
los planes anteriores. Esto deriva en una 
mayor cercanía y confianza con todos 
los agentes implicados. 

P: ¿Qué destacaría como un logro im-
portante fruto del trabajo desarrollado 
en su Dirección General? Y en el lado 
contrario de la balanza, ¿dónde cree 
que podría haberse mejorado? ¿Qué 
podría haberse hecho de otra manera 
o qué se quedó sin hacer?

De lo que estamos más orgullosos es de 
los dos compromisos más transversa-
les: la colaboración con las CC. AA, que 
están siendo muy colaboradoras, y con 
la sociedad civil. Este es el primer eje, 
la colaboración, como estamos crean-
do todo un entramado en el que poder 
seguir trabajando. Y el segundo eje, es 
el de educación en los colegios, se está 
terminando la guía para los colegios y 
formación. Estamos formando a la gen-
te, y esto es algo básico pero que nos 
va a permitir que la gente colabore más 
y aporte más ideas al gobierno abierto. 

También hay otros temas puntuales que 
podría destacar, como la mejora del 
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En política de Gobierno Abierto nos gusta el entusiasmo del latino y la metodología del 
europeo. La sensibilidad de los países latinos hacia minorías también, quiero destacar-
lo como algo que nos enriquece.

P: Entre los objetivos del III Plan de Gobierno Abierto está el de asegurar la coope-
ración interadministrativa entre los distintos niveles (AGE, CCAA, EELL). Más allá de 
la puesta en común de forma sistematizada, ¿se siente con la libertad para aprove-
char parte del camino recorrido ya por otros organismos? ¿Podemos creer que no 
existen cortapisas para aprovechar, por ejemplo, casos de éxito en CC.AA. o Ayun-
tamientos de distinto signo político?

Las políticas de gobierno abierto es un tema tan blanco, de consenso entre todos los 
implicados: administraciones, sociedad civil, sector privado… que la colaboración entre 
AAPP es sencilla. Nos está resultando muy fácil entender y comprender las iniciativas 
y políticas de otras Administraciones. Estamos hablando de una política transversal a 
todos y donde el acuerdo hacia donde ir es fácil de conseguir, con las peculiaridades 
de cada uno según la instancia territorial donde nos encontremos. 

P: Diversas organizaciones que trabajan por la transparencia de la sociedad civil de 
nuestro país están participando en el desarrollo del III Plan de Gobierno Abierto. 
¿Cómo valora el papel que están desempeñando? ¿Cómo son las relaciones entre 
éstas y la Administración en el marco del III Plan? ¿Se prevé desde su DG alguna ac-
tuación que afecte concretamente a ellas o en las que estas organizaciones tengan 
un papel de mayor protagonismo?

La sociedad civil nos aporta un conocimiento que desde la Administración muchas 
veces olvidamos. Empezando porque todos somos ciudadanos, encontramos en estas 
organizaciones un apoyo y una visión fundamental. Para nosotros es de lo más posi-
tivo del proceso del III plan de gobierno abierto. Además, ansiamos las críticas, si son 
constructivas sirven para apoyar y fundamentar los principios y la ejecución del III plan. 

P:  Rendición de cuentas de la DG. ¿Cómo?

Vamos a explicar lo que hemos cumplido. El espacio participativo web saldrá en ene-
ro. Falta determinar la fecha de cierre, pero será un espacio web donde se podrán 
estudiar y observar cómo va evolucionando el III Plan, es una medida de rendición de 
cuentas externa e interna. 

“Estamos en un momento de oportunidad para desarrollar estas políticas 
desde la Administración para la propia Administración y la ciudadanía”
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España es un ejemplo en reutilización, 
calidad y administración electrónica.  

P: ¿Qué valoración hace del proyec-
to de Reglamento de desarrollo de la 
Ley de Transparencia? Tanto desde la 
perspectiva del propio procedimiento 
y el retraso acumulado como desde 
la perspectiva de su contenido. ¿Cree 
que resuelve algunos de los puntos 
débiles de la Ley 19/13 (límites, articu-
lación DAIP, etc…)?

Hemos analizado las aportaciones rea-
lizadas. Y hemos debatido sobre la tra-
mitación del reglamento y la influencia 
en él de la Proposición de Ley de lucha 
contra la corrupción y protección de los 
denunciantes, en tramitación en el Con-
greso. 

P: ¿Se atreve a decir 3 administracio-
nes modelo en buenas prácticas, en 
transparencia en nuestro país? ¿Y en 
participación?

Hay muchas iniciativas. Destaco el pre-
mio que recientemente hemos dado a 
la Junta de Castilla y León por la inno-
vación, es un tema de Gobierno Abierto 
que hemos dado a la ciudadanía. Pero 
como digo, hay muchas. Yo creo que 
las administraciones públicas españo-
las hacen más de lo que se difunde y 
sale en medios. Cuando sales a Europa 
te das cuenta de lo bien que funciona 
nuestra administración electrónica, y de 
lo bien que se desarrollan muchísimas 
otras prácticas, y la pena es que no se 
comunica. 

“Nuestra principal obsesión es cumplir los plazos del plan 
y si en algunos casos hay demoras las explicaremos”
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“La sociedad civil nos aporta un conocimiento que desde la Administra-
ción muchas veces olvidamos”

MARÍA PÍA JUNQUERA TEMPRANO

Licenciada en Derecho por la Universidad Complutense de Madrid, pertenece al 
Cuerpo Superior de Administradores Civiles del Estado.

Directora General de Gobernanza Pública desde 2016, antes ha ostentado el car-
go de Directora General de Organización Administrativa y Procedimientos en el 
Ministerio de Hacienda Y Administraciones Públicas y ha sido vocal de la Comisión 
Transparencia y Buen Gobierno y subdirectora general de Coordinación Normativa 
y Relaciones Institucionales, en la Subsecretaría de Hacienda y Administraciones 
Públicas (2012-2014) de Economía y Hacienda (2004-2011) y de Economía (2004), 
entre otros cargos.
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Finalmente vamos a continuar la tramitación del reglamento, pero acompasando de 
la ley de lucha contra la corrupción en trámite. Aprovecharemos los tiempos para ir 
depurando y mejorando aspectos como el derecho de acceso, las obligaciones de los 
sujetos privados; en paralelo al trámite legal.  

P: Aunque ahora toque centrar todos los esfuerzos en el III Plan, ¿podría decirnos 
algunos retos que podrían caber en el IV Plan y que personalmente representen su 
apuesta de futuro?

Estamos viendo medidas e ideas para el futuro plan. Tenemos un “cuaderno” donde 
vamos apuntando futuras propuestas y medidas, pero es un cuaderno interno. No os 
lo vamos a enseñar. 
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Sociologo. 

Director de Relaciones Institucionales de Acreditra 
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La Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública (que usa el 
acrónimo GAIP) es el órgano independiente de garantía designado por el Parlamento 
catalán al cual se someten la Generalitat de Cataluña, las administraciones locales 
catalanas y los organismos administrativos y sector público dependientes de ambas, 
creado por la legislación de transparencia de Cataluña (arts. 39 y ss. de la Ley 19/2914, 
de 29 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobier-
no). 

A partir de la experiencia de los dos años y medio de funcionamiento de la GAIP,  sur-
gen las valoraciones y reflexiones que seguidamente expondré  -y que muy probable-
mente sean comunes en otros ámbitos territoriales- en relación con el ejercicio ciuda-
dano de este derecho en Cataluña, de una parte, y la respuesta que la Administración 
está ofreciendo, de otra.

EL EJERCICIO DEL DERECHO DE ACCESO

A la espera de que concluya la evaluación del año 2017, las cifras resultantes de la 
evaluación del 2016 realizada por el Sindic de Greuges de Cataluña (puede consultar-
se en http://www.sindic.cat/site/unitFiles/4584/Informe%20transparencia2017_cast_
ok.pdf) indican que Cataluña se mantiene, en lo que al ejercicio del derecho de acceso 
se refiere, en niveles de uso equiparables a países de mayor tradición en este ámbito. 
Un total de 9.126 solicitudes de acceso a las administraciones catalanas durante el 
2016, triplicando la cifra de 2015, lo cual supone una ratio de 122 solicitudes por cada 
100.000 habitantes mayores de 16 años (edad a partir de la cual es posible ejercer este 
derecho, conforme a la ley catalana). De ellas, 566 fueron objeto de reclamación ante 
la GAIP. 

Aunque las cifras no son malas, lo cierto es que el derecho de acceso aún es un dere-
cho ignorado por gran parte de la ciudadanía y, por ende, poco usado y de ahí la nece-
sidad de que los gobiernos incidan en su conocimiento e incorporación a su cartera de 
derechos civiles, mediante campañas institucionales y acciones diversas de difusión.  
En todo caso, la evolución del uso de este derecho -que en Cataluña se inicia en julio 
de 2015- indica un crecimiento progresivo en términos cuantitativos absolutos y tam-
bién -y más importante- una madurez creciente en su enfoque. Así, durante el 2015 y 
la primera mitad del 2016, las solicitudes de acceso en gran parte tenían como objeto 
conocer las retribuciones o dietas del personal directivo o eventual de las administra-
ciones. Ello es lógico, teniendo en cuenta que no es hasta el 1 de enero de 2016 que 
nace la obligación de difundirla en los portales de transparencia; pero es indiciario de 
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que éste era el mayor interés que la transparencia ofrecía en sus inicios para la ciu-
dadanía y también, dicho sea de paso, la mayor reticencia que las administraciones y 
sobre todo las personas afectadas mostraban ante ella  por un sentimiento de invasión 
en una esfera que consideraban privada y blindada por la legislación de protección de 
datos personales. 

Aún  hoy, en demasiadas ocasiones la GAIP debe recordar a quienes se relacionan con 
las administraciones que las exigencias de transparencia en la gestión de recursos 
públicos les alcanzan en tanto que destinatarios o beneficiarios de ellos, ya sea como 
trabajadores, contratistas, concesionarios o beneficiarios de subvenciones o ayudas, y 
que si la información resulta relevante para la finalidad de la transparencia,  el interés 
público en permitir el control ciudadano de dichos recursos es prevalente sobre su 
derecho a proteger unos datos ciertamente personales, pero no del ámbito privado, y 
menos aún íntimo. Ello sin olvidar que la finalidad de la transparencia no es el control 
de las personas sino el control de las administraciones, y por tanto, la injerencia o el 
daño sobre la esfera personal debe acotarse y restringirse a aquellos datos necesarios, 
adecuados y proporcionados para el control de la acción pública.

En el último año, como decía, se ha superado el interés por las retribuciones y se cons-
tata una evolución hacia peticiones cada vez más complejas de información sobre 
políticas públicas con impacto directo en la calidad de vida de los ciudadanos (licen-
cias de actividades, urbanismo, prestación de servicios públicos como la enseñanza, 
la seguridad,  la salud o el abastecimiento del agua, la protección de animales,  y 
un largo y variado etcétera), así como la presencia,  aunque todavía tímida, de perio-
distas de investigación que ven en este procedimiento de reclamación una  garantía 
del acceso a la información más ágil y antiformalista -y en cualquier caso comple-
mentaria- de la via de amparo de su derecho fundamental, y que han conseguido 
con el amparo de la GAIP acceder a información sobre el resultado de las inspección 
sanitarias de bares y restaurantes (http://www.gaip.cat/web/.content/pdf/Resolu-
cions_2016-pdf/20160928_Reclamacio-estimacio-119_2016_ES.pdf), la concesión de 
créditos oficiales  (http://www.gaip.cat/es/detall/normativa/2017-0241), la compra de 
armamento para la  policía (http://www.gaip.cat/es/detall/normativa/2017-0100) o el 
ejercicio de la actividad sancionadora de la Administración en ámbitos como la pobre-
za energética (http://www.gaip.cat/es/detall/normativa/2017-0087) o el medio am-
biente (http://www.gaip.cat/es/detall/normativa/2017-0325), entre otras. En relación 
con esta última, debo señalar que la GAIP, a diferencia de otros órganos de garantía, 
admite a trámite reclamaciones por denegación de acceso a información medioam-
biental, considerando que la aplicación de su régimen legal específico (el regulado 
en la Ley 27/2006, de 18 de julio, por el cual se regulan los derechos de acceso a la 
información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio am-
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biente)  no excluye la aplicación subsidiaria de la legislación de transparencia en lo no 
previsto por aquella, singularmente la vía de reclamación ante un órgano de garantía 
específico e independiente de la administración, conforme a la supletoriedad estable-
cida expresamente por la propia legislación de transparencia (tanto la básica como la 
catalana) en su Disposición Adicional Primera . Véase argumentado más extensamen-
te, entre otras, en la Resolución 325/2017, de 22 de septiembre (http://www.gaip.cat/
es/detall/normativa/2017-0325).  

LA RESPUESTA DE LAS ADMINISTRACIONES OBLIGADAS

Las administraciones se han adaptado de forma dispar a las nuevas obligaciones de-
rivadas de la legislación de transparencia y acceso a la información, en general, en 
un grado tanto más decreciente cuanto menor es el tamaño de la administración, por 
razones a buen seguro relacionadas con sus limitaciones organizativas.  

Las deficiencias más significativas en la respuesta a las solicitudes de acceso a la in-
formación, que se constatan a partir de la evaluación del 2016 antes mencionada y de 
la propia actividad de la GAIP son las siguientes:

1. El silencio administrativo es alarmantemente frecuente. Aunque desciende de 
manera significativa en relación con el 2015, lo cierto es que en el 2016 se man-
tiene aún en una media que ronda el 50%. Es un dato que aparece estrechamente 
ligado al tamaño de la administración, de forma que el silencio parece ser casi una 
regla en los municipios pequeños. Aun considerando el escenario de precariedad 
en que las administraciones públicas han tenido que afrontar las obligaciones de-
rivadas de la legislación de transparencia, no es admisible que dos años después 
no estén en condiciones todavía de garantizar una adecuada atención de este de-
recho. El silencio es una patología que lesiona gravemente el derecho de acceso 
de los ciudadanos, incluso si es presuntamente estimatorio como en el caso de la 
legislación catalana, puesto que, al tratarse de un derecho de carácter prestacio-
nal, la estimación presunta no satisface el verdadero objetivo de la acción, que es 
acceder materialmente a la información, con el prejuicio añadido de generar inde-
fensión al no comunicarse al ciudadano las vías de reclamación y recurso posibles. 

2. Las solicitudes de acceso, especialmente las dirigidas a las administraciones loca-
les, se resuelven mayoritariamente fuera de plazo. La evaluación correspondiente 
al ejercicio de 2016 indica que sólo una de cada tres solicitudes se resolvió dentro 
de plazo, y ni siquiera en los Ayuntamientos de más de 50.000 habitantes se llega 
a la cifra del 50% de resoluciones dentro del plazo.  

3. En cuanto a las resoluciones desestimatorias, suelen adolecer en su gran mayoría 
de una adecuada	justificación de la ponderación realizada y de la aplicación del 
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límite al caso concreto. Con demasiada frecuencia, las administraciones simple-
mente invocan dicho límite. Es necesario que tomen conciencia de que la relación 
de límites al acceso enunciados por la ley no constituye una lista de materias que 
se excluyen del acceso a la información, sino la enumeración de los bienes jurídi-
cos cuya protección, debidamente ponderada en cada caso, podría (o no) limitar 
el derecho de acceso sólo en aquella parte estrictamente necesaria para su pre-
servación. No basta, pues, con que una información esté relacionada, por ejemplo, 
con la seguridad pública para excluirla del acceso, sino que se requiere que quien 
invoca el límite justifique razonadamente y explícitamente en la resolución que del 
acceso que se solicita se deriva directamente un perjuicio cierto para la seguridad 
pública, como bien jurídico merecedor de mejor protección que el derecho de ac-
ceso, y que la limitación al acceso que en consecuencia se resuelve aplicar es la 
mínima y estrictamente necesaria para preservarla. 

4. La protección de datos personales es el límite invocado en casi tres cuartas par-
tes de las resoluciones desestimatorias contra las que se ha presentado reclama-
ción.  En la inmensa mayoría de los casos, la administración simplemente ha justi-
ficado la desestimación en la sola presencia de datos personales, o en que no se 
ha producido el consentimiento la persona afectada. Ante todo, debe recordarse 
que el consentimiento sólo se requiere en caso de datos especialmente protegi-
dos, mientras que en relación con el resto de datos personales corresponde a la 
administración ponderar, aplicando los criterios establecidos por la legislación de 
transparencia y el principio de calidad de datos, si debe prevalecer el acceso a la 
información. Debería llevar a una reflexión el hecho de que en  más de un 80%, 
estas reclamaciones se hayan resuelto por  la GAIP revocando el criterio de la ad-
ministración y estimando el derecho de acceso, totalmente o parcialmente,  y que 
ello cuente con la conformidad de la autoridad de protección de datos personales 
de Cataluña, la APDCAT, manifestado en el informe casuístico que, según lo previs-
to por la legislación catalana, emite preceptivamente en el marco de la tramitación 
de una reclamación cuando la desestimación del acceso se ha fundamentado en 
la protección de datos personales. 

5. Finalmente, debe constatarse que el sector público está lejos de equipararse a 
las administraciones en el cumplimiento de las obligaciones que derivan de la ley 
de transparencia. Está poco implicado, cuando no parece sentirse ajeno, al nuevo 
escenario de transparencia y suele tratar  las obligaciones de  información como 
una injerencia injustificada por considerar que no forma parte de la administración 
pura y dura y que su organización se mueve por parámetros de corte empresarial. 
Es urgente que el sector público tome consciencia de que, teniendo en cuenta que 
administra un montante muy significativo de recursos económicos, en su mayor 
parte públicos, y que su actividad incide directamente en la calidad de servicios 
públicos, debe someterse sin reticencias al control ciudadano y, para ello, facilitar 
el acceso a la información relativa a su organización, actividad y gestión. 
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En el anverso de estas deficiencias que achaco a las administraciones catalanas (y 
que sospecho que no serán muy distintas de las que puedan detectarse en otros te-
rritorios), debo y quiero reconocer y poner en valor el acierto que han tenido al coor-
dinarse en un modelo de desarrollo de soluciones tecnológicas relacionadas con la 
transparencia y el acceso a la información únicas a escala supraprovincial, a través del 
Consorcio de Administración Abierta de Cataluña (CAOC), ente instrumental encarga-
do de facilitar soluciones de administración electrónica interoperables para todos los 
niveles de administración. Fruto de ello es que, desde el mismo momento de entrada 
en vigor de la Ley de transparencia en Cataluña, los Ayuntamientos dispusieron gra-
tuitamente de una solución tecnológica para publicar su portal de transparencia, que 
podía integrar asimismo una sede electrónica de trámites y un portal de datos abiertos. 
Como consecuencia, el grado de implantación de portales de transparencia en Cata-
luña es total entre las Administraciones Públicas, habiendo adoptado 9 de cada 10 la 
solución del CAOC y casi la mitad de sus contenidos son proveídos igualmente por 
este Consorcio, a partir de la información que los Ayuntamientos presentan a la Gene-
ralitat y Diputaciones. Igualmente destacable es  el desarrollo de un mecanismo soft 
de identificación digital interoperable (Idcat.sms)  que permite el alta no-presencial de 
los usuarios y la firma de los trámites y servicios electrónicos de la Generalitat y de 
los Ayuntamientos, entre los cuales las solicitudes de acceso a información pública, a 
través del uso de contraseñas en el teléfono móvil, superando así  las dificultades que 
presentan otros sistemas de firma digital exigidos para la formulación de solicitudes 
de información.  

Este modelo de colaboración interadministrativa resulta muy recomendable puesto 
que permite escalar el desarrollo de soluciones tecnológicas únicas para todos los 
niveles de administración, de forma que se generan eficiencias en la inversión de re-
cursos públicos y, sobre todo, se garantiza que las administraciones más pequeñas 
dispongan -para el cumplimiento de las obligaciones que derivan de la ley de trans-
parencia y para la implantación de la administración electrónica, en general-  de las 
mismas herramientas que las que más dotadas. 

Concluyo este balance haciendo hincapié en la necesidad de que las administracio-
nes se organicen internamente para el cumplimiento de sus obligaciones en materia 
de acceso a la información y la superación de las deficiencias antes señaladas. La 
voluntad de transparencia, la sensibilidad y la mentalidad abierta a este nuevo esce-
nario, que sin excepción se atribuyen los directivos y gestores públicos, no bastan. Es 
necesario que las administraciones planifiquen y adopten medidas organizativas es-
pecíficas, creando unidades de información, estableciendo circuitos internos ágiles de 
información, y practicando una correcta gestión documental. Aun en condiciones de 
escasez de personal,  debe procurarse una dotación de personal suficiente a la aten-
ción de este derecho. Demasiado frecuentemente aún, las administraciones preten-
den justificar su incapacidad para atender las solicitudes de información en la necesi-
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dad de que su personal se ocupe de gestionar los servicios públicos básicos. Pero lo 
cierto es que los gestores de las administraciones deben ser capaces de organizarse 
para cumplir con todas sus obligaciones legales, y las derivadas de la transparencia 
no son menores ni secundarias. La información no es un lujo que deba atenderse a la 
cola de otros servicios públicos; es un  servicio público más, tan básico como cualquier 
otro, y especialmente relevante para la recuperación de la maltrecha confianza en los 
poderes públicos.
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Primera.- Los defensores del pueblo consideran que las defensorías son institucio-
nes garantistas generalistas concebidas para la protección de todos los derechos, in-
cluidos el derecho a una buena administración, a la participación de la ciudadanía en 
los asuntos públicos y a su prerrequisito, el acceso a la información pública. Por este 
motivo, constituyen instituciones idóneas e imprescindibles para asumir y ejercer las 
funciones de control de la eficacia de estos derechos, así como de promoción y divul-
gación de la cultura de la transparencia.

Segunda.- España debe ratificar el Convenio del Consejo de Europa sobre el Acceso a 
los Documentos Públicos de 2009.

Resulta urgente la aprobación del Reglamento de desarrollo de la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, al 
amparo de lo dispuesto en su disposición final séptima.

Tercera.- El derecho de acceso a la información pública debe ser reconocido como 
un  derecho fundamental  y, en todo caso, como un derecho autónomo dotado de una 
protección jurídica efectiva y adecuada a través de medios e instrumentos rápidos, 
ágiles y eficaces.

Cuarta.- La amplitud e indeterminación de los límites al derecho de acceso y de las 
causas de inadmisión de las solicitudes recogidas legalmente pueden suponer un 
riesgo para la efectividad de aquel, por lo que es necesaria una reducción o, cuando 
menos, una mayor concreción de unos y otras. En todo caso, su interpretación debe 
ser siempre restrictiva.

Quinta.- Las entidades privadas prestadoras de servicios de interés general y los con-
cesionarios de servicios públicos deberían quedar sujetos a la normativa de transpa-
rencia en todo aquello que sea relevante para la prestación del servicio. Esta infor-
mación no solo debe proporcionarse de forma indirecta, previo requerimiento de la 
Administración en la forma prevista en el art. 4 de la Ley 19/2013, sino también directa-
mente por la propia entidad privada a través de la publicidad activa y de la resolución 
de las solicitudes de acceso a la información que reciban relativas al servicio prestado.

Sexta.- Con la finalidad de reforzar el derecho de acceso a la información de los ciu-
dadanos, se considera que el silencio administrativo en su ejercicio ante la Adminis-
tración debería ser siempre positivo, aun con las limitaciones que ello tiene ante una 
inactividad material.
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Séptima.- La disposición adicional primera de la Ley estatal de transparencia está ge-
nerando mucha confusión en su aplicación. Consideramos que esta disposición debe-
ría modificarse para que esta Ley se aplique no solo de forma supletoria, sino plena, en 
todas aquellas materias y procedimientos que tengan una normativa específica de ac-
ceso a la información pública, salvo que esta resulte más favorable para el ciudadano.

Octava.- El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y el resto de instituciones au-
tonómicas  de nueva creación con competencia para resolver las reclamaciones en 
materia de acceso a la información pública deben tener la facultad de imponer multas 
coercitivas para lograr el cumplimiento efectivo de sus resoluciones por parte de la 
Administración.

Novena.- La Ley estatal de transparencia no ha modificado la Ley reguladora de la 
jurisdicción  contencioso-administrativa.  Es  necesario  que  se  reforme  cuanto  antes  
esta última Ley, considerando la larga duración de los procedimientos y lo elevado 
de sus costes (tasa para personas jurídicas, abogado, procurador y posible condena 
en costas si se pierde el litigio), incluso en el procedimiento especial de protección de 
derechos fundamentales cuando es ejercido por cargos electos.

Décima.- Los defensores del pueblo pueden intervenir siempre para intentar lograr 
el cumplimiento efectivo por parte de la Administración pública de las resoluciones 
estimatorias de las reclamaciones dictadas por las instituciones u órganos administra-
tivos de control de la transparencia. También pueden intervenir, en las comunidades 
autónomas en las que el silencio es positivo, para procurar que las administraciones 
cumplan las resoluciones estimatorias presuntas de acceso a la información.

Decimoprimera.- Los defensores del pueblo no están vinculados por los criterios de 
interpretación de las leyes de transparencia fijados o aprobados con carácter general 
por estas instituciones u órganos administrativos de control.

Decimosegunda.- Las instituciones u órganos administrativos de control de transpa-
rencia están obligados a colaborar con los defensores del pueblo y a facilitar toda la 
información requerida, así como a comunicar sus resoluciones al defensor del pueblo 
correspondiente cuando así se prevea.

Decimotercera.- Los defensores del pueblo conocerán de las quejas o reclamaciones 
presentadas por el mal funcionamiento de las instituciones u órganos administrativos 
de control de la transparencia y, en su caso, de las recibidas en relación con las reso-
luciones adoptadas por estas.

Decimocuarta.- También el control de la publicidad activa debe ser un objetivo de la 
intervención supervisora de las defensorías en el ámbito de la transparencia, tratando 
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de garantizar no solo que se publique la información exigida por la normativa, sino 
también que esta publicación responda a las características previstas en las leyes, 
entre las que se encuentra su carácter reutilizable y accesible para las personas con 
discapacidad.

Por su parte, todas las instituciones u órganos administrativos de control deben tener 
reconocidas competencias específicas para actuar, de oficio o previa denuncia, ante 
cualquier incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa; este incumplimien-
to debe estar tipificado como infracción y aquellos organismos de control deben en-
contrarse facultados para la tramitación e imposición de sanciones.

Decimoquinta.- Es necesario establecer un marco legal básico de las relaciones de 
los  grupos  de interés con  los  diferentes  niveles de la Administración, garantizando 
un desarrollo normalizado de las mismas, así como su conocimiento por la ciudanía.
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EL CONTEXTO: TERRITORIOS INTELIGENTES, GESTIÓN PÚBLICA AVANZA-
DA Y BUEN GOBIERNO

En un mundo global, crecientemente competitivo y con importantísimos retos, la cons-
trucción de territorios inteligentes se está revelando como una prioridad. No me refiero 
exclusivamente a un concepto de “territorio inteligente” vinculado a la tecnología o a la 
conectividad digital, sino a aquel territorio que es capaz de diseñar y poner en marcha 
dinámicas de desarrollo sostenible en materia económica, social y medioambiental, 
trabajando para mejorar la realidad actual, pero también teniendo en cuenta las ten-
dencias y desafíos de largo plazo.

En esta concepción del territorio inteligente, además de los activos materiales (recur-
sos naturales, situación geográfica, conectividad,…), cobran un creciente protagonismo 
los elementos intangibles de carácter social, cultural y político, entre los cuales desta-
can las dinámicas de colaboración. Nos encontramos, pues, ante la necesidad de di-
señar y dinamizar proyectos colectivos que involucren al mismo tiempo a instituciones 
públicas, empresas, sociedad civil y ciudadanía.

De este nuevo contexto, se deriva también la necesidad de aplicar una gestión avan-
zada (excelente) en todos los ámbitos de la gestión pública, desde el ámbito más es-
tratégico hasta el más operativo, y de que esta gestión se sustente en los principios 
del buen gobierno. 
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LA RENDICIÓN DE CUENTAS, UN ACTIVO FUNDAMENTAL PARA GENE-
RAR CONFIANZA

Una de las claves de éxito de estos proyectos colectivos en clave de sociedades o te-
rritorios inteligentes es la de la confianza, algo que debe ser generado desde la actua-
ción responsable y transparente de todos los stakeholders implicados, pero en lo cual 
las instituciones tienen un papel central. Es por ello por lo que elementos del gobierno 
abierto como la participación, la transparencia y la colaboración están adquiriendo un 
protagonismo cada vez mayor en la agenda de nuestras instituciones.

Cobra aquí una nueva relevancia, más allá de la transparencia que debe ser inherente 
al conjunto de la gestión pública, el concepto de “rendición de cuentas”, que incorpora 
dos elementos claves vinculados a la misma: el compromiso transparente y la evalua-
ción transparente.

Existen diferentes instrumentos que alimentan este concepto de rendición de cuentas. 
A nivel estratégico, los planes de gobierno o de mandato, concebidos como el docu-
mento público que recoge los objetivos que un equipo de gobierno se compromete a 
alcanzar durante el mandato, están comenzando a ser una realidad a nivel autonómico 
y también a nivel local, especialmente en las diputaciones y municipios de mayor di-
mensión. Su carácter de instrumento al servicio de la rendición de cuentas exige una 
evaluación pública de los resultados obtenidos, que debe efectuarse al menos al final 
del mandato, aunque es recomendable que esta evaluación tenga un carácter anual, 
para ir así informando del progreso en la consecución de los objetivos fijados.

A nivel más operativo, un instrumento que ya cuenta con una larga trayectoria, aunque 
no siempre con el grado de implantación deseable, son las Cartas de Servicio, una 
herramienta a través de la cual las administraciones públicas informan a la ciudadanía 
sobre los servicios que tienen encomendados, sobre los derechos -y también sobre 
las obligaciones- que les asisten en relación con aquellos, y sobre los compromisos de 
calidad que la entidad se obliga a alcanzar en su prestación. 

ALGUNAS CLAVES PARA DISEÑAR Y GESTIONAR CARTAS DE SERVICIO EN 
EL CONTEXTO DE LA APUESTA POR LA TRANSPARENCIA Y LA RENDICIÓN 
DE CUENTAS

La utilidad de las Cartas de Servicio se basa en que permiten a las personas usuarias 
comparar los compromisos definidos para el servicio con lo que realmente reciben. 
Además, promueven la mejora continua de la calidad del servicio y hacen visible la 
responsabilidad de la institución con respecto a la satisfacción de las personas usua-
rias.
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A pesar de su utilidad, se trata todavía de un instrumento no siempre suficientemen-
te implantado en nuestras administraciones, si bien es cierto que alguna normativa 
autonómica lo promueve de forma específica, como es el caso de la Ley 2/2016 de 
Instituciones Locales de Euskadi, que establece la obligatoriedad de aprobar cartas 
de servicios en los municipios con población superior a 20.000 habitantes, así como la 
de establecer sistemas de certificación, acreditación o evaluación que se integren en 
las mismas.

A la hora de planificar la elaboración de cartas de servicio es importante tener en cuen-
ta algunos criterios básicos. El primero sería el de establecer un número reducido de 
dimensiones de calidad, haciendo especial énfasis en aquellos aspectos que más se 
han resaltado en el proceso de detección de las necesidades o expectativas ciudada-
nas. En el mismo sentido, los requisitos que deben cumplir los estándares de calidad 
deben ser realistas y alcanzables, ser generados y asumidos por los equipos técnicos, 
ser específicos y controlables por la organización, y ser definidos de forma clara, faci-
litando su medición posterior.

Por supuesto, dentro de este concepto de rendición de cuentas, es absolutamente 
imprescindible realizar una medición periódica pública -normalmente anual- del cum-
plimiento de los compromisos establecidos en las Cartas de Servicio, cuestión que no 
siempre es cumplida de forma suficiente.

UN PASO MÁS. CARTAS DE SERVICIO DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA

En esta dinámica de avance progresivo en la rendición de cuentas, una buena prác-
tica a considerar por nuestras instituciones debería ser la de la creación de cartas de 
servicio de transparencia y acceso a la información pública, entendiendo que la trans-
parencia, además de un principio transversal de buen gobierno, es también un área de 
gestión y un servicio que debe ofrecerse a la ciudadanía.

Algunos de los aspectos de gestión sobre los cuales podría fijar compromisos una 
Carta de Servicio de transparencia y acceso a la información pública podrían ser:

• Plazos de respuesta a las solicitudes de acceso a la información pública.
• Plazos de requerimiento para subsanar insuficiencias o concretar la información 

solicitada.
• Grado de satisfacción con las respuestas en las solicitudes de acceso a la informa-

ción pública.
• Grado de satisfacción con los contenidos de publicidad activa ofrecidos en el por-

tal de transparencia.
• Elaboración de un informe o memoria anual de la transparencia que recoja infor-
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mación cuantitativa y cualitativa sobre las actividades de transparencia desarrolla-
das por la entidad.

La creación de ese tipo de cartas de servicio, junto con su publicación y difusión con 
medios atractivos -un ejemplo de buena práctica en este sentido serían los videos in-
formativos con los que el Ayuntamiento de Madrid acompaña a muchas de sus cartas 
de servicio- y, por supuesto, junto con la evaluación transparente de su cumplimiento, 
puede representar sin duda un avance hacia la gestión pública excelente y hacia la 
generación de una mayor confianza de la ciudadanía en sus instituciones.
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RESUMEN

Los portales de transparencia son el elemento sobre el que pivota el modelo de ren-
dición de cuentas en España. Sin embargo, pese a la universalización de su existencia, 
ésta no se ha visto acompañada por un uso generalizado de los mismos. El siguiente 
artículo trata de consolidar las conclusiones de dos años de investigación sobre datos 
reales de uso de los portales para saber qué elementos posibilitan un mayor uso de 
los mismos y poder tomar decisiones para promover su uso. 

Si hay una visión dominante en la Ley de Transparencia en España es precisamente 
la importancia de los portales. La unión lógica e intuitiva de los sitios web como ele-
mentos de consumo de información y medio de interacción con la naturaleza de la 
ley preveía un matrimonio lógico. Si queremos una ley que busca informar y facilitar 
la consulta, centrarnos en el medio que permite precisamente eso de manera más 
rápida y clara es la opción óptima.

Sin embargo, desde que la ley empezó, mi sensación como estudioso, ciudadano y 
analista, así como la de muchas personas del sector público y privado con las que ha-
blo, es que de lo que se esperaba lograr con la Ley a lo que pasa con la transparen-
cia hay una diferencia sustancial. Es decir, hay portales, muchos portales, pero su uso 
es irregular: algunos se usan más, otros menos y otros nada. Hay portales más bonitos 
y otros menos bonitos y otros inmanejables. Existen diversos organismos, como Trans-
parencia Internacional, que evalúan conjuntamente este binomio portal-transparencia 
indicando que el contenido y articulación del primero corresponden con un mayor 
éxito en la segunda.

Desde mi punto de vista, estos enfoques, siendo útiles, tienen una limitación: pen-
samos que, en términos digitales, la Transparencia tiene como límite el portal. Es 
decir, consideramos que la transparencia es mayor o menor conforme más transpa-
rente sea el portal. No obstante, creo que estos elementos se centran mucho en la 
oferta de la transparencia y no en la demanda. Es por eso que, cuando encontramos 
cifras	sobre	el	consumo	de	estos	portales	en	un	volumen	a	priori	ínfimo,	acabemos	
preguntándonos qué es lo que se hace mal. Esta cuestión es la que de verdad me 
llevó desde hace unos años a estudiar cómo se usan los portales: cuándo podemos 
considerar que un portal se usa mucho o poco, y cómo podemos saber si ese uso se 
debe al portal y no a la demanda. A fin de cuentas, si propongo vender helados en el 
Polo Norte, por buenos que sean, no voy a encontrar público dispuesto a comprarlos.
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Pues bien, con estas dudas empecé hace un par de años a estudiar el uso de los por-
tales de transparencia con los datos que estos me podían facilitar. En términos gene-
rales, la pobreza de la mayoría de estos datos hace arriesgado sacar una “teoría ge-
neral de los portales de transparencia” pero sí hay elementos para hacer una serie de 
suposiciones	sobre	qué	influye	en	su	uso	real. En este modelo el diseño y contenido 
de los portales son	solo	elementos	definitorios	en	una	parte	menor	de	la	ecuación.

Ilustración 1 Correlación entre puntuación ITA y derecho de acceso en portales de Transparencia  en Grandes Ciudades. 

Fuente Publilitica.es

Para ello vamos a distinguir dos elementos que no siempre aislamos en ese consumo 
de los portales: el consumo de la información publicada (que se mide por visitas, do-
cumentos descargados o fidelización del público las pocas veces que tenemos estos 
datos) y el derecho de acceso (que medimos no tanto por el número de consultas 
como por la proporción de visitantes que realizan estas consultas).

DIMENSIONES EXTERNAS A LAS ORGANIZACIONES. 

Hay, al menos, dos elementos externos fundamentales que hemos detectado en 
el uso de los portales de transparencia. Es decir, son grandes bloques que parecen 
tener una relación directa con un mayor uso de estos recursos.

Entendemos que el uso de los portales depende de esa demanda. El primer pilar para 
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ello está en el interés por la información pública. Entendemos que hay unas comu-
nidades políticas más abiertas a preguntar y otras que tienen un menor interés por 
los detalles de la gestión pública. Este sería el primer elemento a tener en cuenta: la 
cultura de la rendición de cuentas. Si no existe una tradición, mecanismos, o actores 
que normalicen esta rendición de cuentas, el portal tendrá una demanda menor, 
más allá de la facilidad de diseño o tramitación que pueda ofrecer. 

Ilustración 2 Uso de los portales en función de la composición y estabilidad del gobierno local. Fuente Publiítica.

Un segundo pilar, muy similar, pero con una fuerza contraria, es la estabilidad política. 
Presuponemos que las entidades que tienen una mayor inestabilidad política facilita 
que se usen estos mecanismos. No nos metemos en si la finalidad de dicho uso sea 
legítima o no, sino que	los	actores	políticos	y	sociales	que	participan	en	el	conflicto	
político buscarán un uso mayor de oportunidad para generar ventanas de oportuni-
dad. Es por ello que podemos observar que portales municipales bastante usables de 
gobiernos en mayoría tienen un uso menor que otras páginas de gobierno en minoría 
con entornos menos manejables. 

DIMENSIONES INTERNAS DEL USO DE LOS PORTALES DE TRANSPAREN-
CIA. 

Del mismo modo que hay elementos externos al consumo, hay elementos internos a 
la organización y a su estructura de transparencia que inciden en su uso.

En primer lugar, está la creación de un producto en torno a la transparencia. Esto in-
cluye la definición de un portal de transparencia con entidad propia que permite orga-
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nizar la información e interactuar de manera más directa con el público. Sin embargo, 
tenemos	que	considerar	que	ese	uso	no	significa	directamente	un	mayor	volumen	
de ejercicios del derecho de acceso. Es decir, cuando un portal es fácil, usable, claro 
y la documentación aparece sencillamente, hay un mayor uso, pero es menos proba-
ble que haya solicitudes de derecho de acceso.

En segundo lugar, está la promoción activa de la transparencia. Cuando una organi-
zación promueve la transparencia (y, por lo tanto, el portal), el consumo experimenta 
un crecimiento más sostenido y estable. En los casos en los que observamos portales 
en los que hay menos recursos invertidos y que, suponemos, la acción de promo-
ción del mismo es menor, pueden tener un consumo general más alto, pero someti-
do a picos de tensión generados por esos actores externos de los que hablábamos 
antes. Un portal de transparencia que no lidera su comunicación es un portal a merced 
de sus agentes externos, para bien o para mal. 
 

LA COMUNICACIÓN BIDIRECCIONAL COMO ELEMENTO EXPLICATIVO. 

Con estos elementos nos plantamos con la idea de averiguar cómo podemos saber 
si hay una interacción entre comunidad y organismo público y que haya un conteni-
do. Para ello preguntamos a las instituciones consultadas (ayuntamientos con más de 
250.000 habitantes) sobre el uso de las redes sociales.

Cuando pudimos recopilar y regenerar datos (muchos de los cuales no se facilitaron) 
encontramos un elemento muy interesante: la correlación entre el derecho de acce-
so a la información y el volumen de seguidores en Twitter de dichas instituciones 
tenían una correlación casi perfecta. 

Ilustración 3 Correlación entre Redes Sociales, población y uso de los portales de transparencia. Fuente Publilítica
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Esto no indica causalidad, pero si interpretamos que las características de la red so-
cial de microblogging es un elemento explicativo que abarca casi todo lo que hemos 
tratado: 

•	 Interés sobre el contenido que ofrecen
• Una política activa de comunicación que genera un número alto de seguidores
• Una mayor bidireccionalidad comunicativa que otros medios, lo que podría refle-

jar una mayor cultura de la rendición de cuentas y que usa redes digitales para ello. 
• Refleja una comunidad	política	de	manera	más	fiel	que otras redes con un conte-

nido más lúdico, como Facebook.

Es decir, un portal de transparencia no funciona mejor porque su organización tenga 
más seguidores en Twitter, pero, si los tiene, muy posiblemente englobe las con-
diciones que facilitan un mayor uso del portal, especialmente en lo que respecta al 
derecho de acceso. 

DISTORSIONES Y NUEVAS INCÓGNITAS. 

Sin embargo, dentro de este modelo, tenemos que considerar que hay elementos de 
distorsión propios de un fenómeno complejo. 

Por un lado, hay que considerar elementos individuales en el uso de los portales. 
El cálculo de coste-beneficio tiene un efecto posiblemente importante para entender 
un alto volumen de preguntas y desestimaciones. La falta de definición o claridad (o 
directamente, la facilidad en algunos casos de hacer preguntas) hace que muchas 
personas hagan uso para un objeto diferente al suyo (estado de un trámite personal, 
por ejemplo). Esto obligaría a mejorar la comunicación de qué aspectos excluye la ley, 
y, muy especialmente, un equilibrio entre un mecanismo fácil de derecho de acceso, 
pero no tan sencillo como para hacer más fácil preguntar que leer. 

En segundo lugar, hay que considerar que, dentro de todo esto, las grandes magni-
tudes de uso de portales de transparencia y derecho de acceso, no muestran va-
riaciones relevantes en términos comparativos. Es decir, dentro de que las hay, nos 
movemos en cifras siempre similares. Sin embargo, hasta la fecha hemos trabajado 
Administraciones Generales (AGE, CCAA y local) con gran variedad de asuntos, difícil-
mente identificables y con una población muy heterogénea. Habría que realizar estu-
dios sobre entidades con un servicio más identificable y población más homogénea 
para ensanchar el modelo a variables endógenas de la organización o de las personas. 
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España emprendió en 2011, a través de su incorporación al OGP (Open Government 
Partnership),  un proceso pautado para la apertura del gobierno. El concepto de go-
bierno abierto se corresponde con un modelo de gestión basado en la interacción 
multidireccional entre gobernantes, administraciones y sociedad civil, en la que la so-
ciedad participa de forma activa en las sucesivas fases del ciclo de vida de las políticas 
públicas.

El OGP es una alianza que proporciona directrices para facilitar la transición hacia mo-
delos de gobierno abierto a través de la asunción de compromisos específicos por 
parte de los países integrados (69 en la actualidad) y realiza evaluaciones indepen-
dientes del cumplimiento y avance de los mismos.

A partir del impulso del OGP, España ha elaborado ya tres planes de acción para el 
gobierno abierto. El objetivo de este artículo es identificar los principales hitos de este 
proceso y valorar el grado de avance desde una perspectiva crítica.

El primer plan (año 2012. Contexto de crisis económica y de legitimidad democrática) 
tenía entre sus objetivos principales el incremento de la integridad y la transparen-
cia, la mejora de la gestión de los recursos públicos y de su eficacia. En el marco del 
plan se definieron elementos que cristalizaron posteriormente en la Ley 19/2013 de 
Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno; la Ley 2/2012 de Es-
tabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; y la reforma de la Ley General de 
Subvenciones (RDL 7/2013, que posteriormente fue anulada en 2016 por el Tribunal 
Constitucional).

El segundo plan (año 2014. En el mismo contexto de crisis que el primer plan, que 
exigía medidas concretas dirigidas a la regeneración democrática y a la lucha contra 
la corrupción) se concentró en la creación y mejora de herramientas que facilitasen el 
derecho de acceso a la información pública y la calidad de la información y los datos 
públicos. En concreto, se creó el Portal estatal de Transparencia y se realizaron mejoras 
para la accesibilidad y la calidad de la información en materia de archivos nacionales, 
recursos educativos abiertos, sanidad (acceso a micro datos), justicia (portal de admi-
nistración), información geográfica, o reutilización de datos del sector público.

Para realizar una valoración de los dos primeros planes deben tenerse en cuenta dos 
aspectos clave: en primer lugar, la situación de partida estaba muy lejos del objetivo, 
lo cual implica que cualquier avance en la materia resulte muy significativo. En segun-
do lugar, las posibilidades que ofrece la tecnología en el ámbito de la interacción con 
la ciudadanía y el tratamiento de la información disponible son amplísimas y tienen, 
igualmente, un efecto multiplicador del grado de avance.
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Una vez rebajada la euforia, es necesario reconocer que se ha producido un avance 
muy significativo en el proceso hacia un modelo de gobierno abierto entre 2012 y 2016. 
Y cabe también afirmar que este avance es coherente con una hoja de ruta a largo pla-
zo, en tanto los primeros pasos se han concentrado en asentar las estructuras sobre 
las que posteriormente se pueda profundizar en el modelo.

Desde una perspectiva crítica, es importante tener en cuenta que los planes I y II se 
definieron y ejecutaron de forma autónoma por parte del Gobierno (AGE), sin la parti-
cipación de la sociedad civil (todo para el pueblo pero sin…), y que tampoco se tuvo en 
cuenta a los partidos políticos con representación parlamentaria.

Estas dos cuestiones, entre otras, fueron puestas de manifiesto en la evaluación del 
segundo plan realizada por el Mecanismo de Revisión Independiente del OGP, con la 
recomendación de que fueran incorporadas en el tercer plan de acción. Como veremos 
a continuación, el tercer plan incorpora como uno de los elementos más destacados la 
creación del Foro de Gobierno Abierto, en el que están representadas las administra-
ciones públicas en sus distintos niveles y la sociedad civil, a través de representantes 
del mundo académico y de asociaciones (consumidores, tercer sector, archiveros, pro 
transparencia, open data, etc.). Sin embargo, la participación de los partidos políticos 
no ha tenido cabida en el vigente plan.

El tercer plan (2017 – 2019) se encuentra en fase de ejecución en la actualidad, tras 
un periodo de información pública y de valoración de propuestas que ha enriquecido 
el primer borrador. Entre los elementos más destacables del mismo se encuentra la 
creación del Foro de Gobierno Abierto, como órgano de referencia para la coordina-
ción intergubernamental y el intercambio entre la sociedad civil y los distintos niveles 
de la administración pública. Asimismo, destacan la creación de un espacio web para 
la participación ciudadana en el ámbito del gobierno abierto, la mejora del portal de 
transparencia (en la definición de su alcance ya ha participado la sociedad civil), el 
desarrollo del Reglamento de la Ley de Transparencia, y la formación de emplead@s 
públicos y educación (primaria, secundaria y bachillerato) en gobierno abierto.

El plan tiene tres objetivos básicos: potenciar los mecanismos de participación y diá-
logo con la sociedad civil, asegurar la cooperación interadministrativa, y consolidar el 
avance realizado para profundizar en el proceso hacia el modelo de gobierno abierto. 
Se estructura en torno a 5 ejes (Colaboración, Participación, Transparencia, Rendición 
de cuentas y Formación) y contiene 20 medidas concretas, entre las que se encuen-
tran las destacadas en el párrafo anterior.

Desde el punto de vista de su contribución al objetivo último de avanzar hacia un mo-
delo de gobierno abierto, el planteamiento operativo es acertado para los ejes 1, 2 y 5, 
en tanto se dirige al fortalecimiento de las estructuras que permitirán profundizar en el 
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modelo, tanto en lo relativo a los elementos más tangibles (foro, espacio participativo), 
como en lo que respecta a la creación de una masa crítica informada, que demandará 
cada vez un mayor protagonismo y será la verdadera fuerza impulsora del gobierno 
abierto.

El eje 3 incorpora los elementos que, en sentido estricto, suponen un avance tangible 
en materia de gobierno abierto (mejora de la información disponible y el trámite de 
acceso, apertura de datos y reutilización, etc.). Por el contrario, el eje 4 es fallido en lo 
relativo al contenido de las medidas previstas, en tanto éstas no se corresponden real-
mente con la rendición de cuentas. La evaluación de las políticas diseñadas y ejecuta-
das es la verdadera palanca para una adecuada rendición de cuentas y este aspecto 
no está incluido ni en el eje 4 ni en el conjunto del Plan.

En un análisis conjunto de los tres planes de acción, el balance del camino recorrido 
entre 2012 y 2017 es muy positivo. Se han puesto los cimientos de un proyecto a largo 
plazo y se han ido cumpliendo los compromisos asumidos ante el OGP, generando un 
avance significativo tanto en las estructuras facilitadoras de un nuevo modelo de re-
lación entre administraciones y ciudadanía, como en el impulso de una nueva cultura 
que legitime y consolide esta relación.

Los principales riesgos que se identifican en el camino pendiente de recorrer son la 
falta de convicción en el modelo y la ausencia de consenso político. El primer riesgo 
se refiere al vértigo que puede provocar en l@s gobernantes de turno profundizar en 
decisiones o en instrumentos que dejen demasiado a la vista el balance de su gestión 
(a través de la rendición de cuentas). El segundo riesgo se refiere a la fragilidad de 
un proyecto en el que una circunstancia tan usual como  un cambio de gobierno, por 
ejemplo, pueda dejar en suspenso muchas de las decisiones tomadas.

Cualquiera de estos dos factores puede suponer un parón en el proceso o un retro-
ceso. Y esto sería muy mala noticia, porque afectaría a la relación con la ciudadanía, 
devolviéndonos al estadio de la desconfianza.

En el prólogo del documento que recoge el III Plan de Acción de España 2017 – 2019 
de la Alianza para el Gobierno Abierto, la académica Adela Cortina Orts escribe que “la 
confianza es el único cemento duradero de cohesión social”. Sirva esta metáfora para 
ilustrar la reflexión final del artículo: el consenso entre las fuerzas políticas para el im-
pulso conjunto del gobierno abierto es la única garantía de continuidad de un proyecto 
de largo recorrido que beneficiará a toda la sociedad española.
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Hasta hace unos años, el acceso a la información pública se convertía en una auténtica 
pelea Ciudadanía vs Administración que ponía de manifiesto el celo con el que  muchos 
ayuntamientos, instituciones forales, autonómicas y estatales guardaban información 
que, pese a no ser de su propiedad, ni compartían ni publicaban. Las administraciones 
eran un ente opaco para el conjunto de la ciudadanía cuya respuesta natural a la so-
licitud de datos era siempre la misma: el silencio o la negativa como única respuesta. 
Una opacidad que en 2013 vino a romperse con la aprobación de la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

Por vez primera, ésta Ley haría posible visibilizar la necesidad y sobre todo, la obliga-
ción, que atañe a las instituciones públicas, de publicar la información existente en 
su seno. Información y datos que hasta la fecha mantenía a buen recaudo, guardada, 
protegida y mimada. ¿Sería la solución a una administración opaca? ¿Cumpliría con sus 
obligaciones y publicaría todo lo que entonces ya se exigía por ley?

En algunos casos de algunas administraciones, comenzó a publicarse información en 
los portales web institucionales y se colgaban tímidamente bases de datos que cum-
plen los indicadores de transparencia con nota. Sin embargo, para un ciudadano o una 
ciudadana con un nivel cultural medio, que controle el uso de las nuevas tecnologías 
y cuente con una lupa de alta resolución, resultaban indescifrables. Es más, a día de 
hoy, y aunque el plazo de cumplimiento expiraba en diciembre de 2015, existen ins-
tituciones que presentan resistencia y perpetúan ese dicho al que ya nos tienen tan 
acostumbrados, como es el “yo, mí, me, conmigo”...

En el caso de la Comunidad en la que residimos y desde la que escribimos estas lí-
neas, se viene a ahondar más en este tema mediante la aprobación de la LEY 2/2016, 
de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi, en cuyo título VI apela textualmente 
al GOBIERNO ABIERTO. TRANSPARENCIA, DATOS ABIERTOS Y PARTICIPACIÓN CIU-
DADANA. “Asunto solucionado”, se dijeron los y las legisladoras. “A partir de este momen-
to, seremos las instituciones más transparentes y con más datos abiertos del conjunto del 
Estado”. Y en ello se afanan y se preocupan cientos y cientos de técnicos municipales 
que, Ley en ristre, circulan por sus ayuntamientos reclamando la publicación de éste 
o aquel dato en la home local. Sin embargo, el resultado de todo ellos es que nos 
encontramos en muchos casos con portales web que ofrecen kilos y kilómetros de in-
formación que cumplen la Ley en su lectura vertical pero no de una forma transversal. 
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Una ley que en su artículo 47.4. dice: 

4. – A efectos de lo previsto en el presente título, el alcance de las nociones de transpa-
rencia, publicidad activa, información pública y participación ciudadana será el siguiente:

a) Transparencia: permite y facilita el acceso de la ciudadanía a la información pública 
de su interés que obre en poder de las entidades locales, siempre en el marco y dentro 
de los límites establecidos por la presente ley y la legislación que le sea de aplicación. 

b) Publicidad activa: consiste en hacer pública de forma periódica, actualizada y com-
prensible toda la información pública que sea de interés para la ciudadanía, facilitan-
do un conocimiento fehaciente de cómo cumple sus compromisos, y haciendo efectiva la 
rendición de cuentas por parte de los poderes públicos locales ante la ciudadanía, a fin 
de poder fomentar un proceso de interacción comunicativo. 

Sin embargo, en la práctica, además de un bilingüismo que disfrutamos, debe lidiarse 
con un tercer idioma: El de los datos ininteligibles. 

Transparencia y publicidad activa ha de ser información pública pero sin duda alguna, 
de interés y comprensible. Aspecto que sólo existe una forma de cumplir, y esto es:  

Publicando la información en un formato, código e idioma accesible para ese vecino 
o vecina de nivel cultural medio sepa o no utilizar una aplicación web o APP móvil y 
dejando en el baúl la lupa de Sherlock Holmes.

La lectura fácil debe ser la herramienta y el idioma que dé solución y respuesta a la 
ciudadanía y logre de verdad una administración abierta. 

TRANSPARENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN: ¿REALIDAD O FICCIÓN?

Hace unos años, el acceso de la ciudadanía a la información pública no era una tarea 
sencilla; era más bien una pelea contra las Administraciones. Ayuntamientos, Diputa-
ciones, Gobiernos autonómicos y estatales se guardaban mucha información, que ni 
compartían ni publicaban.

Pese a no ser información de su propiedad, sino del conjunto de la ciudadanía, lo nor-
mal era encontrarse con el silencio o una respuesta negativa a la hora, de por ejemplo, 
solicitar datos.

La visión de la Administración como una entidad opaca cambia en el año 2013 con la 
Ley de Transparencia, Acceso a la información pública y Buen Gobierno. Con la llegada 
de esta nueva normativa, las administraciones estaban obligadas a hacer pública esa 
información, que hasta entonces mantenían guardada y oculta.
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¿LA LEY DE TRANSPARENCIA ERA LA SOLUCIÓN?

Esta era la duda que se planteaba en 2013: si esta Ley acabaría con la opacidad y si las 
instituciones responderían  a la publicación de información. 

Los portales web sirvieron, en algunos casos, para colgar bases de datos y así cumplir 
con los indicadores que miden y ponen nota a la transparencia institucional. Pero no 
cumplían con las necesidades y situaciones de la ciudadanía en general. 

Una persona con un nivel cultural medio y usuaria de las nuevas tecnologías, se en-
cuentra con información poco accesible, datos indescifrables y poco comprensibles. 

Aunque el plazo para cumplir con esta Ley finalizó en diciembre de 2015, a día de hoy, 
muchas instituciones siguen resistiéndose a hacerla efectiva en su totalidad.

¿SE HACE MEJOR EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA VASCA?

En 2016, se aprobó la Ley de Instituciones Locales de Euskadi y parecía ser un paso 
más. Si tenemos en cuenta:

•	 El título VI: “Gobierno Abierto. Transparencia, datos abiertos y participación ciuda-
dana”.

•	 El artículo 47.4: Cuando menciona el alcance que debe tener la transparencia, la 
publicidad activa.

a) Transparencia: permite y facilita el acceso de la ciudadanía a la información pú-
blica de su interés que obre en poder de las entidades locales, siempre en el 
marco y dentro de los límites establecidos por la presente ley y la legislación que 
le sea de aplicación. 
b) Publicidad activa: consiste en hacer pública de forma periódica, actualizada y 
comprensible toda la información pública que sea de interés para la ciudadanía, 
facilitando un conocimiento fehaciente de cómo cumple sus compromisos, y ha-
ciendo efectiva la rendición de cuentas por parte de los poderes públicos locales 
ante la ciudadanía, a fin de poder fomentar un proceso de interacción comunica-
tivo.

Por un lado, las instituciones vascas entendieron que ser las más transparentes podía 
conseguirse con ofrecer más datos en abierto que nadie.

Por eso, desde entonces, cientos de técnicos municipales se afanan en reclamar la 
publicación de kilómetros de datos en las webs de sus Ayuntamientos. Cumplen la Ley 
pero no de una manera transversal.
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Así, en Euskadi, la ciudadanía en la práctica se encuentra con 3 idiomas: un bilingüismo 
(euskera y castellano) del que sí podemos disfrutar y un tercero que sufrimos: el de los 
datos ininteligibles.

UNA HERRAMIENTA FUNDAMENTAL: LA LECTURA FÁCIL

En cuestión de transparencia y publicidad activa, la información debe ser pública pero 
esa información debe ser al mismo tiempo de interés y comprensible. Y cumplir con 
este requisito solo se consigue publicando esa información en un formato, claro, sen-
cillo y con un lenguaje comprensible.

Una información accesible para un ciudadano de nivel cultural medio, que sepa o no 
utilizar una aplicación web o  una APP móvil y que no tenga que la necesidad  de “co-
ger una lupa y hacer de detective”. 

La lectura fácil es por tanto la herramienta necesaria a la hora de presentar la infor-
mación para dar soluciones y respuesta a las necesidades de la ciudadanía y lograr 
de verdad una administración abierta. 
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RESUMEN

Para cuantificar el grado de divulgación de la información relacionada con transparen-
cia y la rendición de cuentas que están llevando a cabo los portales de datos abiertos 
(open data) de las Comunidades Autónomas españolas, empleamos un indicador for-
mado por veinte ítems que abarca las parcelas de información contable-presupuesta-
ria, transparencia de los cargos gubernamentales y suministro de información relativa 
al gasto público. Esta lista de comprobación valora, además de la simple existencia de 
la información, su capacidad reutilizadora según el esquema propuesto por Tim Ber-
ners-Lee, el creador de la web.

Una investigación previa, que utilizó este indicador en la recogida de datos en los por-
tales de datos abiertos autonómicos españoles en los momentos de su apertura (y 
primeras etapas), desveló que muy pocos de esos apartados estaban cubiertos y que 
menos de un 1% de los conjuntos de datos contenían la información buscada. El pre-
sente estudio, coincidiendo con la entrada en vigor para las Comunidades Autónomas 
de los títulos I y III de la ley nacional 19/2013 (relacionados con la transparencia y el 
acceso a la información pública), realiza una nueva visita a estos repositorios digitales 
en diciembre de 2015 para poder mostrar la evolución experimentada en, aproxima-
damente, dos años. Este trabajo muestra, de forma detallada, que pocos conjuntos de 
datos han sido incorporados y que los resultados de cada Comunidad Autónoma si-
guen siendo paupérrimos manteniéndose diferencias interautonómicas muy elevadas.

PALABRAS CLAVE

Datos abiertos, transparencia, rendición de cuentas, Comunidades Autónomas, Ley 
19/2013.

1. INTRODUCCIÓN

Como indican Esteller-Moré & Polo Otero (2012), el suministro de información es esen-
cial para romper las asimetrías informativas entre gobernantes y gobernados. Este 
axioma es defendido por varias teorías que promueven un mayor grado de divulgación 
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por parte de las Administraciones Públicas (AA. PP.). A continuación, recogemos las 
más importantes según el compendio realizado por Curto Rodríguez1 (2017).

La primera teoría, la de la agencia, es la más utilizada y, como señalan Rodríguez Bo-
lívar et al. (2013), goza de una gran relevancia en el contexto del sector público. Esta 
teoría se aplica a situaciones en que un actor (principal) asigna atribuciones a otro actor 
(agente) para proceder en su nombre, lo que, en el caso de las AA. PP., identifica a la 
ciudadanía como el principal y al gobierno como al agente (Tejedo-Romero y Ferraz 
Esteves de Araujo, 2015). La teoría de la agencia postula que la revelación de informa-
ción que permita el monitoreo de los gobernantes va a permitir aumentar la confianza 
en los dirigentes (Laswad et al., 2005). 

En segundo lugar, se encuentra la teoría neoinstitucional que sostiene que la divul-
gación de información es un símbolo de confianza y modernidad que proporciona al 
gobierno una mayor reputación, y que contribuye a una mejora en la percepción ciu-
dadana.

Finalmente, y siendo Weber (1919) el primer pensador social que dotó de contenido 
al concepto, se incluye la teoría de la legitimidad que hace referencia (dentro de la 
ciencia política) a la capacidad de generar obediencia sin tener que recurrir a la coac-
ción. La transparencia se erige en una manera de recuperar la confianza perdida de la 
ciudadanía hacia los gobiernos y en una forma de legitimar las acciones de los líderes 
políticos hacia los ciudadanos (Tejedo-Romero y Ferraz Esteves de Araujo, 2015). Esta 
transparencia es imprescindible en estos tiempos de crisis económica mundial y de 
corrupción extendida en muchos de nuestros dirigentes. 

Es evidente que los gobiernos están modificando su operativa suministrando más 
información. Las iniciativas de gobierno electrónico que, como señala Bonsón et al. 
(2012), se pueden encontrar en casi todos los programas de modernización de las de-
mocracias occidentales están introduciendo las tecnologías de la información y de 
la comunicación en la política y en la gestión pública (Campos Domínguez y Corojan, 
2013). Especialmente relevantes son los programas de gobierno abierto, otra vuelta de 
tuerca más a este imparable proceso de revolución de los sistemas de gestión de la 
información en nuestras organizaciones (Cerdá Díaz, 2013) concepto al que se le dedi-
ca el siguiente apartado.

2. GOBIERNO ABIERTO Y MOVIMIENTO OPEN DATA

Gobierno Abierto (open government) es aquel que entabla una constante conversación 
con los ciudadanos con el fin de oír lo que ellos dicen y solicitan, que toma decisiones 
basadas en sus necesidades y preferencias, que facilita la colaboración de los ciuda-
1 Este trabajo es continuación la de tesis doctoral titulada Datos abiertos y rendición de cuentas en las Comunidades Autónomas españolas. Niveles de di-
vulgación y determinantes, defendida por Ricardo Curto Rodríguez en marzo de 2017 y dirigida por Jesús García García, profesor del departamento de 
Contabilidad de la Universidad de Oviedo. Sus principales hallazgos han sido expuestos en el II Congreso Internacional sobre transparencia celebrado en la 
Universidad Complutense de Madrid en septiembre de 2017.
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danos y funcionarios en el desarrollo de los servicios que presta y que comunica todo 
lo que decide y hace de forma abierta y transparente (Calderón y Lorenzo, 2010, 11). 
Para De la Nuez (2012) el gobierno abierto consiste fundamentalmente en abrir a tra-
vés de internet la gestión de los asuntos propios a la ciudadanía, siendo los sitios web 
de acceso público el medio elegido por los dirigentes para proporcionar información 
sobre las actividades y el desempeño del gobierno (Grimmelikhuijsen y Meijer, 2012). 

La información contable, herramienta básica en la toma de decisiones, es de divulga-
ción obligada en el sector público, ya que los contribuyentes tienen derecho a com-
probar si su dinero ha sido bien gastado (Bakar y Saleh, 2011). Y es que, si bien en 
etapas anteriores la revelación de la información contable ha sido costosa, en la ac-
tualidad internet ofrece un canal económico para hacerlo (Serrano-Cinca et al., 2008) 
favoreciendo, además, la creación de un diálogo entre el gobierno y los ciudadanos 
(Gandia y Archidona, 2008).

El presidente Obama ha sido uno de los más firmes impulsores del gobierno abierto. 
En su primer día de mandato remitió un comunicado a los directores de las agencias 
y departamentos federales sobre transparencia y gobierno2 buscando implantar un 
nivel de apertura sin precedente que se asiente en los pilares de la transparencia, la 
participación pública y la colaboración. 

La transparencia ha sido una parte integral de los intentos de reformar la gobernanza 
del sector público, al menos desde la década de 1990 (Alt et al., 2006). La transpa-
rencia entendida como que la vida democrática deba desarrollarse “bajo los ojos del 
público” adquiere, como indica Graells i Costa (2013), mayor sentido y protagonismo 
en el contexto actual de crisis socioeconómica y de dura crítica al funcionamiento de 
la administración y de los gobiernos. La participación, que permite a los miembros del 
público contribuir con ideas y conocimientos de forma que su gobierno pueda tenerlas 
en cuenta en la formulación de políticas, y la colaboración, que mejora la eficacia del 
gobierno, fomentando las alianzas y la cooperación, dentro de los distintos niveles de 
gobierno, y entre el gobierno y las instituciones privadas completan los cimientos del 
gobierno abierto.

Estas iniciativas de open government que se expanden y multiplican por todo el mundo 
(Güemes y Ramírez Alujas, 2013) presentan dos dimensiones que se complementan 
mutuamente (Ramírez-Alujas, 2011, 2012, 2013):

• El impulso y desarrollo del llamado Gobierno 2.0 mediante el uso de la web 2.0 y 
de las redes sociales para facilitar la participación y el aprovechamiento del cono-
cimiento y la experiencia de los ciudadanos en el diseño de políticas y provisión de 
servicios públicos.

2 “Memorandum for the Heads of Executive Departments and Agencies: Transparency and Open Government”. Washington, DC. Descarga: https://oba-
mawhitehouse.archives.gov/the-press-office/transparency-and-open-government [Fecha de consulta 27/06/2017].
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• La puesta a disposición de los datos públicos a través de portales de datos abier-
tos y portales de transparencia que promueven la reutilización de la información 
para generar nuevas aplicaciones y servicios que agreguen valor a lo público y 
generen nuevas actividades económicas. 

Y es que la puesta en práctica del gobierno abierto requiere que la información que 
está en poder de las AA. PP. deba ser liberada. Varias posibilidades se han puesto en 
marcha para favorecer ese suministro de datos, como son la utilización de la página 
web oficial, la creación de portales de transparencia o de datos abiertos. Cualquiera 
de ellas es útil para divulgar el quehacer de las AA. PP., pero en esta investigación 
nos centraremos en el contenido de los portales de open data, repositorios digitales 
que albergan diversos conjuntos de datos o datasets3 que utilizan formatos de archi-
vos que permiten a los usuarios manipular y explorar los datos, lo que contrasta con 
el enfoque de muchos portales de transparencia que pueden imponer restricciones 
de reutilización o publicar documentos escaneados como imagen que dificulten su 
análisis (Davies y Fumegas, 2014). Coincidimos con Ballester Espinosa (2015) en que 
la información tiene que poder usarse. ¿De qué sirven ficheros en formato PDF si no 
permiten ser utilizados cargándolos en bases de datos facilitando las comparaciones 
en el tiempo o entre diferentes AA. PP.?

No es de extrañar que siendo pionero Estados Unidos en la adopción de iniciativas de 
gobierno abierto, el primer portal relevante de información pública en aperturarse (tan 
solo 4 meses después de la publicación del memorándum de Obama sobre transpa-
rencia y gobierno abierto) fuera data.gov. Este portal, referencia para la apertura de 
otros repositorios a nivel mundial, contaba en 2010 con 1284 datasets, creciendo hasta 
los más de 197 000 conjuntos de datos albergados en octubre de 2017. El compromiso 
del presidente Obama con un nuevo memorándum4, en el que obligaba a cada agen-
cia de gubernamental a publicar tres conjuntos de datos de alto valor en un periodo 
máximo de 45 días constituyó el espaldarazo definitivo para el desarrollo de los porta-
les de open data.

España se suma a la fiebre portalista, en octubre de 2011, lanzando su portal nacional 
datos.gob.es, al que le acompañan similares iniciativas a nivel local y autonómico. No 
debemos olvidar que España se estructura en tres niveles de gobierno: estatal, regio-
nal compuesto por 17 Comunidades Autónomas (CC. AA.) y dos ciudades autónomas y 
local que abarca 50 provincias y 8 112 municipios, con una relación entre los diferentes 
niveles de la administración basados en las competencias y no en la jerarquía. 

Hemos decidido que nuestro análisis se centre en el ámbito autonómico, en primer 
lugar, por ser un campo prácticamente inexplorado y en segundo lugar por la impor-
tancia CC. AA. en nuestro país, tanto por el elevado nivel de atribución de gasto público 
3 Constituyen una colección de datos relacionados susceptibles de ser reutilizados -bien por sí solos o bien mezclándolos con otros datos- para crear servicios 
de interés para la ciudadanía
4 “Executive Office of the President, Office of Management and Budget, Memorandum for the Heads of Executive Departments and Agencies:Open Go-
vernment Directive”. Washington, DC. Descarga: https://www.dhs.gov/sites/default/files/publications/omb_open_government_directive_12_08_09_1_0.pdf 
[Fecha de consulta 27/06/2017].
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como por el manejo de competencias de elevada sensibilidad social tales como la Sa-
nidad y la Educación (Fernández Llera y Morán Méndez, 2013). Las 17 CC. AA. españolas 
son muy diferentes entre si por identidad histórica, lingüística y cultural (Subirats, 1995), 
así como en superficie, población, número de provincias que agrupan, nivel compe-
tencial o nivel de desarrollo económico y renta per cápita. Para Turrillo Jimeno (2012), el 
actual Estado de las autonomías responde hoy a una realidad fuertemente descentra-
lizada en el que España ha pasado de ser el país más centralista de Europa en 1978, a 
ser uno de los países más descentralizados del mundo en la actualidad, proceso, que 
según indica Martínez-Vázquez (2014), que se ha desarrollado en tan sólo cuatro dé-
cadas. En todo caso, aún siendo conscientes de que España no está constituida como 
un estado federal el estudio de la transparencia y la rendición de cuentas en el ámbito 
de los portales de open data autonómicos está más que suficientemente justificado.

3. PORTALES OPEN DATA DE LAS CC. AA. ESPAÑOLAS

La investigación comienza con dos visitas a los portales autonómicos, la primera a 
principios de 2014, y la segunda a finales de 2015. La tabla 1 muestra el número de 
datasets que cada portal contiene. 

TABLA 1: Portales de datos abiertos autonómicos y número de conjuntos de datos 

Comunidad Autónoma Nombre del Portal Nº de datasets 
(Principios 2014)

Nº de datasets
(Finales 2015)

Andalucía Datos Abiertos 70 178

Aragón Aragón Open Data  440  2519

Canarias Datos Abiertos Canarias Sin Portal 45

Cantabria  Sin portal Sin portal

Castilla y León Datos Abiertos de Castilla y León 124 176

Castilla-La Mancha Datos abiertos de Castilla- La Mancha 42 59

Cataluña Datos Abiertos GenCat  1460  1468

Comunidad de Madrid  Sin portal Sin portal

Com. Foral de Navarra Open Data  135  190

Comunidad Valenciana5  Dades obertes gva Sin portal +35.000

Extremadura Gobierno Abierto - Catálogo de datos 26 25

Galicia abert@s  292  324

Islas Baleares Dades obertes caib 42 42 

La Rioja Datos Abiertos Rioja 64 86 

País Vasco Opendataeuskadi  2280  2242

Principado de Asturias Open Data del Principado de Asturias Sin portal 419 

Región de Murcia  Sin portal Sin portal

 Fuente: Elaboración propia.

5 Posteriormente se realiza una nueva consulta del portal que nos permite observar la adopción de un diseño similar al resto de iniciativas existentes habiendo 
reorganizado su catálogo de datasets que pasa a tener 279 conjuntos de datos.
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Se aprecian que los principales cambios relevantes ocurridos (a nivel general) son:

1. Tres iniciativas se han incorporado al movimiento open data (Canarias, Comunidad 
Valenciana y Principado de Asturias).

2. Las CC. AA. muestran una evolución dispar en cuanto a la variación del número de 
datasets.  La mayor parte de las autonomías aumentan su catálogo si bien es cierto 
que otras lo mantienen o incluso lo disminuyen. 

No obstante, debemos delimitar más el análisis a nuestro ámbito de estudio; por ello, 
el siguiente apartado se dedica a seleccionar y a valorar, de toda la información en-
contrada, únicamente la relacionada con la transparencia y la rendición de cuentas de 
las CC. AA.

4. INFORMACIÓN TRANSPARENTE Y VALORACIÓN DE LOS PORTALES DE 
OPEN DATA AUTONÓMICOS

Es evidente que no es el número de datasets lo importante sino su utilidad, expresada 
en nuestro estudio en el impacto sobre la transparencia en las AA. PP. y en el fomento 
de la rendición de cuentas. Con ese objetivo se han buscado conjuntos de datos que 
contengan información relacionada con alguno de los indicadores relacionados con el 
suministro de información económico-financiera, las retribuciones de los cargos públi-
cos y el empleo de los recursos autonómicos (ver tabla 2).

Estos indicadores guardan relación con el artículo 8 de la ley 19/2013 de transparen-
cia, acceso a la información pública y buen gobierno, que indica que se deberá su-
ministrar como mínimo, diversa información económica, presupuestaria y estadística. 
Es necesario señalar que la ley 19/2013 menciona en su disposición final novena que 
las CC.AA. y las Entidades Locales dispondrán de un plazo máximo de dos años para 
adaptarse deberían estar suministrando la información mencionada por la que en di-
ciembre de 2015 ya tendría que estar siendo divulgada.
 

TABLA 2: Ítems a buscar relacionados con la transparencia y la rendición de cuentas

Rendición	de	cuentas	económico-financiera

Presupuestos de gastos e ingresos:

• Por cualquier clasificación (orgánica, funcional o económica) 
• Por partidas presupuestarias
• Memoria con descripción de los programas presupuestarios

Ejecución presupuestaria:

• Información mensual de ejecución
• Liquidación anual
• Modificaciones presupuestarias 

Presupuestos de entes, sociedades y fundaciones públicas 
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Cuentas anuales de empresas públicas

Cuenta General de las CC. AA.

Cumplimiento objetivo de estabilidad presupuestaria 

Nivel y desglose de endeudamiento

Informe de fiscalización 

Rendición de cuentas de los gobernantes

Organigrama y contacto

Retribuciones a miembros de gobierno y altos cargos

Declaraciones de bienes de los miembros de gobierno 

Declaraciones actividades de miembros de gobierno 

Lista y retribuciones de cargos de confianza

Rendición de cuentas en las ayudas y contrataciones 

Ayudas y Subvenciones

Becas, premios o concursos

Contratos adjudicados

Fuente: Curto Rodríguez (2015, 2016, 2017).

 
Hemos preferido utilizar esa lista de comprobación en lugar del (comúnmente em-
pleado) índice elaborado por Transparencia Internacional España puesto que, como 
señalan Alonso Magdaleno y García-García (2014), su capacidad para medir la rendi-
ción de cuentas debe ser cuestionada al ser víctima de los efectos aprendizaje posi-
tivo y aprendizaje perverso6. Además, el indicador seleccionado considera además la 
capacidad reutilizadora de los datos según el esquema 5 star data propuesto por Tim 
Berners-Lee (tabla 3). La información hallada se muestra en la tabla 4.

TABLA 3 -  Esquema de 5 estrellas de datos abiertos

, La información está en la web (en cualquier formato no estructurado). Esto implica que para utilizar los datos 
se requiere la aplicación de técnicas o esfuerzo extra. Ejemplo: formatos de imagen o vídeo. También los PDF.

,,
Los datos están publicados en formatos estructurados (legibles por máquinas), lo que facilita su tratamiento; no 
obstante, están en formato propietario. Ejemplo: XLS (Microsoft Excel).

,,,
Los datos están publicados en la web en formato estructurado, y, además, son abiertos y no propietarios. Cual-
quier persona puede acceder y utilizar los datos de forma sencilla. Ejemplo: CSV.

,,,,
Utilización de URIs: Los datos se pueden vincular con los de cualquier otro  y los usuarios pueden reutilizar 
partes de los datos. Los datos ya están “en la web” y van a adquirir significado dependiendo de las etiquetas que 
se utilicen para la confección del documento. Ejemplo: XML o RDF.

,,,,,
Linked Data: El objetivo es enlazar los datos más relevantes utilizando URIs para asociarlas a un contexto con-
creto, de forma que permitimos relacionar los datos originales con otros datos nuevos.

 Fuente: Berners-Lee (2010). 

6 Los autores se refieren a que los responsables de la difusión de la información, deseosos de alcanzar una mejor calificación en el indicador, centren sus 
esfuerzos únicamente en aquello que es evaluado (y que es conocido con anterioridad), por lo que se alcanzarán valores muy elevados, perdiendo el índice, 
por tanto, capacidad de discriminación entre los gobiernos más y menos transparentes.
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TABLA 4 -  Ítems completados con la información existente en los portales de datos abiertos autonómicos

             
   
 

             
   

Fuente: Elaboración propia. 
Nota 1 “+” indica que la información se muestra en más de un formato. Nota 2. Relleno (o reborde) en amarillo con trama de puntos muestra 

nuevo contenido revisión 2015.
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Este apartado finaliza con la elaboración del ranking autonómico (tabla 5). Cada CC. AA. 
recibirá un punto por cada ítem de información completado. La calidad reutilizadora 
se valorará función de la máxima “estrella Tim Berners-Lee”, que el conjunto de datos 
alcance (1 punto – 1 estrella, 2 puntos – 2 estrellas, 3 puntos – 3 estrellas y 4 puntos – 4 
o 5 estrellas). Se decide agrupar los los niveles de 4 y 5 ETBL (al igual que el estudio 
de la Fundación Orange.- Arvo Consultores y tecnología7) puesto que ambos niveles 
incorporan metadatos o información semántica que facilita la interoperabilidad con 
otros conjuntos de datos. 

Ello implica que las puntuaciones oscilarán entre los 0 puntos (si no se dispone de la 
información buscada) y los 100 punto que se obtendrían si completase los 20 ítems 
requeridos, formulados en, al menos, un formato de 4 estrellas (20+80=100).

TABLA 5: Ítems relacionados con la transparencia completados, calidad reutilizadora y 
puntuación total

Puesto Comunidad Autónoma Existencia de infor-
mación

Calidad reutilizadora Puntuación Total

1º País Vasco 12 36 48

2º Com. Foral de Navarra 6 18 24

3º Extremadura 5 15 20

4/5º Andalucía 5 11 16

4º/5º Aragón 4 12 16

6º Castilla y León 3 12 15

7º Islas Baleares 2 7 9

8º Canarias 2 6 8

9º Cataluña 2 4 6

10º Castilla-La Mancha 1 4 5

11º- 17º Cantabria 0 0 0

11º- 17º Comunidad de Madrid 0 0 0

11º- 17º Comunidad Valenciana 0 0 0

11º- 17º Galicia 0 0 0

11º- 17º La Rioja 0 0 0

11º- 17º Principado de Asturias 0 0 0

11º- 17º Región de Murcia 0 0 0

Fuente: Elaboración propia.

7 “Datos abiertos en las Comunidades Autónomas y sus mayores ayuntamientos 2014”. Descarga:
https://www.proyectosfundacionorange.es/docs/eE2014/Datos_Abiertos_2014.pdf [Fecha de consulta 27/06/2017].
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5. CONCLUSIONES, LIMITACIONES Y FUTURAS LÍNEAS DE INVESTIGA-
CIÓN

El objetivo de este artículo ha sido medir el impacto en los portales de datos abiertos 
autonómicos de la entrada en vigor, y de la consiguiente obligatoriedad de publicidad 
proactiva de información pública de la Ley 19/2013. Por ello, se realiza una nueva re-
cogida de la información existente relacionada con la transparencia y la rendición de 
cuentas en los portales de open data autonómicos a finales de 2015.

El análisis, que compara los resultados obtenidos a principios de 2014, nos permite 
apreciar que tres autonomías se han sumado a las iniciativas de datos abiertos (Ca-
narias, Comunidad Valenciana y Principado de Asturias), mientras que otras tres CC. 
AA. se mantienen al margen (Cantabria, Comunidad de Madrid y Región de Murcia). Es 
significativo también que en estos dos últimos años la mayor parte de las autonomías 
no aumentan sustancialmente los conjuntos de datos “transparentes” y que sólo dos 
CC. AA. (Aragón y País Vasco) han incorporado más de cinco datasets relacionados con 
la rendición de cuentas (10 y 14 conjuntos de datos, respectivamente). Además, obser-
vamos que la mayor parte de la información se limita a ampliar las series temporales, 
siendo los únicos nuevos ítems atendidos becas premios y concursos (Aragón), retri-
bución de miembros de gobierno y altos cargos (Castilla-La Mancha), nivel y desglose 
de endeudamiento (Euskadi), y el organigrama y datos de contacto así como la retribu-
ción de miembros de gobierno y altos cargos por el recién inaugurado portal canario.

Valoramos positivamente los progresos efectuados, pero debemos calificarlos como 
insuficientes; además, las diferencias entre las distintas CC. AA. son muy elevadas. Si 
observamos el ranking autonómico, vemos que es líder destacado Euskadi (referen-
te internacional con su programa irekia de gobierno abierto) que se queda cerca del 
aprobado, mientras que, lamentablemente, el resto de autonomías no llega a alcanzar 
la cuarta parte de la puntuación total. También hay que señalar que falta mucha in-
formación importante. Por poner un ejemplo, sí que se encuentra la información pre-
supuestaria, pero no las cuentas anuales que muestran realmente el destino de los 
fondos. Otra información sensible, como las declaraciones de bienes de los miembros 
de gobierno, la declaración de actividades y la lista y retribuciones de los cargos de 
confianza, escasea en exceso.

Somos conscientes, en cuanto a las limitaciones de nuestra investigación, de la subje-
tividad de nuestra definición de transparencia. Para algunas personas sobrarán ítems, 
mientras que a otras les parecerá que hemos omitido alguno necesario. Simplemente 
hemos pretendido abarcar tres parcelas de la rendición de cuentas, como son la di-
vulgación de los datos contables, información de los cargos políticos y la asignación 
de los fondos públicos. También hemos querido considerar no solo la existencia de 
información, sino la facilidad de su reutilización, que otros indicadores recientemente 
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lanzados como el MESTA (Metodología oficial para medir la transparencia de las AA. 
PP) incorporan en sus baremos.

No queremos finalizar el estudio sin mencionar de forma inequívoca que los gobiernos 
deben abrirse a la inspección ciudadana por diversos motivos, uno de ellos la lucha 
contra la corrupción, grave problema en nuestro país. Se deben potenciar las ventajas 
que en cuanto a transparencia facilitan las iniciativas de datos abiertos que abogan por 
el suministro de información gratuita (o a un mínimo coste o coste marginal), en forma-
tos libres, de estándares no propietarios y fácilmente reutilizables que van a permitir 
que la información pueda ser cómodamente tratada. Entendemos que estás iniciativas 
conllevan un tiempo de puesta y marcha y el destino de importantes recursos, pero no 
dudamos que los beneficios superan holgadamente a los costes. 

Repetiremos este estudio en el futuro para comprobar si los portales de open data 
autonómicos son capaces de aprovechar su potencial para el fomento de la transpa-
rencia, algo que en la actualidad no se está produciendo. Lamentablemente, debe-
mos concluir que el impacto de la entrada en vigor de la ley 19/2013 de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, en los portales de open data autonó-
micos ha sido muy escaso y que, por tanto, estos repositorios no han sido los elegidos 
para atender la obligatoriedad de publicidad activa que la ley exige.
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RESUMEN

Canarias cuenta desde 2014 con una Ley de Transparencia y acceso a la información 
pública que garantiza la publicidad activa y la retroactiva. Sin embargo, la información 
divulgada a través de internet no alcanza los estándares marcados por la Ley. El aná-
lisis de las páginas webs de los ayuntamientos canarios de más de 20.000 habitantes, 
realizado dentro un proyecto I+D+i por el equipo del Mapa Infoparticipa, financiado por  
CSO2015-64568-R (MINECO/FEDER), a través de 52 indicadores, ofrece una radiogra-
fía del estado de la transparencia de la corporación y la información para la participa-
ción. Sólo seis de los 27 analizados cumplen al menos con la mitad de los indicadores 
y, respecto a la última oleada de análisis de 2015, la transparencia mejoró únicamente 
en las páginas webs de seis ayuntamientos. Además, los dos consistorios con más 
grado de cumplimiento en 2015 han bajado en sus puntuaciones.

ABSTRACT

Canary Islands have a transparency law since 2014. This law warrants active and re-
troactive publicity. However, information throughout the Internet doesn’t achieve law 
standards. Analysis of councils with more than 20,000 inhabitants web pages –done 
in the I+D+I Infoparticipa Map, funded by CSO2015-64568-R (MINECO/FEDER)- offer a 
radiography about transparency and information for participation. Just only six out of 
twenty seven councils keep at least twenty six of the fifty two items. About the rela-
tionship with the last analysis in 2015, transparency only improve in six councils webs 
pages. Besides, two councils with highest rates in 2015 have plummeted their scores. 

PALABRAS CLAVES

Participación, transparencia, Canarias, Infoparticipa, páginas web, portales web, ayun-
tamientos, sedes electrónicas.
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Participation, transparency, Canary Islands, Infoparticipa, web pages, home page, 
councils, electronic offices.
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1. INTRODUCCIÓN

La Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la información 
pública ofreció un marco legal claro y amplio a las instituciones y ciudadanos cana-
rios para la aplicación de la Ley de Transparencia1. En su exposición de motivos, se 
establece que “la transparencia se revela como uno de los valores esenciales para 
que las instituciones y las administraciones sean consideradas como propias, cercanas 
y abiertas a las expectativas, necesidades y percepciones de la ciudadanía”. En este 
sentido, abundan que “aumentar la transparencia de la actividad pública se vislumbra 
como el camino para iniciar la reconciliación entre las instituciones y gestores público 
con el conjunto de la sociedad para la que trabajan” (BOC2, 09/01/2015, 961).

En la misma línea, Sommermann (2010, 22-24) apunta que, “aunque no se puede for-
zar a los ciudadanos a interesarse o a participar en los procesos de formación de la 
voluntad, sí se puede ofrecer información y de esta manera disminuir el umbral de 
comunicación” entre los ciudadanos y el poder político, de forma que “una ampliación 
de la transparencia, respetando los derechos individuales, fortalece la confianza en 
la racionalidad y objetividad de la actuación administrativa, criterios de un Estado de 
Derecho que de esta manera gana legitimación”.

Respecto a las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de esta Ley 12/2014 
(entre las que se encuentran los ayuntamientos), se recuerda que “están obligadas a 
facilitar, preferentemente por medios electrónicos, a través de sus respectivas sedes 
electrónicas o páginas webs, la información cuya divulgación resulte de mayor rele-
vancia para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funciona-
miento y control de la actuación pública” (BOC, 09/01/2015, 964).

Asimismo, se define la transparencia como “la elaboración, actualización, difusión y 
puesta a disposición de cualquier persona, en una manera clara y entendible, de la 
información prevista en esta ley derivada de la actuación de las entidades incluidas 
en su ámbito de aplicación en ejercicio de las funciones que tienen atribuidas, sin más 
limitaciones que las establecidas legalmente” (BOC, 09/01/2015, 971). Por su parte, 
Giménez-Chornet (2012, 505) definió la transparencia en la gestión pública como la 
posibilidad de que la ciudadanía pueda acceder a cualquier tipo de información, en 
cualquier soporte, generada por las entidades en el cumplimiento de sus funciones.

En este mismo sentido se manifestaba Ojeda (2016, 248) cuando aseguraba que la 
transparencia “no implica un acto de rendir cuentas a un destinatario específico, sino la 
práctica de colocar la información en la ‘vitrina pública’ para que aquellos interesados 
puedan revisarla y analizarla”.

1 Esta norma fue el desarrollo autonómico de la ley estatal 19/2013 del 9 de diciembre de Transparencia y Buen Gobierno.
2 Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la información pública. Boletín Oficial de Canarias del 09/01/2015, pp. 958-1013.
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Por otro lado, el término “rendición de cuentas” proviene del inglés “accountability”, que 
no tiene una traducción directa al castellano. Schedler (2008, 11) considera que los ma-
tices que separan el original inglés y su traducción española consisten en que mientras 
que “accountability conlleva un sentido claro de obligación, la noción de rendición de 
cuentas parece sugerir que se trata de un acto voluntario”. De la misma forma, “ac-
countability también conlleva la exigencia de cuentas (por derecho)”.

En la misma línea Ojeda (2016, 249) explica que la rendición de cuentas “se define como 
la obligación permanente de los mandatarios para informar a sus representantes de 
los actos que llevan a cabo en su nombre”. Así, citando a su vez a Schedler, añade que 
“la rendición de cuentas en el ámbito político es un concepto de dos dimensiones que 
denota, por un lado, la obligación de los políticos y funcionarios públicos de informar 
y justificar sus actos (answerability) y, por el otro, la capacidad para imponer sanciones 
negativas a los funcionarios y representantes que violen ciertas normas de conducta 
(enforcement)”. Por todo ello, la rendición de cuentas se configura como un elemento 
esencial de las democracias (Crespo, 7), en cuanto a que es el “vínculo que las auto-
ridades políticas establecen con la ciudadanía en los regímenes democrático-repre-
sentativos” (Peruzzotti, 2008, 1).

La Ley 12/2014, en concreto en su artículo 7, habla de la “obligación de transparen-
cia” y se especifica que las entidades obligadas por la Ley deben “elaborar, mantener 
actualizada, difundir, preferentemente por medios electrónicos, a través de sus res-
pectivas sedes electrónicas o páginas webs, la información cuya divulgación se con-
sidere de mayor relevancia para garantizar la transparencia de su actividad […]” (BOC, 
09/01/2015, 972-973). Se consideran sujetos de la ley a “los cabildos insulares y los 
ayuntamientos, los organismos autónomos, entidades empresariales, fundaciones, so-
ciedades mercantiles y consorcios vinculados o dependientes de los mismos […]” (BOC, 
09/01/2015, 970).

Los datos que deben publicarse se plantean de forma amplia y ambigua en el artículo 
13.1, especificándose que se trata de “la información cuya divulgación resulte de mayor 
relevancia para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funcio-
namiento y control de la actuación pública”.

No obstante, en la sección 2ª, Información sujeta a publicación, se especifica que la 
comunidad autónoma de Canarias facilitará:

• Información institucional, histórica, geográfica, social, económica y cultural más re-
levante.

• Información en materia organizativa (departamentos, organismos autónomos, so-
ciedades mercantiles, etc).

• Información relativa al personal de libre nombramiento (identificación, perfil, mé-
ritos y trayectoria profesional, funciones…), personal directivo, personal eventual, y 
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declaraciones anuales de bienes de miembros del Gobierno y altos  cargos.
• Información en materia de empleo en el sector público (RPT, plantillas de personal, 

número de empleados por departamentos, número de liberados sindicales, etc).
• Información en materia de retribuciones (de los altos cargos y del personal direc-

tivo, del personal de confianza y asesoramiento y del personal funcionario, estatu-
tario y laboral, así como las indemnizaciones en concepto de viajes, manutención, 
alojamiento y asistencia a órganos colegiados).

• Información en materia normativa (el programa legislativo del Gobierno, los ante-
proyectos de ley y proyectos de reglamentos, así como las disposiciones aproba-
das).

• Información sobre los servicios y procedimientos (cartas de servicios, listas de es-
pera, catálogo de procedimientos, número de reclamaciones presentadas…).

• Información económica-financiera (presupuestaria y contable, el límite de gasto de 
cada ejercicio, presupuesto, ejecución trimestral de los presupuestos, los créditos 
extraordinarios, modificaciones de créditos, presupuestos de entes, las cuentas 
anuales, los informes de fiscalización, los informes sobre el grado de cumplimiento 
de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, etc).

• Información del patrimonio (bienes demaniales de uso público, bienes inmuebles, 
vehículos oficiales, etc). 

• Información de la planificación y programación  (programas anuales y plurianuales 
y su grado de cumplimiento).

• Información de las obras públicas (presupuesto, pliegos y criterios de adjudicación, 
número de empresas que han concurrido a la licitación, empresa o empresas ad-
judicatarias, fecha de inicio y finalización, penalizaciones, etc).

• Información de los contratos.
• Información de los convenios y encomiendas de gestión.
• Información sobre la concesión de servicios públicos.
• Información de ayudas y subvenciones.
• Información en materia de ordenación del territorio.
• Información estadística.

Este amplio abanico de temas tendría que ser objeto de información pública por parte 
de los consistorios canarios. Sin  embargo, el propio Comisionado de Transparencia 
reconoce en su informe de 20163 que “no existe todavía un procedimiento concertado 
con los órganos garantes de la transparencia que permita realizar mediciones en el 
cuádruple nivel local, insular-provincial, autonómico y estatal”. Añade, asimismo, que  
“las evaluaciones que han realizado entidades privadas en ningún caso miden el grado 
de cumplimiento de las leyes4, sino la presencia mayor o menor en las webs oficiales 
de algunos contenidos informativos que han considerado importantes”.

3 Cerdán, Daniel (2016). Informe anual de 2016. Evaluación del cumplimiento de la Ley 12/2014, de Transparencia de Canarias en 2016. Recuperado de 
https://www.transparenciacanarias.org/
4 Esta matización podría estar dirigida a los medios de comunicación no especializados a los que se repartió el informe. La Ley consta de diversos aparta-
dos. Las mediciones solo afectarían, por tanto, a la parte de la normativa que se refiere a la publicidad activa o rendición de cuentas.
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2. JUSTIFICACIÓN DEL INTERÉS DEL TEMA Y DEL OBJETO DE ESTUDIO

El derecho a ser informado por los cargos electos se da por supuesto en cualquier 
democracia. Sin embargo, a lo largo de la historia han sido pequeños avances los que 
han hecho que lleguemos a esta conclusión universal. En 1681, F. Winnington sostenía 
que “no es natural ni racional que el pueblo que nos ha elegido no esté informado de 
nuestras acciones” (Monzón, 2006: 102). Y, no obstante, los avances en la transparencia 
activa han sido lentos y han estado vinculados en numerosas ocasiones a la voluntad 
de determinados personajes de la historia. Jacques Necker impulsó como ministro la 
publicidad (o transparencia) política en el gobierno absolutista francés de finales del si-
glo XVIII al publicar el balance del presupuesto nacional (Monzón, 2006: 75). Tres siglos 
después, algunas instituciones públicas aún no cumplen con este requisito mínimo a 
través de sus páginas webs5 o lo hacen difícilmente accesible a través de múltiples 
clics.

Por otro lado, la transparencia no ha estado solo vinculada a este derecho a ser infor-
mado por parte del ciudadano, sino que se ha contemplado como una de las herra-
mientas para combatir el mal uso de recursos públicos. La Organización de las Na-
ciones Unidas (ONU) considera la corrupción política un fenómeno transnacional y su 
erradicación fue uno de los objetivos de la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Corrupción de 2004. Esta aprobó un texto entre cuyas finalidades se encontraba 
“promover la integridad, la obligación de rendir cuentas y la debida gestión de los 
asuntos y los bienes públicos” (artículo 1.c).

En concreto, dicha convención establecía que:

“Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su or-
denamiento jurídico, formulará y aplicará o mantendrá en vigor políticas coor-
dinadas y eficaces contra la corrupción que promuevan la participación de la 
sociedad y reflejen los principios del imperio de la ley, la debida gestión de los 
asuntos públicos y los bienes públicos, la integridad, la transparencia y la obliga-
ción de rendir cuentas” (artículo 5.1).

La misma relación entre corrupción y transparencia establece Montesinos (2017,79), 
quien considera que “la corrupción constituye una de las principales amenazas para el 
Estado de Derecho al ser susceptible de pervertir la división de poderes y el reconoci-
miento y garantía de los derechos de las personas” y que, por ese motivo, “la transpa-
rencia es esencial en toda sociedad democrática al proporcionar a los ciudadanos la 
información, un instrumento de vital importancia para el control constante del proceso 
político y la gestión pública”.

5 La evaluación realizada en 2015 por el Mapa Infoparticipa a los municipios canarios de más de 50.000 habitantes reflejó que solo el 37,5% de ellos publicaba 
esta información en sus páginas webs (Trenta, 2015, 144).
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No hay que olvidar que la corrupción genera grandes cantidades de dinero opacas, 
que van a parar a la economía sumergida, en detrimento de los ingresos públicos, lo 
que origina una mayor carga fiscal para los ciudadanos (Lapuente, 2016, 149) y contri-
buye al desafecto de la ciudadanía con la clase política.

Por todo esto, podemos asegurar que la transparencia está en la génesis de cualquier 
iniciativa que pretenda luchar contra la corrupción. Sin embargo, no será hasta mucho 
después, en 2011, cuando se creó Open Government Partnership (OGP) con la inten-
ción de proveer de herramientas a los gobiernos comprometidos con la transparencia. 
En la actualidad cuenta con 60 países integrados y España es uno de ellos. 

El Open Government Partnership es una iniciativa que persigue asegurar compromisos 
concretos de los gobiernos con la intención de promover la transparencia, capacitar a 
los ciudadanos, luchar contra la corrupción y aprovechar las nuevas tecnologías para 
fortalecer la gobernabilidad. El OGP, además, está supervisado por un Comité Directivo 
que incluye representantes de gobiernos y organizaciones de la sociedad civil6.

Aunque España se integró en el OGP en 2011, hubo que esperar dos años más para 
que se promulgara la Ley 19/2013 de 9 diciembre de Transparencia y Buen Gobierno. 
Dicha norma estableció, además, una entrada en vigor “diferida” que daba un plazo 
de dos años a comunidades autónomas y administraciones locales para adaptarse a 
sus exigencias, lo que ha hecho que hasta finales de 2015 no se pudiera reivindicar ni 
utilizar de forma extensiva e intensiva. 

La ley fue valorada por uno de los informes anticorrupción de la Unión Europea realiza-
do por el GRECO (Grupo de Estados contra la Corrupción del Consejo de Europa)7, en 
el que, sin embargo, se le reprocha “la insuficiencia de garantías del órgano de control 
y la conveniencia de haber prestado mayor atención al régimen de sanciones y a las 
excepciones al principio de acceso a la información” (Montesinos, 2017, 94).

Aunque la obligación de rendir cuentas parece relativamente novedosa, en realidad 
no lo es. En la exposición de motivos de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización 
y Funcionamiento de la Administración General del Estado, el legislador considera que 
“la transparencia en la actividad administrativa debe ser, no sólo una garantía para los 
ciudadanos, sino un criterio de actuación general del aparato público. Los titulares de 
los diferentes órganos administrativos no son más que gestores de intereses ajenos, 
los del cuerpo social, por lo que deben rendir cuentas de su gestión ante los ciudada-
nos” (Blanes, 2014, 68).

6 Información recuperada de la página web www.opengovpartneship.org, en la que se matiza que para ser miembro de la OGP, los países deben respaldar 
una declaración de Gobierno Abierto, entregar un plan de acción en el país desarrollado con una consulta pública y se comprometen a informar sobre sus 
avances en el futuro.
7 El GRECO lo forman 49 estados europeos y se dedica a realizar oleadas de análisis de la transparencia en los diferentes estados miembros. Ya ha realizado 
cuatro rondas de evaluación.
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Se parte de la premisa de que “las democracias no deben ocultar nada, los dirigentes 
políticos tampoco” (Ramonet, 2011, 95), pero los sucesivos esfuerzos por regular el 
derecho a la información y la transparencia nos demuestran que existe una resistencia 
real de algunos responsables políticos a rendir cuentas de forma voluntaria. En este 
sentido, la Ley 19/2013 supuso un avance importante, aunque tímido en algunos as-
pectos8. Lo que se exige a un gobierno que cumpla las obligaciones de la Ley es “una 
actitud activa y decidida en informar sobre los resultados de su gestión para que los 
ciudadanos adquieran conocimiento y puedan exigir cuentas”  (Blanes, 2014, 69).

Hay que tener en cuenta, además, que “la cantidad y contenido de la información que 
suministran los poderes públicos a la sociedad, es decir, la forma en que realizan su 
actividad de comunicación e información, tiene un papel de primer orden para el buen 
funcionamiento de un sistema democrático” (Blasco, 2010, 132). De ahí, la importancia 
de que esta información sea fácilmente accesible a través de los portales web, una 
ventana de fácil acceso para la mayoría de la población.

El Mapa Infoparticipa9, desde los primeros análisis realizados en 2013, trató de medir 
precisamente esa apuesta por publicitar información en las webs de los ayuntamien-
tos, la institución más cercana al ciudadano y cuyas decisiones en materia de gestión 
de recursos públicos le afectan más directamente. El fin último es que los ciudadanos 
puedan participar en esa gestión y debe ser la Administración pública “quien debe fo-
mentar la participación de todas las personas en el diseño y aplicación de las políticas 
sociales, no sólo por razones electorales, sino para legitimar su funcionamiento y ase-
gurar el acierto y la oportunidad de las decisiones” (Blanes, 2014, 153). En este sentido, 
hay que tener en cuenta que “para participar es necesario tener conocimiento de lo 
que ocurre en el manejo de la cosa pública y este derecho al conocimiento no puede 
ser ejercido si el Estado no respeta el derecho a informar sobre las  medidas que adop-
ta en cuanto a su génesis y a su resultado” (Aberastury, 2014, 278).

 

Imagen 1: El mapa Infoparticipa utiliza un sencillo sistema de colores para diferentes grados de cumplimiento de los objetivos de transpa-
rencia de los municipios. En la imagen, la última evaluación de municipios de más de 20.000 habitantes de Tenerife.

8 Cuatro años después aún no contamos con un reglamento que regule las sanciones que se deben imponer a gobiernos y funcionarios que rechazan de forma 
sistemática determinadas peticiones de información amparadas en la Ley
9 La información completa sobre este proyecto de investigación puede consultarse en http://mapainfoparticipa.com/index/home/.
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3. OBJETIVOS Y METODOLOGÍA

El principal objetivo de esta investigación es comprobar si, dos años después de la 
entrada en vigor de la Ley de Transparencia, los ayuntamientos canarios de más de 
20.000 habitantes cumplen con sus obligaciones de rendición de cuentas. En concre-
to, perseguimos comprobar si se han adaptado a la legislación y el grado de cumpli-
miento de la misma a través de los datos publicitados en su página web.  Para ello, 
se han utilizado los 52 indicadores y la metodología del Mapa Infoparticipa y se han 
comparado con los resultados obtenidos en la anterior oleada de 2015.

Las tres primeras oleadas de análisis realizadas en Canarias, en marzo y diciembre de 
2014 y mayo de 2015, utilizaron solo 41 indicadores , divididos en torno a cuatro cues-
tiones: 

1. ¿Quiénes son los representantes políticos? (indicadores 1 a 6).
2. ¿Cómo gestionan los recursos colectivos? (indicadores 7 a 21).
3. ¿Cómo informan de la gestión de los recursos colectivos? (indicadores 22 a 28).
4. ¿Qué herramientas ofrecen para la participación ciudadana? (indicadores 29 a 41).

Sin embargo, en el presente análisis el número de indicadores a analizar aumentó has-
ta 52, como consecuencia de la entrada en vigor de la Ley de Transparencia y se orga-
nizó en dos grupos y subgrupos: 

1. Transparencia de la corporación.
1.1. ¿Quiénes son los representantes políticos? (indicadores 1 a 11)
1.2. ¿Cómo gestionan los recursos colectivos? (indicadores 12 a 20)
1.3. ¿Cómo gestionan los recursos económicos: presupuestos, salarios, contrataciones, 
subvenciones…? (indicadores  21 a 38)
2. Información para la participación
2.1. ¿Qué información proporcionan sobre el municipio y la gestión de los recursos co-
lectivos? (indicadores 39 a 45)
2.2. ¿Qué herramientas ofrecen para la participación ciudadana? (indicadores 46 a 52).

No son exactamente 11 nuevos indicadores porque se eliminaron algunos de los ante-
riores y otros se ampliaron o reformularon. En concreto, el 27 y el 28 de la tabla de 2015 
se quitaron porque solicitaban un compromiso de buenas prácticas en transparencia 
innecesario cuando ya existe una Ley que les obliga (Moreno, 2017, 374). La correlación 
de indicadores ha quedado tal y como se expone en la tabla 1.



lara carrascosa puertas102

Transparencia y rendición de cuentas en las páginas webs de los ayuntamientos 
canarios de más de 20.000 habitantes

Revista Española de la Transparencia. Nº 5. Segundo Semestre 2017

Tabla 1: Correlación de los indicadores Infoparticipa.

Indicadores 2015 Indicadores 2016

1. Transparencia de la corporación

1. ¿Quiénes son los representantes políticos? (indicadores 1 a 6) 1.1. ¿Quiénes son los representantes políticos? (indicadores 1 a 11)

1. ¿Se da información básica sobre el alcalde o la alcaldesa: nom-
bre y apellidos y partido político?

1. ¿Se da información básica sobre el alcalde o la alcaldesa: nom-
bre y apellidos y partido político?

2. ¿Se da información sobre el alcalde o la alcaldesa: biografía 
y/o currículum?

2. ¿Se da información sobre el alcalde o la alcaldesa: biografía 
y/o currículum?

3. ¿Se da información básica sobre los representantes que forman 
parte del gobierno: nombre y apellidos, fotos y partido político?

3. ¿Se da información básica sobre los representantes que forman 
parte del gobierno: nombre y apellidos, fotos y partido político?

4. ¿Se da información sobre los representantes que forman parte 
del gobierno: biografía y/o currículum?

4. ¿Se da información sobre los representantes que forman parte 
del gobierno: biografía y/o currículum?

5. ¿Se da información básica sobre los representantes que no 
forman parte del gobierno: nombre y apellidos, fotos y partido 
político?

5. ¿Se da información básica sobre los representantes que no 
forman parte del gobierno: nombre y apellidos, fotos y partido 
político?

6. ¿Se da información sobre los representantes que no forman 
parte del gobierno: biografía y/o currículum?

6. ¿Se da información sobre los representantes que no forman 
parte del gobierno: biografía y/o currículum?

17. ¿Se publican las retribuciones de los cargos electos? 7. ¿Se publican las retribuciones (mensuales y/o anuales) de los 
representantes políticos?

8. ¿Se publican las declaraciones de actividades y bienes de los 
cargos electos (gobierno y oposición), en el momento de tomar 
posesión del cargo, cuando se produzcan variaciones a lo largo 
del mandato y en el momento de su cese?

9. ¿Se publica la agenda institucional del alcalde o alcaldesa?

31. ¿Se ofrecen en la web las direcciones de e-mail de los miem-
bros del gobierno?

10. ¿Se publica en la web datos de contacto de los miembros del 
gobierno (correo electrónico y/o Twitter y/o Facebook y/o web 
y/o teléfono…)?

32. ¿Se ofrecen en la web las direcciones de e-mail de los miem-
bros de la oposición?

11. ¿Se publica en la web datos de contacto de los miembros de la 
oposición (correo electrónico y/o Twitter y/o Facebook y/o web 
y/o teléfono…)?

2. ¿Cómo gestionan los recursos colectivos? (indicadores 7 a 21) 1.2. ¿Cómo gestionan los recursos colectivos? (indicadores 12 al 
20)

8. ¿Se da información sobre la composición de estos órganos de 
gobierno?

12. ¿Se da información sobre la composición de los órganos de 
gobierno: pleno, junta de gobierno y/o comisiones informativas?

7. ¿Se da información sobre las competencias de los órganos de 
gobierno: pleno, junta de gobierno y/o comisiones informativas?

13. ¿Se da información sobre las competencias y el calendario de 
trabajo de estos órganos de gobierno?

9. ¿Se da información sobre el calendario de trabajo de estos ór-
ganos de gobierno?

14. ¿Se publica el organigrama completo con sus nombres y ape-
llidos de las personas responsables y sus funciones?

10. ¿Se publican las convocatorias con las órdenes del día previas 
a la celebración de los plenos municipales?

15. ¿Se publican las convocatorias con los órdenes del día previos 
a la celebración de los plenos municipales?

11. ¿Se publican las actas del pleno municipal? 16. ¿Se publican las actas del pleno municipal?

12. ¿Se publican los acuerdos del gobierno o de la junta de go-
bierno local?

17. ¿Se publican los acuerdos completos de la junta de gobierno 
y/o actas íntegras cuando la junta de gobierno actué en delega-
ción del pleno?
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13. ¿Se da información sobre el plan de gobierno (PG), plan de 
actuación municipal (PAM) y/o el plan estratégico?

18. ¿Se da información del plan de gobierno (PG), el plan de ac-
tuación municipal (PAM) y/o el plan estratégico, especificando 
los objetivos concretos, las actividades, los medios y los plazos 
previstos para su desarrollo a lo largo del mandato?

14. ¿Se da información sobre el plan de ordenación urbanística 
(POUM) u otras normas de planificación urbanística?

19. ¿Se da información del plan de ordenación urbanística (POUM), 
plan general de ordenación (PGO) u otras normas de planificación 
urbanística, así como sus modificaciones puntuales?

18. ¿Se publican las ordenanzas municipales? 20. ¿Se publican las ordenanzas municipales, los reglamentos 
y/u otras disposiciones de relevancia jurídica?

15. ¿Se da información sobre otros planes municipales: agenda 21, 
mujeres, participación ciudadana, etc?

1.3. ¿Cómo gestionan los recursos económicos: presupuestos, sa-
larios, contrataciones, subvenciones…? (indicadores 21 a 38)

19. ¿Se publica el presupuesto del ayuntamiento? 21. ¿Se publica el presupuesto del ayuntamiento del año en curso, 
por capítulos, por áreas, por programas y/o por servicios, y de 
los organismos autónomos y entes dependientes, en el caso de 
existir?

22. ¿Se publica información sobre la ejecución trimestral del pre-
supuesto o del año en curso?

23. ¿Se publican las modificaciones presupuestarias realizadas?

20. ¿Se publica información sobre la ejecución del presupuesto? 24. ¿Se publica información sobre el cumplimiento de los objeti-
vos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera y/o 
el nivel de endeudamiento?

21. ¿Se publican los informes anuales de la cuenta general y la 
memoria de la gestión económica de la comisión especial de 
cuentas?

25. ¿Se publica la liquidación de los presupuestos de ejercicios 
anteriores y/o la cuenta general?

16. ¿Se publica la relación de puestos de trabajo de la corpora-
ción y las retribuciones según las categorías?

26. ¿Se publica la relación de puestos de trabajo y las retribucio-
nes del personal laboral y funcionario del ayuntamiento, según 
las categorías?

27. ¿Se publica el listado y las retribuciones de los directivos y de 
los cargos de confianza, sus funciones y su currículum?

28. ¿Se publica la oferta de trabajo del ayuntamiento, el desarrollo 
de los concursos públicos y los resultados?

29. ¿Se publica la información sobre los datos más relevantes del 
inventario general del patrimonio respecto a los bienes inmue-
bles de dominio público y patrimoniales y los bienes muebles 
con un valor especial?

30. ¿Se publican todos los contratos formalizados, mayores y me-
nores?

31. ¿Se publican las licitaciones en curso y la composición de las 
mesas de contratación?

32. ¿Se publican las actas de las mesas de contratación?

26. ¿Se informa sobre el perfil del contratante, y de las contrata-
ciones y las concesiones firmadas por la corporación con empre-
sas, entidades o personas particulares? 

33. ¿Se publican las modificaciones de los contratos formaliza-
dos y sus prórrogas, las licitaciones anuladas y las resoluciones 
anticipadas?

34. ¿Se publica la relación completa de proveedores, adjudicata-
rios y/o contratistas y la cuantía económica?

35. ¿Se publica el período medio de pago a proveedores?

36. ¿Se publican las subvenciones otorgadas, las respectivas con-
vocatorias y resoluciones?
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37. ¿Se publican los convenios firmados, especificando las partes, 
su objeto y las obligaciones económicas que se deriven, en su 
caso?

38. ¿Se publica el coste y las características de las campañas de 
publicidad institucional en los medios de comunicación?

2. Información para la participación

3. ¿Cómo informan de la gestión de los recursos colectivos? (in-
dicadores 22 a 28)

2.1. ¿Qué información proporcionan sobre el municipio y la gestión 
de los recursos colectivos? (indicadores 39 a 45)

22. ¿Se publican noticias en la web?

23. ¿Se publican noticias sobre las actuaciones de los miembros 
del gobierno relacionadas con el rendimiento de cuentas?

39. ¿Se publican noticias, informaciones y/u opiniones sobre las 
actuaciones de los miembros del gobierno relacionadas con la 
gestión del gobierno?

24. ¿Se publican noticias sobre las actuaciones de los miembros 
de la oposición relacionadas con el control de la gestión del go-
bierno?

40. ¿Se publican noticias, informaciones y/u opiniones sobre las 
actuaciones de los miembros de la oposición y/o de los grupos 
políticos relacionadas con el control de la gestión del gobierno?

25. ¿Se publican noticias en las cuales se contrastan las informa-
ciones de miembros del gobierno, de la oposición, y de técnicos, 
si procede?

41. ¿Se publica información sobre el desarrollo del pleno, las mo-
ciones presentadas por los diferentes grupos políticos, el debate 
y los acuerdos?

30. ¿Se da información histórica sobre el municipio? 42. ¿Se da información histórica sobre el municipio?

29. ¿Se da información sobre la situación del municipio: datos so-
bre el término municipal, la población empadronada y su diversi-
dad social, las actividades económicas, culturales…?

43. ¿Se da información sobre la situación del municipio: datos 
sobre el término municipal, la población empadronada y su di-
versidad social, las actividades económicas, los equipamientos 
culturales y de ocio…?

36. ¿Se ofrece en la web una agenda de actividades municipales 
y ciudadanas?

44. ¿Se ofrece en la web una agenda de actividades municipales 
y ciudadanas?

41. ¿Se publica el contacto con la persona responsable de prensa, 
información y/o comunicación de la corporación?

45. ¿Se publica el contacto con la persona responsable de pren-
sa, información y/o comunicación de la corporación, ya sea téc-
nica o política?

27. ¿Se informa sobre el acuerdo del pleno municipal y/o de la 
junta de portavoces de apoyar al decálogo de buenas prácticas 
de la comunicación local pública?

28. ¿Se publica en la web el decálogo de buenas prácticas de la 
comunicación local pública?

4. ¿Qué herramientas ofrecen para la participación ciudadana en 
el control democrático? (indicadores 29 a 41)

2.2. ¿Qué herramientas ofrecen para la participación ciudadana? 
(indicadores 46 a 52)

34. ¿Se da información sobre el reglamento de participación ciu-
dadana?

46. ¿Se da información sobre el reglamento de participación ciu-
dadana o de otras normas al respecto?

35. ¿Se da información en la web sobre otros mecanismos de 
participación: consejos territoriales, consejos de ciudad, consejos 
sectoriales, etc.?

47. ¿Se da información en la web de otros mecanismos o entes 
de participación que estén vigentes como consejos territoriales, 
consejos de ciudad, consejos sectoriales, etc.?

48. ¿Se publican las actas de las reuniones de los otros mecanis-
mos o entes de participación mencionados en el indicador 47?

37. ¿Se ofrece en la web el directorio de entidades del municipio? 49. ¿Se ofrece en la web el directorio de entidades y asociaciones 
del municipio y/o registro de los grupos de interés, en su caso?

38. ¿Se ofrecen las herramientas de participación para la elabora-
ción y/o seguimiento del plan de gobierno, el plan de actuación 
municipal y/o el plan estratégico?

50. ¿Se ofrecen en la web instrumentos de consultas y/o de par-
ticipación sobre temas actuales de interés local?
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51. ¿Se ofrece en la web la relación de los servicios que se pres-
tan (carta de servicios) con información sobre el contenido de los 
mismos, la ubicación de los equipamientos donde se prestan, los 
horarios de atención al público, los canales de prestación de los 
servicios, los enlaces en las webs corporativas, las direcciones de 
correo electrónico, y los compromisos ante la ciudadanía?

40. ¿Se ofrecen a las ciudadanas y ciudadanos herramientas para 
comunicar incidencias en la vía pública, quejas o sugerencias?

52. ¿Se proporcionan en la web instrumentos para valorar los ser-
vicios y para presentar quejas o sugerencias sobre su funciona-
miento?

33. ¿Se ofrecen en la web acceso a redes sociales de la corpo-
ración?

39. ¿Se ofrecen herramientas de participación para la elaboración 
y/o seguimiento del presupuesto u otros planes municipales?

Los 52 indicadores cubren la totalidad de los supuestos de publicidad activa  y ren-
dición de cuentas contemplados en la Ley 12/2014. De esa forma, “la metodología 
Infoparticipa se plantea como una auditoría cívica de la transparencia de las adminis-
traciones públicas” (Molina, 2017).

El Mapa Infoparticipa representa las mediciones de transparencia que se realizan en 
las diferentes regiones y oleadas de análisis de forma georreferenciada: localizadas en 
el espacio del municipio. Se acompañan con un sencillo sistema de colores que iden-
tifica diferentes niveles de transparencia en la rendición de cuentas. El objetivo último 
del grupo de investigadores que lo forma es identificar buenas prácticas y asesorar a 
los municipios más deficitarios para que mejoren en la rendición de cuentas, como 
un paso previo y necesario para aumentar la participación ciudadana en los asuntos 
públicos. 

4. RESULTADOS LA INVESTIGACIÓN

4.i. comparativa de cumplimiento entre la oleada de 2015 y 2017

Canarias cuenta con 27 municipios de más de 20.000 habitantes, de los que cuatro 
tienen más de 100.000, otros cuatro se encuentran entre 50.000 y 100.000 y 19 se si-
túan entre 20.001 y 50.000 censados. Del total analizado, sólo cumplen con al menos 
la mitad de los indicadores Infoparticipa seis de ellos (Las Palmas de Gran Canaria, 
Santa Cruz de Tenerife, San Cristóbal de La Laguna, Telde, Arrecife y Los Realejos)10. 
Los cuatro consistorios con mayor número de habitantes cumplen con, al menos, la 
mitad de los indicadores del Mapa Infoparticipa, a los que se les añade Arrecife (58.537 
habitantes) y Los Realejos (36.149).

Del conjunto de 27 municipios con más de 20.000 habitantes sólo mejoran el cumpli-
miento de los indicadores en la oleada de 2017 seis de ellos (Santa Lucía de Tirajana, 
10 El Comisionado de Transparencia de Canarias aseguraba, en su informe de 2016, que entre los consistorios de más de 20.000 habitantes destacaban “Las 
Palmas de Gran Canaria, Arrecife, Los Realejos, San Cristóbal de La Laguna y Candelaria”. “Los cinco con menores puntuaciones son La Orotova, Agüimes, 
Adeje, Granadilla de Abona y La Oliva”. Aunque se percibe alguna diferencia en las conclusiones debido a que la metodología del Comisionado y de Info-
participa no es la misma, sí que hacemos nuestra la conclusión a la que llegó el comisionado: “Es evidente que la inmensa mayoría han de hacer un esfuerzo 
mayor para mejorar la publicidad activa de sus actuaciones en sus portales de transparencia y webs”
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Arrecife, Arucas, Los Realejos, Icod de los Vinos y Los Llanos de Aridane). De estos seis 
que mejoran respecto a la oleada de mayo de 2015, sólo alcanzan el aprobado dos 
(Arrecife y Los Realejos).

Es significativo que los dos consistorios que contaban con un cumplimiento superior 
al 75% en la oleada de mayo de 2015 (San Cristóbal de La Laguna y Santa Cruz de 
Tenerife) hayan caído en el último análisis realizado a porcentajes inferiores al 60%. 
La relación completa de consistorios y porcentaje de cumplimientos comparada se 
expone en la tabla 2.

Por otro lado, entre los consistorios que cumplieron más del 50% de los indicadores 
Infoparticipa, dos estaban gobernados por PSOE, dos por Coalición Canaria, uno por 
Nueva Canarias y el último por el Partido Popular. Sólo dos de ellos están gobernados 
por una mujer (Arrecife y Telde).

Hay que tener en cuenta, asimismo, el número de consistorios regentados por cada 
partido, así como su población. Los del PSOE y Coalición Canaria se encuentran entre 
los más poblados de la comunidad autónoma, lo que les dota de mayores recursos 
humanos y económicos para el mantenimiento y actualización de las webs. Telde y 
Santa Lucía de Tirajana, gobernados por Nueva Canarias, cuentan con 102.164 y 69.178 
habitantes, y un porcentaje de cumplimiento del 53,84% y el 38,46%, respectivamente.  
En la tabla 2 se relacionan los partidos políticos y la media de cumplimiento de los 
indicadores del Mapa Infoparticipa en la última oleada de 2017.

Tabla 2: Porcentaje de cumplimiento de los criterios de transparencia Infoparticipa por partido político en la oleada de 201711.

Partidos que gobiernan municipios con más de 20.000 habitantes ordenados según resultados

Partido Número de alcaldías Media

Nueva Canarias 3 39,74%

Agrupación de Electores Roque Aguayro 1 38,48%

Partido Socialista Obrero Español 8 37,73%

Partido Popular 5 34,61%

Coalición Canaria-Partido Nacionalista Ca-
nario

8 33,40%

Ciudadanos para el cambio 1 26,92%

Partido Progresista Majorero 1 13,46%

Respecto al sexo del titular de la alcaldía, hay que reseñar que de los 27 ayuntamientos 
canarios de más de 20.000 habitantes, solo seis están gobernados por mujeres, lo que 
representa el 22,22%. Estos son Arrecife, Candelaria, Los Llanos de Aridane, Mogán, 
Santa Lucía de Tirajana y Telde. El sexo del mandatario no influye en los resultados de 
11 Esta tabla y parte de los datos contenidos en este apartado se utilizaron para realizar un informe en octubre de 2017 sobre la última de las oleadas de análisis 
en Canarias. El informe completo puede consultarse en http://mapainfoparticipa.com/index/home/8.
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los análisis de los mapas. De hecho, solo dos de los seis municipios gobernados por 
mujeres cumple con más de la mitad de los indicadores: Telde, con un 53,84%, y Arre-
cife, con un 51,92%. No obstante, este resultado puede estar más relacionado con el 
número de habitantes (y por tanto de recursos económicos) que con el sexo del primer 
edil. 

Cabe destacar, no obstante, que tres de los municipios gobernados por mujeres se 
encuentran entre los diez primeros en porcentaje de cumplimiento de los indicadores 
del Mapa Infoparticipa (Telde, Arrecife y Santa Lucía de Tirajana). Además, dos de ellos 
(Arrecife y Santa Lucía de Tirajana) mejoraron sus puntuaciones respecto a la oleada 
de análisis anterior. En la tabla 3 se expone la comparativa por consistorio entre las dos 
oleadas. Se han utilizado para ilustrar la tabla los mismos colores del infómetro12 del 
Mapa Infoparticipa.

Tabla 3: Porcentaje de indicadores Infoparticipa cumplidos por los ayuntamientos canarios de más de 20.000 habitantes en 2015 y en 2017.

Ayuntamiento Población
% de indicadores cumplidos 

en 2015
% de indicadores cumplidos 

en 2017

Las Palmas de Gran Canaria 378.998 68,29 59,61

Santa Cruz de Tenerife 203.585 75,61 51,92

San Cristóbal de La Laguna 153.111 78,05 57,69

Telde 102.164 65,85 53,84

Arona 79.172 63,41 40,38

Santa Lucía de Tirajana 69.178 36,59 38,46

Arrecife 58.537 36,59 51,92

San Bartolomé de Tirajana 53.829 39,02 26,92

Adeje 47.316 43,9 38,46

Granadilla de Abona 45.332 24,39 21,15

La Orotava 41.294 53,66 30,76

Puerto del Rosario 38.126 46,34 30,76

Arucas 37.299 24,39 34,61

Los Realejos 36.149 51,22 57,69

Agüimes 30.742 43,9 8,46

Ingenio 30.340 41,46 13,46

Puerto de la Cruz 29.497 34,15 26,92

Candelaria 26.746 43,9 32,69

La Oliva 24.508 29,27 13,46

Gáldar 24.296 51,22

12 Los resultados se publican en el Mapa Infoparticipa y se representan de acuerdo con un infómetro que traduce la puntuación que ha obtenido cada web 
en un código de colores: blanco si no ha logrado el 25% de los indicadores positivos; amarillo si ha conseguido entre el 25% y el 50%; y verde si supera este 
porcentaje. El verde oscuro se utiliza solo para los consistorios que sobrepasan el 75% de cumplimiento de los indicadores.
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Tacoronte 23.772 36,59 9,61

Icod de los Vinos 22.606 24,39 28,84

Teguise 21.724 36,59 36,53

Mogán 21.049 43,9 26,92

Guía de Isora 20.460 43,9 30,76

Los Llanos de Aridane 20.043 31,71 32,69

Tías 20.037 43,9 28,84

4.2. cumplimiento en 2017 por indicadores

Aunque la metodología del Mapa Infoparticipa otorga idéntica puntación a cada uno 
de los ítems o indicadores, hemos querido realizar una comparativa por bloques para 
detectar si hay dificultades específicas y generalizadas en la publicación de determi-
nados datos.

Un total de seis cuestiones no hallaron respuesta en ninguna de las 27 páginas webs 
de los consistorios analizados: la relativa al plan de gobierno (ítem 18), la de la rela-
ción de proveedores del ayuntamiento (34), el coste y características de las campañas 
de publicidad institucional (38), la publicación de noticias sobre el control del gobier-
no (40), las actas de los órganos de participación (48) y la carta de servicios (51). Las 
cuestiones sobre el desarrollo del pleno o del período medio de pago a proveedores 
también están a la cola en cumplimiento. En la tabla 4 ofrecemos la información des-
granada por indicadores.

Entre las que arrojaron mejores porcentajes de cumplimiento se encuentra la publi-
cación de información básica sobre el alcalde o alcaldesa (92,59%)13; la información 
básica sobre los representantes que forman parte del gobierno (85,18%), y las informa-
ciones de los miembros del gobierno relacionadas con la gestión (85,18%).

Tabla 4: Porcentaje de cumplimiento de cada uno de los indicadores por parte de los 27 ayuntamientos canarios de más de 20.000 habi-
tantes en el análisis de 2017.

Indicadores 2016
% de cumplimiento de los ayuntamien-

tos de más de 20.000 habitantes

1. Transparencia de la corporación

1.1. ¿Quiénes son los representantes políticos? (indicadores 1 a 11)

1. ¿Se da información básica sobre el alcalde o la alcaldesa: nombre y apellidos y 
partido político?

92,59

2. ¿Se da información sobre el alcalde o la alcaldesa: biografía y/o currículum? 55,55

3. ¿Se da información básica sobre los representantes que forman parte del gobier-
no: nombre y apellidos, fotos y partido político?

85,18

13 Es de reseñar que los dos únicos municipios de más de 20.000 habitantes que no consignaron estos datos, La Oliva y Tacoronte, han estado sometidos a 
sendas y complejas mociones de censura, lo que puede haber afectado a la falta de actualización de las webs sobre los datos de sus actuales alcaldes.
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4. ¿Se da información sobre los representantes que forman parte del gobierno: bio-
grafía y/o currículum?

40,74

5. ¿Se da información básica sobre los representantes que no forman parte del 
gobierno: nombre y apellidos, fotos y partido político?

59,25

6. ¿Se da información sobre los representantes que no forman parte del gobierno: 
biografía y/o currículum?

14,81

7. ¿Se publican las retribuciones (mensuales y/o anuales) de los representantes 
políticos?

40,74

8. ¿Se publican las declaraciones de actividades y bienes de los cargos electos 
(gobierno y oposición), en el momento de tomar posesión del cargo, cuando se 
produzcan variaciones a lo largo del mandato y en el momento de su cese?

29,62

9. ¿Se publica la agenda institucional del alcalde o alcaldesa? 7,4

10. ¿Se publica en la web datos de contacto de los miembros del gobierno (correo 
electrónico y/o Twitter y/o Facebook y/o web y/o teléfono…)?

59,25

11. ¿Se publica en la web datos de contacto de los miembros de la oposición (co-
rreo electrónico y/o Twitter y/o Facebook y/o web y/o teléfono…)?

14,81

1.2. ¿Cómo gestionan los recursos colectivos? (indicadores 12 al 20)

12. ¿Se da información sobre la composición de los órganos de gobierno: pleno, 
junta de gobierno y/o comisiones informativas?

74,07

13. ¿Se da información sobre las competencias y el calendario de trabajo de estos 
órganos de gobierno?

29,62

14. ¿Se publica el organigrama completo con sus nombres y apellidos de las perso-
nas responsables y sus funciones?

22,22

15. ¿Se publican las convocatorias con los órdenes del día previos a la celebración 
de los plenos municipales?

51,85

16. ¿Se publican las actas del pleno municipal? 51,85

17. ¿Se publican los acuerdos completos de la junta de gobierno y/o actas íntegras 
cuando la junta de gobierno actué en delegación del pleno?

29,62

18. ¿Se da información del plan de gobierno (PG), el plan de actuación municipal 
(PAM) y/o el plan estratégico, especificando los objetivos concretos, las activida-
des, los medios y los plazos previstos para su desarrollo a lo largo del mandato?

0

19. ¿Se da información del plan de ordenación urbanística (POUM), plan general de 
ordenación (PGO) u otras normas de planificación urbanística, así como sus modi-
ficaciones puntuales?

70,37

20. ¿Se publican las ordenanzas municipales, los reglamentos y/u otras disposicio-
nes de relevancia jurídica?

77,77

1.3. ¿Cómo gestionan los recursos económicos: presupuestos, salarios, contratacio-
nes, subvenciones…? (indicadores 21 a 38)

21. ¿Se publica el presupuesto del ayuntamiento del año en curso, por capítulos, 
por áreas, por programas y/o por servicios, y de los organismos autónomos y entes 
dependientes, en el caso de existir?

29,62

22. ¿Se publica información sobre la ejecución trimestral del presupuesto o del 
año en curso?

14,81

23. ¿Se publican las modificaciones presupuestarias realizadas? 7,4

24. ¿Se publica información sobre el cumplimiento de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera y/o el nivel de endeudamiento?

3,7

25. ¿Se publica la liquidación de los presupuestos de ejercicios anteriores y/o la 
cuenta general?

22,22
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26. ¿Se publica la relación de puestos de trabajo y las retribuciones del personal 
laboral y funcionario del ayuntamiento, según las categorías?

7,04

27. ¿Se publica el listado y las retribuciones de los directivos y de los cargos de 
confianza, sus funciones y su currículum?

11,11

28. ¿Se publica la oferta de trabajo del ayuntamiento, el desarrollo de los concursos 
públicos y los resultados?

62,96

29. ¿Se publica la información sobre los datos más relevantes del inventario gene-
ral del patrimonio respecto a los bienes inmuebles de dominio público y patrimo-
niales y los bienes muebles con un valor especial?

37,03

30. ¿Se publican todos los contratos formalizados, mayores y menores? 22,22

31. ¿Se publican las licitaciones en curso y la composición de las mesas de con-
tratación?

74,07

32. ¿Se publican las actas de las mesas de contratación? 33,33

33. ¿Se publican las modificaciones de los contratos formalizados y sus prórrogas, 
las licitaciones anuladas y las resoluciones anticipadas?

44,44

34. ¿Se publica la relación completa de proveedores, adjudicatarios y/o contratis-
tas y la cuantía económica?

0

35. ¿Se publica el período medio de pago a proveedores? 7,04

36. ¿Se publican las subvenciones otorgadas, las respectivas convocatorias y re-
soluciones?

11,11

37. ¿Se publican los convenios firmados, especificando las partes, su objeto y las 
obligaciones económicas que se deriven, en su caso?

11,11

38. ¿Se publica el coste y las características de las campañas de publicidad institu-
cional en los medios de comunicación?

0

2. Información para la participación

2.1. ¿Qué información proporcionan sobre el municipio y la gestión de los recursos 
colectivos? (indicadores 39 a 45)

39. ¿Se publican noticias, informaciones y/u opiniones sobre las actuaciones de los 
miembros del gobierno relacionadas con la gestión del gobierno?

85,18

40. ¿Se publican noticias, informaciones y/u opiniones sobre las actuaciones de los 
miembros de la oposición y/o de los grupos políticos relacionadas con el control 
de la gestión del gobierno?

0

41. ¿Se publica información sobre el desarrollo del pleno, las mociones presenta-
das por los diferentes grupos políticos, el debate y los acuerdos?

3,7

42. ¿Se da información histórica sobre el municipio? 77,77

43. ¿Se da información sobre la situación del municipio: datos sobre el término mu-
nicipal, la población empadronada y su diversidad social, las actividades económi-
cas, los equipamientos culturales y de ocio…?

62,96

44. ¿Se ofrece en la web una agenda de actividades municipales y ciudadanas? 74,07

45. ¿Se publica el contacto con la persona responsable de prensa, información y/o 
comunicación de la corporación, ya sea técnica o política?

14,81

2.2. ¿Qué herramientas ofrecen para la participación ciudadana? (indicadores 46 
a 52)

46. ¿Se da información sobre el reglamento de participación ciudadana o de otras 
normas al respecto?

66,66
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47. ¿Se da información en la web de otros mecanismos o entes de participación 
que estén vigentes como consejos territoriales, consejos de ciudad, consejos sec-
toriales, etc.?

18,51

48. ¿Se publican las actas de las reuniones de los otros mecanismos o entes de 
participación mencionados en el indicador 47?

0

49. ¿Se ofrece en la web el directorio de entidades y asociaciones del municipio y/o 
registro de los grupos de interés, en su caso?

33,33

50. ¿Se ofrecen en la web instrumentos de consultas y/o de participación sobre 
temas actuales de interés local?

11,11

51. ¿Se ofrece en la web la relación de los servicios que se prestan (carta de servi-
cios) con información sobre el contenido de los mismos, la ubicación de los equi-
pamientos donde se prestan, los horarios de atención al público, los canales de 
prestación de los servicios, los enlaces en las webs corporativas, las direcciones 
de correo electrónico, y los compromisos ante la ciudadanía?

0

52. ¿Se proporcionan en la web instrumentos para valorar los servicios y para pre-
sentar quejas o sugerencias sobre su funcionamiento?

55,55

5. CONCLUSIONES

Del análisis del cumplimiento del cuestionario Infoparticipa por parte de los ayunta-
mientos canarios de más de 20.000 habitantes podemos concluir que la aprobación 
y entrada en vigor de la Ley no ha supuesto un salto cuantitativo en la cantidad y ca-
lidad de la publicidad activa en sus páginas webs. Los dos consistorios que estaban a 
la cabeza en publicidad activa (San Cristóbal de La Laguna y Santa Cruz de Tenerife) 
han bajado sus puntuaciones; sólo han mejorado seis de los 27 analizados y, de ellos, 
solo dos han alcanzado el aprobado. En total, sólo cumplen al menos la mitad de los 
indicadores seis ayuntamientos.

Por otro lado, comprobamos que las páginas web de los consistorios analizados si-
guen funcionando como si se tratara de una herramienta en propiedad del grupo de 
gobierno. Es significativo que el porcentaje de cumplimiento sea elevado en los in-
dicadores que tienen que ver con ofrecer información básica o el currículum de los 
miembros del gobierno (85,18% y 40,74%, respectivamente), pero se desplome cuando 
se trata de ofrecer los mismos datos sobre los miembros de la corporación electos 
que están en la oposición (59,21% y 14,81%, respectivamente). Lo mismo ocurre cuando 
se trata de “dar voz” u ofrecer un espacio para su expresión a través de la Home del 
ayuntamiento. Ningún ayuntamiento cumple el ítem 40 del Mapa que aborda precisa-
mente este punto. 

Los esfuerzos en la publicidad activa en los municipios canarios de más de 20.000 
habitantes son desiguales y no se correlacionan con determinadas opciones políticas. 
Sí parece existir una relación entre el mayor número de habitantes (y, por tanto, de re-
cursos económicos) y el mayor cumplimiento de los indicadores de transparencia. Los 
seis consistorios con más de 100.000 censados cumplen al menos la mitad. No obs-
tante, también otros consistorios con menos población, pero entendemos que mayor 
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voluntad hacia el cumplimiento de la Ley, han mejorado y logrado cumplir al menos 
con la mitad de los ítems de Infoparticipa (Arrecife y Los Realejos), de lo que deduci-
mos que la supuesta escasez de recursos económicos del municipio no puede servir 
de excusa para evadir el cumplimiento de las obligaciones de la Ley.

Tampoco existe una correlación directa entre sexo del mandatario y grado de trans-
parencia de la corporación. La muestra estudiada (seis consistorios) es escasa para 
alcanzar conclusiones relevantes en la que intervienen otras variables como la pobla-
ción.

Como ocurre con consistorios analizados por Infoparticipa en otras comunidades au-
tónomas de España, podemos concluir que la mayoría de los ayuntamientos analiza-
dos no se comportan como fuentes de información completas y fiables, que inciten y 
posibiliten la participación ciudadana (Moreno, 2017).

El siguiente paso en esta investigación es identificar la buenas prácticas de los con-
sistorios que más indicadores cumplen mediante focus group y difundir estas líneas 
maestras entre los que tienen peores puntuaciones. De esta forma, proponemos a 
los consistorios que dediquen tiempo y recursos humanos a mejorar su rendición de 
cuentas, lo que, a corto y medio plazo, contribuirá a aumentar la participación ciuda-
dana y, a largo, ayudará a disminuir la desafección de la ciudadanía hacia los políticos 
y mejorará nuestra democracia.

*Investigación financiada. Este artículo es producto del proyecto de Investigación titu-
lado “Metodologías y modelos de información para el seguimiento de la acción de los 
responsables de los gobiernos locales y la rendición de cuentas”, referencia CSO2015-
64568-R, financiado por la Secretaria de Estado de Investigación, Desarrollo e Innova-
ción, del Ministerio de Economía y Competitividad y el Fondo Europeo de Desarrollo 
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RESUMEN

Este artículo pretende responder a la pregunta, si la transparencia y el buen gobierno 
pueden implementarse en el denominado paradigma de la gobernanza. Los diferentes 
epígrafes desarrollan las características de los dos principales conceptos en relación a 
la participación, a las nuevas tecnologías, a la responsabilidad política, las administra-
ciones públicas ofreciendo unas conclusiones al respecto. Para el desarrollo del texto 
se ha empleado una amplia bibliografía de consulta.

PALABRAS CLAVE

Transparencia pública, buen gobierno, gobernanza, ética y valores públicos, derecho 
a la transparencia.

1. BREVE INTRODUCCIÓN Y PLANTEAMIENTO GENERAL

La imbricación entre economía y sociedad, y entre éstas y la política, tiene una larga 
tradición doctrinal en las ciencias sociales que constituye un paradigma. El mundo glo-
bal actual es complejo y diverso. La realidad presente no puede analizarse solo desde 
disciplinas y perspectivas unilaterales sino en base a explicaciones multivariables. 

Sin un análisis previo y reflexivo de la realidad, es difícil poder afrontar la adopción de 
decisiones estratégicas y adecuadas para proceder a una adecuada, eficaz, transpa-
rente y responsable actuación.

El modelo existente de sistema político implicará un determinado modelo de Estado, 
de Gobierno y por ende, de Administración Pública.

No obstante, varias han sido las causas y los efectos de la situación actual de crisis es-
tructural, cuya manifestación más evidente sería la crisis de los sistemas político-ad-
ministrativos.

A esta crisis de falta de legitimidad democrática, de respuesta a los desafíos y proble-
mas planteados, se pretende responder básicamente con lo que se ha denominado 
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Gobernanza o Buen Gobierno. Precedentemente encontramos una “desinstitucionali-
zación democrática” o falta de calidad democrática junto al fracaso en el desarrollo de 
la cultura y valores de lo público en la capacidad de gobernar. 

Por otro lado, el Buen Gobierno, es la antítesis, prevención y remedio ante la aparición 
de la corrupción política y administrativa, contribuyendo notablemente la exigencia de 
la transparencia. La transparencia administrativa no es solo información, comunicación 
y documentación administrativa claras y fiables, sino también implica la facilidad de su 
accesibilidad y de su receptividad como han señalado entre otros la OCDE (2010) en 
numerosos informes y documentos publicados. 

No obstante, hay que señalar que el Buen Gobierno, entre otros principios y valores im-
plica sustancialmente lo siguiente: a) transparencia y apertura (Open Government); b) 
receptividad; c) integridad ética; d) vías de participación internas para sus empleados, 
y de la ciudadanía en el exterior; e) rendimiento de cuentas, y exigencia de responsa-
bilidades; f) eficacia, eficiencia y economía; g) accesibilidad física y documental a sus 
instituciones; h) legalidad y calidad de las leyes aprobadas; i) respeto y garantía de los 
derechos humanos; j) resultados de la gestión; k) emprendimiento y l) ecología.

El Buen Gobierno también equivalente al paradigma de la Gobernanza, que supone 
sobrevalorar la relación dialéctica del gobierno con la Sociedad Civil; superando visio-
nes precedentes y obsoletas de contemplación estática por parte del gobierno. Este 
último a su vez, también se considera como un requisito imprescindible para el de-
sarrollo económico. Cabe recordar lo indicado por Aguilar Villanueva (2007) sobre la 
Gobernanza, modelo que:

“apunta a la necesidad o conveniencia de un nuevo proceso directivo de la so-
ciedad más que a la reproducción del proceso directivo estructurado por la ac-
ción del gobierno aun si dotado con la totalidad de las capacidades requeridas. 
Su supuesto básico es la noción de que en las actuales condiciones sociales 
(nacionales e internacionales) el gobierno es un agente de dirección necesario 
pero insuficiente, aun si dotado con todas las capacidades requeridas y aun si 
sus acciones aprovechan a cabalidad las muchas capacidades que le han sido 
otorgadas. Por consiguiente, se requieren y se valoran las capacidades sociales 
para una dirección satisfactoria de la sociedad. (…) Para ello el gobierno debe ser 
visionario y capaz de subordinar a los actores económicos, civiles y políticos en la 
definición de los objetivos de la vida social y de su proceso de realización, éste ya 
no opera en las condiciones contemporáneas de democracia, creciente autono-
mía (independencia y autorregulación) de personas y organizaciones sociales en 
numerosos campos de su vida, diferenciación funcional de la sociedad, globali-
zación de la economía” (Aguilar Villanueva, 2007: 6-7)
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2. EL PARADIGMA DE LA GOBERNANZA Y SUS PRINCIPALES CARACTERÍS-
TICAS

La Real Academia de la Lengua Española, en su sesión del 21 de diciembre del 2000, 
definió así la Gobernanza: “Arte o manera de gobernar que se propone como objetivo 
el logro de un desarrollo económico, social e institucional duradero, promoviendo un 
sano equilibrio entre el Estado, la sociedad, y el mercado de la economía”. De esta de-
finición antedicha, nos gustaría resaltar lo siguiente:

a) La gobernanza, es ante todo y sobre todo un modo de gobernar; no es pues 
el único, y se deduce que es un novedoso modo de gobernar. Este modo de 
gobernar tendrá por tanto, sus propias características diferenciadoras de otros.
b) La gobernanza, es un arte. Requiere pues un rodaje, una experimentación, 
un aprendizaje. No es una fórmula mágica o teoría completa que ofrezca la res-
puesta concreta. El carácter de arte hace que necesite desarrollarse hasta lograr 
resultados satisfactorios.
c) El arte o modo de gobernar es un medio o instrumento para lograr un fin que sí 
es claro e inequívoco, aunque genérico y programático, “el logro de un desarrollo 
económico, social e institucional duradero” (Romero Tarín y Gómez Calvo, 2016: 
171)
d) Ese fin del desarrollo no es único, sino plural y complementario: “desarrollo 
económico, social e institucional” alejándose pues de la concepción unidimen-
sional neoliberal y economicista de la década de los sesenta y setenta, fruto del 
llamado “pensamiento único”; haciendo hincapié además en el desarrollo social 
frente a los graves problemas sociales de hoy, y también institucional fruto de las 
aportaciones del “neoinstitucionalismo”.
e) Además el desarrollo, en sus varias facetas complementarias e integradas, 
debe ser no coyuntural o caprichoso; sino duradero o permanente.
f) El efecto o resultado de ese desarrollo, producirá “un sano equilibrio”, es decir 
un justo, adecuado, e integrado equilibrio, entre el Estado, la sociedad y el mer-
cado.
g) Es relevante señalar que la gobernanza, supone sobre todo la superación de la 
dicotomía del dualismo entre Estado y sociedad, y de economía y sociedad, fruto 
de una concepción que tiene sus orígenes en el siglo XIX, con el nacimiento del 
Estado de Derecho. Estamos ante una nueva forma de relacionarse y articularse 
el Estado, la sociedad, y el mercado de la economía. La relación es a tres, y no de 
dos en dos, y de forma separada.
h) En la definición de la Real Academia aparece la sociedad, que debemos en-
tender como Sociedad Civil. Esta es la nueva protagonista en la relación, que 
tiene y que va a reclamar su papel, básicamente a través de la participación ciu-
dadana o participación de sus miembros. Esa mención expresa de la sociedad, 
es lo que conlleva a caracterizar por implícita, que toda gobernanza debe ser 
democrática por esencia.
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Existe una correlación importante a su vez, entre Gobernanza y Sociedad Civil, sien-
do ambas fruto y exposición simultánea de la realidad de cada contexto histórico y 
geopolítico. El concepto de Sociedad Civil a su vez, es polisémico, expresivo de la arti-
culación de las distintas redes, asociaciones y movimientos sociales; cuando ésta sea 
más relevante, más papel jugará en el sistema político analizado.

También hay que señalar, que el Buen Gobierno es un medio para lograr el fin de la 
democracia plena, auténtica, deliberativa, reflexiva, y de calidad (Vallespin, 2000; Held, 
2010; Touraine, 2011) Asimismo podríamos incluir a su vez, “la felicidad” de la sociedad 
civil y de la ciudadanía. La calidad de la democracia, es más que el ejercicio temporal 
del voto, y que la legitimación representativa de los partidos.

Un principio relevante de la manifestación del Bueno Gobierno, entre los varios antes 
señalados, es sin duda el de la participación y debate ciudadano. Estas buscan nuevas 
fórmulas, ya que las clásicas las consideran insuficientes. La Democracia participativa 
y deliberativa complementan la democracia representativa clásica a través del debate, 
el diálogo y la reflexión comunitaria. Además es un medio preventivo frente a los peli-
gros de una posible tecnocracia disfuncional y descontrolada.

El capital social es un elemento o factor cuantitativo y cualitativo a su vez, que mani-
fiesta la calidad de la democracia; y debe haber una coherencia entre capital social 
expresivo de la sociedad y de ésta con la democracia determinando el grado e inten-
sidad de la articulación social y de la participación ciudadana. Su fortalecimiento es 
manifestación de esa democracia plena.

Hoy en un análisis integral de una sociedad y de su sistema sociopolítico deben con-
templarse además del capital físico, cuyos elementos centrales son el territorio y las  
infraestructuras básicamente, también el capital o talento humano clave para la socie-
dad actual del conocimiento, junto al capital social (Fukuyama, 2009; Putnam, 2003). 
Según Ramírez Plascencia (2005) un requisito indispensable para la existencia del ca-
pital social, es la pertenencia a un grupo o una red de relaciones por parte de los indi-
viduos a diferencia del capital económico y cultural en posesión de las personas, que 
podían ser perfectamente inteligibles desde el individuo. El capital social demanda la 
existencia de un grupo o una red duradera de relaciones sociales (Ramírez Placencia, 
2005)

La corrupción política y administrativa, no son acciones nuevas en la humanidad. No 
obstante, ambas hoy se manifiestan de formas diversas siendo la amenaza y el azote 
del Buen Gobierno, y por ende de la calidad democrática. Dicha situación produce una 
desafección y deslegitimación progresiva de los ciudadanos hacia las instituciones 
públicas, junto a un alejamiento crítico de la clase política, cuyas consecuencias refle-
jan una debilidad de las instituciones y de los valores públicos en la sociedad. 
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La corrupción siempre ha existido, con mayor o menor intensidad, pero hoy la ciuda-
danía demanda no sólo su mayor prevención, sino también la exigencia de responsa-
bilidades (accountability).

Ahora bien, la corrupción no sólo tiene costes socio-políticos, sino también económi-
cos, pues afecta al funcionamiento normal de la Hacienda Pública de cualquier país, 
generando un incremento del fraude fiscal y del gasto público innecesario.

Por otro lado, no basta sólo con la lucha y represión de la corrupción en sus variadas 
facetas, sino que es fundamental su prevención a través de la educación y cultura cí-
vicas democráticas, básicamente mediante la ética pública.

Hay sectores administrativos prioritarios en la prevención y lucha contra la corrupción, 
que básicamente son los siguientes: a) el urbanismo; b) la contratación pública; c) la fi-
nanciación de los partidos políticos y asociaciones de diverso tipo; d) las subvenciones 
públicas, y e) en especial las de cooperación internacional.

Como parte de las medidas adoptadas para el Buen Gobierno, en algunos países se 
han puesto en marcha proyectos de gobierno y gestión pública en red, de “Gobierno 
Abierto” (“Open Government”), y en particular podría citarse el memorándum del Go-
bierno de Obama, de enero de 2009, sobre Transparencia y Gobierno Abierto, basado 
en tres pilares básicos: a) transparencia; b) colaboración; y c) participación.

Ahora bien, el Buen Gobierno ha puesto de relieve el neoinstitucionalismo reclamando 
además: a) un cambio organizativo profundo; b) un cambio en la cultura política; c) un 
liderazgo adecuado al medio; d) una potenciación de la participación ciudadana, para 
hacer realidad el capital social; y e) una buena información y comunicación públicas, 
que faciliten la transparencia. 

En cuanto al concepto y el contenido de la información según Oszlak (2013) “corres-
ponde distinguir entre los datos, información y conocimiento: solo la conversión de 
datos en información y éstos en conocimiento es capaz de generar los fundamentos 
técnicos y políticos para elegir cursos de acción. (…) la información requiere guardar 
una proporción con la dimensión del fenómeno que pretende ser abarcado o explica-
do mediante sistematización” (Oszlak, 2013: 28) El manejo de los Big Data supone hoy 
un reto importantísimo en este ámbito de estudio.

A nivel europeo podrían citarse como documentos básicos de interés los siguientes:

a) El Libro Blanco de la Gobernanza Europea, aprobado en 2001 por la Comisión 
Europea; y que constituye un auténtico código normativo y programático para 
todas las instituciones y países miembros de la Unión Europea.
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b) La propuesta del Grupo de Derecho Administrativo, del Consejo de Europa, 
que ha desarrollado también “Treinta y tres principios del Buen Gobierno”, que 
es también un auténtico Código de buen Gobierno, y que contiene una síntesis 
y mezcla heterogénea de distintos principios, valores, y reglas de actuación, co-
munes a todos los países miembros; y que además están a su vez positivizados 
en la mayoría de los ordenamientos jurídicos de los países miembros.
c) El proyecto non nato de Constitución de la Unión Europea, contiene también 
una serie de principios del Buen Gobierno y de la Buena Administración Pública.

El republicanismo o humanismo cívico, es una corriente de pensamiento actual, que 
inspirada en la historia de Roma en la que se ensalzaban los valores de la res publica, la 
civitas y las virtudes cívicas, que pretende legitimar y fortalecer el papel de lo público, 
de sus valores y de las instituciones de éste carácter; frente a los duros y frontales ata-
ques sufridos por el neoliberalismo surgido tras la crisis del petróleo en 1973, y luego 
expandido por todo el mundo, el cual se caracteriza sustancialmente como es sabido, 
por las notas de: individualismo, conductismo, consumismo y capitalismo salvaje. En el 
contexto actual de la globalización el neoliberalismo, por su carácter incontrolado, ha 
supuesto un debilitamiento progresivo de todo lo público. No obstante, en la historia 
han habido múltiples pensadores preocupados por el Buen Gobierno (Guerrero, 1997; 
Posada de Herrera, 1978; Bonnin, 2003).

El concepto de republicanismo cívico y sus distintas modalidades, serían una de las 
ideologías básicas explicativas y legitimadoras del llamado Buen Gobierno o Gober-
nanza Democrática. Dicha expresión es ante todo y sobre todo una idea-fuerza, que 
pretende convertirse en una realidad viva, manifestación y efecto del Buen Gobierno, 
entendido como la Buena Administración. No obstante, esto implica una plena vigori-
zación y modernización de la misma a través de una visión estratégica impregnada de 
valores públicos democráticos. Ahora bien, la modernización y la transparencia admi-
nistrativa es algo más que la implantación instrumental de las nuevas tecnologías, ya 
que implica un cambio de visión, cultura y estrategia.

Sin perjuicio de que numerosas instituciones públicas y privadas hayan seleccionado y 
propuesto unos indicadores para la medición de la transparencia y del Buen Gobierno, 
y que éstos puedan ser útiles y orientativos; los autores de este artículo pensamos que 
la transparencia y el Buen Gobierno son aspectos básicamente cualitativos, y bási-
camente el resultado de la cultura e idiosincrasia política de cada país en momentos 
históricos concretos.

Las Administraciones Públicas contemporáneas están llamadas hoy más que nunca a 
satisfacer las demandas de la ciudadanía y de la Sociedad Civil, legitimando su acción 
siempre en la búsqueda del interés general. Para ello se aplicarán políticas públicas 
adecuadas a esas finalidades, con la praxis de una gestión pública inspirada en los 
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valores y principios orientadores antes mencionados del Buen Gobierno. Además, és-
tos a su vez implementarán diversas medidas técnicas e instrumentos para llevarlos a 
cabo del mejor y más eficaz modo, a saber por ejemplo los siguientes: a) el código de 
ética administrativa; b) las cartas de servicios; c) la implantación de la filosofía y técni-
cas de la planificación estratégica y evaluación, entre otros.

Ahora bien, la gestión pública actual sin perjuicio de su titularidad pública no excluye 
la participación en ella del llamado Tercer Sector; para la colaboración mutua. El par-
ternariado y los consorcios aparecen como nuevas fórmulas útiles de organización, 
actuación y colaboración público-privado.

Dentro de la Administración Pública, el papel de los empleados públicos o servicio 
civil de carrera es un aspecto relevante y estratégico a considerar. La profesionalidad, 
la honestidad, y la independencia de éstos, constituyen sin duda un requisito previo 
e imprescindible para una gestión pública moderna, de legalidad, eficaz y de calidad 
democrática.

Hay que señalar que existen apartados en la actualidad con diversos ámbitos territo-
riales de aplicación, (Estados, gobiernos locales, etc.) numerosos Códigos del llamado 
Buen Gobierno. Entre ellos destacaríamos el Código Iberoamericano de Buen Gobier-
no aprobado en Montevideo el 23 de junio de 2006. Estos Códigos son ciertamente 
útiles en principio, pero plantean en muchas ocasiones el problema de su falta de 
coercitividad, y pueden llegar a convertirse en papel mojado, y por tanto inútiles por su 
no aplicabilidad, ausencia de coactividad y de responsabilidad exigibles.

Por último, habría que señalar también que el Buen Gobierno debe ser estratégico, y 
no cortoplacista, pues el logro de políticas públicas satisfactorias para la ciudadanía no 
es ni fácil, ni se resuelve en pocos días.

3. EPÍLOGO

El Buen Gobierno es resultado y manifestación de una calidad democrática, y para ello 
se requiere de un marco conceptual e institucional más amplio, donde se contemple 
la realidad de cada sistema político-administrativo. En el sentido antedicho, no basta-
rán sólo el conjunto de medidas que se incluyen dentro del llamado Buen Gobierno, 
sino que también se deberán acompañar con una transformación de la configuración 
y actuación de los principales actores e instituciones políticas de carácter decisorio y 
representativo. En particular, destacaríamos la importancia de la democracia interna 
junto a la transparencia de los partidos políticos; y de la capacitación meritocrática y 
ordenada de las élites políticas para que el sistema político administrativo logre eficaz-
mente implementar un Buen Gobierno.
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Además de lo anterior, es obvio que el marco conceptual y el contenido del Estado de 
Derecho debería reforzarse más y hacerse plenamente democrático. No bastan Esta-
dos de Derecho formales y simbólicos sin que éstos lo sean de verdad en su praxis, en 
particular resulta obvio la institucionalización y consolidación del Estado de Derecho, 
priorizando básicamente los siguientes objetivos: a) una clara separación de los pode-
res del Estado; b) la preminencia del Parlamento como expresión de la soberanía po-
pular, frente al Presidencialismo irresponsable y sin control; c) la aprobación y vigencia 
de una legislación reguladora de los partidos políticos; d) la eficacia y la garantía plena 
de los Derechos Humanos; e) una legislación penal adecuada y actualizada contra los 
delitos de corrupción; f) una Administración de Justicia; independiente, profesional y 
rápida; g) una legislación reguladora de los lobbies y de los grupos de presión; h) una 
legislación protectora y garante de la intimidad personal; i) la aprobación y la puesta 
en marcha de nuevas vías de participación democrática de los ciudadanos y de la so-
ciedad civil; j) una educación escolar que transmita conocimientos y valores cívicos  a 
los/as ciudadanos/as (Canales y Romero, 2017); y k) el establecimiento de un “servicio 
civil de carrera” profesional y meritocrático.

El desarrollo del Buen Gobierno y la implantación de una transparencia administrativa 
real y eficaz, deben facilitar a su vez el control de los poderes y empleados públicos 
a través de la evaluación de sus decisiones y de sus actuaciones, para exigirles un 
su caso las responsabilidades pertinentes. Pero la implantación de las transparencia 
supone algo más que aprobar normas, sobre todo cambiar la cultura administrativa y 
dotarla de valores públicos. 

Además el Buen Gobierno implica fortalecer y desarrollar la capacidad de gobernar de 
la clase política y de las instituciones; siendo un intento de dar respuesta a los proble-
mas, demandas y desafíos de la ciudadanía y de la sociedad civil en el presente siglo. 
“Hay que saber comunicar, explicar. Hoy en día los gobiernos  del tuit o delos comuni-
cados sustituyen a los de la explicación y el tiempo necesario. Hay que recuperar por 
tanto las condiciones que permiten al gobierno exprese con claridad. Hay que hablar 
de aquello para lo que no se dispone de medios. La exigencia de la claridad está ahí 
(…)” (Macron, 2016: 212) 

Habría que señalar también que la transparencia no es solo un problema de legalidad, 
y ello sin perjuicio de los avances en el ámbito español de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. Sobre 
todo ésta, es un problema y un reto de naturaleza, visión y contenido esencialmente 
político. En ese sentido, entre otros, lo puesto de relieve por Enrico Letta (2017) 

“Debemos reconciliar la democracia con la política. La gente se siente vinculada 
a la primera, pero rechaza la segunda. Si queremos reconciliar ambas, la política 
propuesta ha de ser coherente, inteligible, verificable, transparente. Deben llevar-
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la a cabo personas con credibilidad. Si dices una cosa, tienes que hacerla.  De lo 
contario, la gente se enfurece, y con razón. Ahora bien, el reto consiste en hacer 
entender razones y hechos” (Letta, 2017: 187). 

Lo anterior implicaría articular y coordinar los derechos de participación, información y 
transparencia de la ciudadanía a través de la negociación y acuerdo de un “nuevo con-
trato social”. Por todo ello para Lizcano (2015), “la transparencia constituye así un pilar 
básico que es necesario desarrollar e impulsar desde todos los niveles de la sociedad 
y ello como una vía necesaria para impulsar la equidad social y la eficiencia económi-
ca” (Lizcano, 2015:15)

Por último es importante y decisivo que las políticas públicas y el derecho de transpa-
rencia no sean algo meramente formal y simbólico sino reales. 
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RESUMEN

En el actual entorno de riesgos y amenazas en el terreno de la seguridad, hay que 
buscar, desde el Estado de Derecho, el equilibrio entre seguridad y libertad, que pre-
senta renovados perfiles en el mundo digital. Como es sabido, el radicalismo islámico 
y el terrorismo yihadista derivado del mismo emplean de manera intensa la tecnología 
digital.

En este contexto, las sociedades democráticas han convertido al principio de transpa-
rencia en uno de sus rasgos esenciales, pero no con carácter absoluto sino con límites. 
El derecho de acceso a la información encuentra en los temas de seguridad uno de 
sus frenos, que necesariamente habrán de tener en cuenta las amenazas terroristas 
indicadas. En este trabajo se analiza la dificultad para llevar a cabo la ponderación 
adecuada, con base en su objeto y finalidad, en casos relacionados con el terrorismo, 
teniendo en cuenta que la aplicación de los límites no debe operar de manera auto-
nómica.

PALABRAS CLAVE

Terrorismo, seguridad, transparencia, límites

ABSTRACT

In the current environment of risks and threats in the field of security we must seek, 
from the Rule of Law, the balance between security and freedom, which present re-
newed contours in the digital world. As is well known, Islamic radicalism and the jiha-
dist terrorism derived from the former use digital technology intensively.

In this context, democratic societies have made the principle of transparency one of 
their essential features, not with absolute character but with limits. The right of access 
to information finds some limitations when it comes to security issues. Such brakes 
have been designed to detect terrorist threats. This paper analyzes the difficulty to 
carry out the appropriate weighting between security and freedom according to its ob-
ject and purpose in cases related to terrorism, taking into account that the application 
of the limits should not operate autonomously.



Los límites al acceso a la información en España: a propósito del terrorismo 129

JOSÉ JULIO FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ

Revista Española de la Transparencia. Nº 5. Segundo Semestre 2017

KEYWORDS

Terrorism, security, transparency, limits

1. INTRODUCCIÓN 

El principio de transparencia se ha convertido en un elemento nuclear de la democra-
cia actual. Es cierto que la democracia moderna, desde su propio origen, lleva ínsita 
la idea de publicidad. Sin embargo, creemos que ahora estamos ante una realidad 
diferente, con un componente objetivo (la publicidad activa) que permite sustentar 
la afirmación que acabamos de realizar sobre transparencia y democracia. Además, 
las garantías de la aplicación de semejante principio son igualmente recientes, lo que 
también corrobora nuestra posición de que el principio de transparencia se ha incor-
porado a la categoría de democracia en la actualidad, desde finales del siglo XX. Por lo 
tanto, el sentido descriptivo de democracia, como diría Sartori, ha incluido la noción de 
transparencia, aunque en un sentido prescriptivo, o sea, ideal, podría defenderse que 
ya estaba incorporado (Fernández Rodríguez / Neira Barral, 2016, 91)

En líneas generales, la idea de transparencia tiene un triple contenido, con base en 
las diversas previsiones de derecho comparado: publicidad activa, derecho de acceso 
y una serie de garantías. En correlación con ello, nuestro entendimiento de la trans-
parencia parte de esos tres contenidos básicos1. En España, curiosamente, también 
parece haberse incorporado a tales contenidos el principio de buen gobierno (que en 
realidad es otra cosa, un modelo de conducta con una dimensión ética impropia de 
las categorías jurídicas). En todo caso, tras años de retraso, España se incorporó a los 
países que contienen una ley ad hoc sobre transparencia de los poderes públicos, que 
completase lo establecido en el art. 105.b de la Constitución y en la normativa proce-
dimiento administrativo. Dicha ley específica de transparencia, la 19/2013, es la que 
tomamos de referencia de este trabajo, aunque no hay que olvidar las distintas leyes 
autonómicas sobre el particular (incluso, en 2006 Galicia fue la pionera en nuestro país 
en tener una ley de acceso, ahora ya sustituida).

El asentamiento de la “imperiosa” necesidad de transparencia está muy ligado a los 
desarrollos en democracia participativa, una realidad antigua pero que encuentra re-
novados perfiles gracias a las oportunidades ofrecidas por la sociedad digital y por la 
sociedad de la información. Se trata de subrayar el papel de la ciudadanía, tanto en 
la construcción de las políticas públicas, como en los procesos de toma de decisión 
y en la ejecución de tales políticas. No cabe duda que la transparencia semeja una 
condictio sine qua non para la articulación efectiva de modalidades participativas de 
la democracia del siglo XXI. También la noción de democracia deliberativa requiere 

1 Aunque desde un punto de vista técnico estamos hablando de categorías jurídicas diferentes: una cosa es un principio, el de transparencia, y otra un derecho 
subjetivo, como el derecho de acceso (Fernández Rodríguez, 2013, 23).
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de la transparencia para su ejercicio2. Como nos recuerda Martí, no hay que confundir 
democracia participativa con democracia deliberativa, aunque la primera alimenta a la 
segunda. (Martí, 2006, 14). La publicidad es un principio estructural de la democracia 
deliberativa, que requiere que las razones (justificaciones) de las políticas sean pú-
blicas para poder discutirse y para que sean consentidas por la ciudadanía, además 
de que la transparencia es precisa para exigir responsabilidad y para la rendición de 
cuentas (Martí, 2006, 93). A día de hoy, como hemos argumentado, “puede sostenerse 
que sin transparencia no hay verdadera democracia” (Fernández Rodríguez, 2013, 22). 
O como señala Guichot, “es difícil exagerar la importancia política y jurídica de la trans-
parencia y el acceso a la información para el buen gobierno de una sociedad” (Guichot, 
2014, 17). La transparencia tiene una primera “misión evidente”, el control de la activi-
dad del poder público y su sometimiento a la legalidad, pero también otra “finalidad 
de primer orden: servir de cauce de profundización en la dimensión democrática del 
Estado” (Moretón, 2014, 4). 

La evolución y exigencias del principio jurídico-político de transparencia no pueden 
entenderse sin el apoyo que le ha proporcionado el mundo digital. En este sentido, es 
oportuno ligar transparencia y sociedad digital, conceptos que casi corren paralelos 
en su reciente evolución. La técnica digital es la que permite la publicidad activa tal y 
como ahora se concibe, y la técnica digital es la que agiliza y hace eficaz el derecho de 
acceso a la información.

Pero la transparencia, al igual que las posibilidades de la sociedad digital, no puede 
concebirse en términos absolutos sino sometidos a los límites que marcan otros inte-
reses o valores en juego, límites que hay que interpretar y analizar de acuerdo con la 
realidad en que operan. Y esta realidad que nos envuelve hoy en día ofrece relevantes 
riesgos de seguridad, sobre todo a escala internacional, donde el terrorismo yihadista 
se aprovecha de la sociedad digital para expandir a todo el planeta sus campañas de 
terror y sus tentativas de reclutamiento y propaganda. La interpretación de los límites 
a la transparencia por razones de seguridad debe, por lo tanto, tener en cuenta esta 
situación. Se trata de aportar elementos que ayuden a resolver el gran problema de 
nuestra época: encontrar un adecuado equilibrio entre seguridad y libertad. Estamos 
ante un debate consecuencia de otro de mayor envergadura, el debate “que enfren-
ta a los intereses colectivos frente a los interese individuales” (Fernández Rodríguez, 
2010,10) y que posee una enorme relevancia práctica porque determina nuestro propio 
modo de vida y prefigura la parcela en la que se desarrolla nuestra existencia.

2 Desde hace décadas se denuncia la crisis de la democracia representativa que hemos heredado, indicando algunos que está obsoleta y, lo que es peor, que 
está sumida en una crisis de legitimidad. Entre otros, podemos citar a Harold Laski que en 1933 publicaba su conocida obra Democracy in crisis, traducida 
al castellano por Vicente Herrero al año siguiente y publicada por Edersa. En los años sesenta y setenta del siglo XX se enfatiza dicha crisis, con movimientos 
sociales de protesta frente al excesivo individualismo y mercantilismo. Como reacción se proponen alternativas que actualicen la democracia y que tratan 
de impulsar la participación ciudadana. Una comparación entre la democracia del “mercado” (la representativa y capitalista) y la del “foro” puede verse en el 
artículo de de 1986 de Jon Elster, “The Market and the Forum: Three Varieties of Political Theory”, ubicado en el libro colectivo que citamos en la bibliografía.
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ii. LA AMENAZA TERRORISTA Y EL USO DE LA TECNOLOGÍA DIGITAL

1. La irrupción del DAESH

Desde el fin de la Guerra Fría, los retos y amenazas emergentes han ido complicán-
dose sobremanera, hasta alumbrar un contexto internacional que no se vislumbraba 
en modo alguno cuando Fukuyama hablaba del fin de la historia (Fukuyama, 1992) o 
Huntington del choque de civilizaciones (Huntington, 1996). Riesgos y amenazas que 
se pueden sintetizar en lo establecido en la nueva Estrategia de Seguridad Nacional 
española de 20173, en donde se citan los conflictos armados, el terrorismo, el crimen 
organizado, la proliferación de armas de destrucción masiva, el espionaje, y las ame-
nazas sobre las infraestructuras críticas; y en donde se alude a desafíos como la ines-
tabilidad económica y financiera, la vulnerabilidad energética, los flujos emigratorios 
irregulares, las emergencias y catástrofes, las epidemias y pandemias, o los efectos 
derivados del cambio climático. Pero de toda esta panoplia de amenazas el terrorismo 
es quizá la más relevante, por su capacidad de afectar las bases de la democracia y 
por su visibilidad social y mediática.

Las democracias se enfrentan al terrorismo desde hace décadas, habiendo vivido mo-
mentos de singular tensión en su lucha contra grupos movidos por ideología de extre-
ma izquierda o extrema derecha o por nacionalismos radicales. Es obvio que tal rea-
lidad no la podemos desconocer. Sin embargo, el terrorismo yihadista presenta unas 
características diferentes y en gran parte novedosas, mostrando en los últimos años 
una relevante y real amenaza para la calidad de nuestras democracias, incluso para su 
propia subsistencia. Y ello ha sido debido en gran parte al DAESH (también conocido 
como Estado Islámico), que ha superado en influencia a organizaciones tan relevantes 
como Al Qaeda4. El Estado Islámico es “una nueva especie: una organización capaz de 
generar inmensos ingresos, que actúa al modo de una multinacional de la violencia” 
(Napoleoni, 2015, 23). La pérdida de control en los territorios de Siria e Iraq, a finales 
de 2017, redefinirá las relaciones entre los grupos yihadistas y abocará de momento 
al DAESH a su califato digital (y a buscar otros lugares donde asentarse e implantar la 
sharía, como Libia, sur de Filipinas, o el Sahel).

La diferencia cualitativa de este grupo yihadista del DAESH se basa en dos puntos 
esenciales: por un lado, haber podido establecer durante al menos tres años una base 
territorial importante, que se calificó de califato y que pretendía actuar como un Esta-
do5; y por otro lado, el sofisticado uso de la tecnología digital en sus labores de propa-
ganda. Esta base territorial permitió a DAESH adquirir una fuerza inusitada, con enor-
me capacidad de reclutamiento por gran parte del mundo, financiación heterogénea 
3 Esta estrategia se aprueba por Real Decreto 1008/2017, de 1 de diciembre, de la Presidencia del Gobierno
4 El DAESH nace al escindirse de la red Al Qaeda en Iraq y se fortalece aprovechando el caos de la postguerra iraquí y los errores de cálculo cometidos por 
los estadounidenses en el pasado.
5 Ello tuvo una transcendencia simbólica relevante, pues el califa es la cabeza en lo espiritual y en lo terrenal. Al considerarse descendiente de Mahoma, dicho 
califato se conectaba con la dorada época medieval del siglo VII, que en un desnortado imaginario se concibe como una sociedad idílica y perfecta.
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y el citado empleo de la tecnología digital para labores de propaganda y/o captación. 
También su base territorial le permitió organizar ataques en Europa, o convertirse en 
inspirador de radicales islamistas europeos que daban el salto al terrorismo para aten-
tar en el Viejo Continente. 

La profesionalidad de esta labor de propaganda es indiscutible, con vídeos estilo ho-
llywoodiense inspirados en conocidos videojuegos y exitosas películas. Ahí radicó en 
gran parte el éxito de su reclutamiento, que casi resulta sorprendente. Como indica 
Lesaca, la narrativa transmedia de DAESH “aplicó al campo del terrorismo las técnicas 
más avanzadas de elaboración de guiones de las series de ficción y sagas de pelícu-
las occidentales como Juego de Tronos o Star Wars”, donde encontramos múltiples 
personajes y diversos escenarios (Lesaca, 2017, 71). Tras la pérdida del territorio, no 
renunciará en modo alguno a esta violencia como espectáculo ni al uso intensivo del 
mundo digital que tan buenos réditos le ha reportado. Es cierto que el terrorismo sin 
publicidad no tienen sentido, pero en el caso del DAESH ello adquiere unos niveles 
nunca conocidos hasta el momento.

Lo que estamos comentando evidencia las contradicciones de la sociedad digital. Es 
decir, los elementos positivos de la misma en términos, por ejemplo, de libertad de 
expresión y posibilidades de participación, se topan al mismo tiempo con aspectos 
negativos, como este de la propaganda yihadista o, en general, del radicalismo. Es un 
tema difícil de afrontar habida cuenta la naturaleza de Internet, con arquitectura de 
red, la facilidad de emplear el anonimato y la dificultad de establecer controles efec-
tivos. Sin duda, uno de los temas pendientes en la lucha contra el terrorismo es evitar 
el empleo de canales o redes digitales para publicar vídeos y proclamas terroristas. Es 
hasta cierto punto sorprendente cómo todavía no hemos sido capaces de controlar, 
entre otros, twitter, facebook o telegram, que siguen usándose como medios de expan-
dir esta ideología6.

2. La problemática del control de contenidos

El terrorismo yihadista es el ejemplo más patente de la lucha contra los contenidos 
ilícitos (contenidos ilegales) y/o nocivos (inadecuados para ciertas personas) en la so-
ciedad digital. Como ya hemos defendido, está claro que Internet no puede ser un 
espacio sin ningún control ni regulación. Los poderes públicos, junto a la garantía del 
acceso de calidad, deben asegurar que la red no se convierte en un espacio anárquico 
donde reine el delito. Hemos sostenido en otro lugar que debe existir una normativa 
heterogénea, en la que “la regulación tiene que ser tanto de índole nacional como in-
ternacional, y a partir de la noción de libertad, complementada por las de seguridad y 
responsabilidad” (Fernández Rodríguez, 2004, 160). A ello habría que sumar la idea de 
6 La Unión Europea tiene políticas específicas para combatir el extremismo desde Internet, como el plan de acción para luchar contra el contenido terrorista 
en línea, aprobado el 17 de julio de 2017 por el denominado “Foro de Internet de la UE”, integrado por Europol, gobiernos y algunas plataformas tecnológicas. 
También Europol tiene una Unidad de Notificación de Contenidos en Internet, que rastrea la web en busca de contenidos terroristas en línea.
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corregulación, entre los poderes públicos y la industria y los usuarios (autorregulación). 
De todos modos, el control de contenidos parece que debe formar parte de las com-
petencias de la regulación pública.

Está claro, como dice el art. 8.1.a) de la Ley española 34/2002, de servicios de socie-
dad de la información, que un determinado servicio de este tipo que atente contra “la 
salvaguarda del orden público, la investigación penal, la seguridad pública y la defen-
sa nacional” debe dar lugar a que los órganos competentes actúen para adoptar las 
medidas necesarias que interrumpan la prestación del servicio o para retirar los datos 
que vulneran dichos principios.

Asimismo, el control de contenidos en Internet tiene que rechazar limitaciones es-
pecíficas, es decir, aquellas que prohíban la difusión de un material al que se puede 
acceder sin restricciones por otros medios. No se puede prohibir en la Red lo que está 
permitido fuera de la misma.

En fin, la forma de regular los contenidos en Internet, y de resolver la problemática de 
los contenidos ilícitos y nocivos, es uno de los puntos nucleares que en la actualidad 
presenta el proceso de búsqueda de equilibrio entre seguridad y libertad. Un proceso 
dinámico, que va cambiando en función de las percepciones de la opinión pública y de 
los propios operadores jurídicos, pero que resulta imprescindible afrontar para aportar 
soluciones a los actuales riesgos de seguridad que afectan a las democracias y a las 
sociedades digitales.

III. LOS LÍMITES POR RAZONES DE SEGURIDAD

1. Planteamiento general

Las razones de seguridad son una de las razones habitualmente esgrimidas para limi-
tar los derechos, lo cual suele estar previsto en el derecho positivo. Son múltiples las 
normas que citan la seguridad como justificación de posibles restricciones, también 
en el ámbito del Derecho Internacional de los derechos humanos. Sirvan ahora como 
ejemplo los arts. 8, 10 y 11 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y Libertades Fundamentales, donde se habla de la protección de la seguri-
dad nacional, de la seguridad pública, de la defensa del orden y de la prevención del 
delito; el art. 29.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, que alude a las 
exigencias del orden público en las limitaciones establecidas por ley para el ejercicio 
de los derechos. En principio, estas posiciones son totalmente lógicas porque sólo una 
comunidad que vive segura puede ser verdaderamente libre y ejercer con eficacia sus 
derechos.

Sin embargo, no podemos desconocer que alegar razones de seguridad para limitar 
la libertad en general, o ciertos derechos en particular, a veces carece de justificación 
y oculta motivaciones en exceso restrictivas. Como ya hemos afirmado, “ello puede 
estar justificado o no en función de cómo se implemente y articule” (Fernández Ro-
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dríguez, 2010, 14). Así las cosas, cuando se produce una emergencia de seguridad 
relevante los argumentos se endurecen y se reclama por parte de sectores de la opi-
nión pública la concentración del poder. Ello se puede traducir en diversos problemas, 
como la afección desproporcionada de ciertos derechos (por ejemplo, la libertad de 
circulación, la intimidad o el secreto de las comunicaciones)7, situarse en aquello que 
desean los propios terroristas8, la expansión del Ejecutivo, el crecimiento de populis-
mos, o el carácter permanente de medidas excepcionales. Estos ejemplos, que no 
agotan el tema, llevan a la clave de toda esta cuestión: la respuesta a los desafíos de 
la seguridad debe venir de la búsqueda de un equilibrio desde la razonabilidad y la 
proporcionalidad (Fernández Rodríguez, 2010: 16). Bien es cierto que a nivel teórico re-
sulta imposible dar una respuesta general y definitiva, con capacidad para derivar, vía 
método deductivo, las respuestas concretas a toda la panoplia que la realidad ofrece. 
Se pueden elaborar variables para esgrimir en la ponderación libertad-seguridad, pero 
la solución última adecuada y equilibrada (o sea, justa) sólo vendrá casuísticamente, 
es decir, en el análisis de los concretos casos que haya que afrontar, no siendo posi-
ble llegar a soluciones perfiladas totalmente a nivel teórico-abstracto (caso concretos 
como los controles en los aeropuertos o la vestimenta). También el acceso a la infor-
mación requerirá una actuación casuística.

2. Los límites al acceso a la información

Como es sabido, no hay derechos absolutos, sino que todos se encuentran sometidos 
a límites, que en gran parte surgen de la necesidad de cohonestarlos con otros dere-
chos e intereses públicos. El tema resulta de gran relevancia práctica, y solo afrontán-
dolo debidamente se logra una regulación social eficaz9. Podemos afirmar que todos 
los casos del Derecho Comparado y del Derecho Internacional se prevén límites a la 
transparencia y al acceso a la información, con listas exhaustivas y cerradas10.

7 Es decir, restricciones de derechos que no superan el método escalonado de análisis del principio de proporcionalidad.
8 Señala Sansó-Rubert que los terroristas quieren conseguir una sociedad en estadio de agobio, con miedo, para que reaccionen contra su propio gobierno. 
Este es el modelo mental del terrorista: “Bajo este planteamiento, el recorte de libertades a la población para protegerla de la acción terrorista, es precisamente 
uno de sus objetivos estratégicos” (Sansó-Rubert, 2004, 97).
9 Aunque en España el acceso a la información no se ha configurado legalmente como un derecho fundamental, a diferencia de otros lugares, sí se puede tener 
en cuenta en su análisis la relevante doctrina sobre los límites de los derechos fundamentales. Sin poder entrar ahora en más detalles, un límite a un derecho es 
una reducción exterior de su contenido. Así, los límites propiamente dichos serían los externos, que deben respetar el contenido esencial del derecho de que se 
trate. Diferente a ello es la delimitación que se hace de un derecho fundamental (fijando titularidad, objeto o contenido), por lo que los denominados límites 
internos serían más bien delimitación del derecho. Vid. Brage Camazano, 2004. Como afirma De Asis Roig, “los derechos limitan la actuación del poder, 
pero al mismo tiempo requieren de ella (esta es la perspectiva de la delimitación) para poder proyectar todo su significado” (De Asis Roig, 2000, 136). Si se 
adopta una visión antipositivista, la forma de enfocar esta cuestión cambia pues habrá derechos al margen de los que regula la ley, como “derechos morales” 
(Dworkin, 1984) o un orden objetivo y exigencias de justicia general (Zagrebelsky, 1995, 93 y ss.).
El Consejo de Estado, en su Informe 707/2012, decía que las materias que se excepcionaban en el art. 9 del proyecto de la ley de transparencia eran, en 
puridad, auténticos límites al ejercicio del derecho de acceso (esas excepciones ahora son los cinco primeros límites que establece el actual art. 14 de la Ley 
19/2013). Acto seguido, el Consejo de Estado sugería esta redacción para aquel artículo: “No tendrá la consideración de información pública que pueda 
ser objeto del derecho de acceso regulado en esta Ley aquella cuyo conocimiento perjudique” a esos cinco ámbitos (apartado V.f Informe 707/2012). Por lo 
tanto, en esta propuesta el Consejo de Estado abogaba por actuar en el plano de la delimitación del derecho de acceso, no, por lo tanto, con la técnica de los 
límites. Sin embargo, alternativamente también aludía a la posibilidad de regular dichos ámbitos como límites, lo que finalmente sucedió en la ley aprobada. 
De este modo, no se hace una descripción negativa del derecho de acceso, referida a los ámbitos no incluidos, como dice Rebollo Delgado, en el principio de 
confidencialidad, sino que se efectúa un reconocimiento genérico del derecho de acceso, y con posterioridad, se señalan “posibles circunstancias que pueden 
constituirse en un límite concreto de aquél” (en Troncoso, 2017, 784).
10 En castellano puede verse el trabajo realizado por el Instituto Nacional de Administración Pública, acerca de la normativa comparada en materia de derecho 
de acceso (INAP, 2016, 61-85). El Derecho Comparado es sumamente útil pues, como sostienen Häberle, es un principio de interpretación constitucional (un 
“quinto” método de interpretación) (Häberle, 2010).
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Así lo hace también la normativa española. La Constitución, en su art. 105.b, reconoce 
el derecho de acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, “sal-
vo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y 
la intimidad de las personas”. Y los artículos 14 y 15 de la Ley 19/2013, de transparencia, 
acceso a la información y buen gobierno, establecen diversos límites al acceso a la 
información. En virtud del primero, el “derecho de acceso podrá ser limitado cuando 
acceder a la información suponga un perjuicio para: a) La seguridad nacional. b) La 
defensa. c) Las relaciones exteriores. d) La seguridad pública. e) La prevención, inves-
tigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios. f) La igualdad 
de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva. g) Las funciones 
administrativas de vigilancia, inspección y control. h) Los intereses económicos y co-
merciales. i) La política económica y monetaria. j) El secreto profesional y la propiedad 
intelectual e industrial. k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en 
procesos de toma de decisión. l) La protección del medio ambiente”. Como se ve, una 
larga lista, aunque muy similar a lo establecido en el Convenio del Consejo de Europa 
sobre Acceso a los Documentos Públicos (firmado en Tromsø en 2009). La dicción lite-
ral de este precepto es relevante pues determina que estos límites no se aplican nece-
sariamente sino de manera potestativa (“podrá”). Estos límites también funcionan en la 
publicidad activa (art. 5.3 Ley 19/2013). Por su parte, la Ley 39/2015, del procedimiento 
administrativo común a las administraciones públicas, al regular los derechos de las 
personas en sus relaciones con dichas administraciones, regula el derecho “al acceso 
a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto” en la Ley de 
transparencia y en el resto del ordenamiento jurídico. Sea como fuere, la regulación de 
los límites previstos les da una dimensión extensa, lo que tal vez denote una precon-
cepción limitada del derecho de acceso, que contrasta con la visión amplia del mismo, 
por ejemplo, del citado Convenio del Consejo de Europa11. Ante esta situación, la alter-
nativa en España no puede ser otra que abogar por una interpretación estricta de los 
límites. En este sentido, Rebollo Delgado considera los límites como conceptos jurídi-
cos indeterminados, lo que los atenúa en su interpretación, “perdiendo de esta forma 
su carácter expansivo” (en Troncoso, 2017, 782). En este línea, también se puede aludir 
a la propia “limitación de la limitibidad de los derechos” de la que habla Böckenförde y 
que la concreta en el principio de proporcionalidad (Böckenförde, 1993, 101-102).

Debemos tener en cuenta que la aplicación de los citados límites de la Ley 19/2013 
no debe funcionar de manera automática. Así lo señala el criterio interpretativo CI 
002/2015, del Consejo de Transparencia y la Agencia Española de Protección de Da-
tos, donde se lee que “los límites no operan ni automáticamente a favor de la dene-
gación ni absolutamente en relación a los contenidos”, y que “su aplicación no será en 
ningún caso automática”.

11 Al final de su preámbulo se puede leer que “todos los documentos públicos son en principio públicos y solamente pueden ser retenidos para proteger 
otros derechos e intereses legítimos”, lo que evidencia que el acceso es la regla general. De todos modos, también el preámbulo de la Ley española 19/2013 
insiste en que se “configura de forma amplia del derecho de acceso”, lo que no se refleja con tanta claridad en el articulado. El Convenio del Consejo de 
Europa, por su parte, alude en su art. 3.3 a la posibilidad de fijar una limitación temporal a los límites, lo que no se ha incorporado a la normativa española.
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Tampoco se deberían aplicar límites por materias, o sea, establecer que toda la infor-
mación de una determinada materia queda excluida del conocimiento público. Lo que 
hay que hacer es emplear un “test del daño”, para analizar si la información solicitada 
provoca o no un perjuicio efectivo, concreto y evaluable a una de las categorías de la 
lista de límites; y un “test del interés público” (ponderación) para discernir si a pesar de 
todo existe un interés que justifique la publicación. Como afirma Cotino, más allá del 
abultado listado de límites, “lo más importante son las pautas para la ponderación de 
esos límites y el derecho de acceso” (Cotino, 2015, 240). 

En este análisis hay que actuar, como dice la ley, de manera “proporcionada” al objeto y 
finalidad de protección, con base en las circunstancias del caso concreto, que pueden 
determinar que concurre un interés superior, tanto público como privado, que justifi-
que el acceso (art. 14.2 Ley 19/2013). De esta forma, apunta Guichot, las restricciones 
tienen que tener “el mínimo alcance necesario, lo que se conecta con el principio de 
acceso parcial” del art. 16 (Guichot, 2014, 112).

En efecto, en los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en el 
artículo 14 no afecte a la totalidad de la información, el art. 16 de la Ley 19/2013 prevé 
que “se concederá el acceso parcial previa omisión de la información afectada por el 
límite salvo que de ello resulte una información distorsionada o que carezca de senti-
do”. Estamos, así, ante un nuevo límite, esta vez para proporcionar el acceso parcial: la 
conservación del sentido de la información proporcionada. Si esta queda distorsionada 
o sin sentido por las exclusiones a las que es sometida, no se concederá tampoco el 
acceso parcial. En todo caso, el citado artículo también indica que en el acceso parcial 
“deberá indicarse al solicitante que parte de la información ha sido omitida”. De todos 
modos, parece claro que la valoración de si la información se distorsiona o no por el 
acceso parcial está en las exclusivas manos del órgano obligado a suministrarla.

3. El supuesto de lucha contra el terrorismo

A) Medidas antiterroristas y límites al acceso

El derecho de acceso a la información encuentra en los temas de seguridad uno de 
sus límites. Las amenazas terroristas forzosamente habrán de ser consideradas en 
todo ello pues, como ya vimos, ocupan la cúspide entre los retos de seguridad a los 
que nos enfrentamos. Las medidas antiterroristas pueden entrar en varios de los su-
puestos de límites al acceso a la información que contempla la legislación estatal. En 
efecto, el art. 14 de la Ley española 19/2013, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, alude tanto a la seguridad nacional y defensa como a la se-
guridad pública y a la prevención, investigación y sanción de ilícitos penales12. Se están 
12 En el Derecho Comparado también son habituales estos límites de seguridad (Alemania, Austria, Bélgica, Canadá, Francia, Portugal, Nueva Zelanda, Costa 
Rica), seguridad nacional (Dinamarca, Suecia, defensa (Canadá, Nueva Zelanda, Argentina, México, Chile), seguridad pública (Uruguay) o defensa nacional 
(Francia, Uruguay) (INAP, 2016, 63-67).
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manejando dos grandes ideas: por un lado, la protección exterior y la propia supervi-
vencia del Estado-comunidad (seguridad nacional y defensa)13; y, por otro, una dimen-
sión individual y de garantía del orden de la sociedad (seguridad pública y prevención 
de delitos). También el límite de las relaciones exteriores hay que tenerlo en cuenta en 
este terreno14.

La seguridad nacional es una noción más amplia que la de defensa nacional. La Ley 
36/2017, de seguridad nacional, en su art. 3, entiende “por seguridad nacional la acción 
del Estado dirigida a proteger la libertad, los derechos y bienestar de los ciudadanos, 
a garantizar la defensa de España y sus principios y valores constitucionales, así como 
a contribuir junto a nuestros socios y aliados a la seguridad internacional en el cum-
plimiento de los compromisos asumidos”. Sus componentes son la defensa nacional, 
la seguridad pública y la acción exterior (art. 9.1 de esta Ley 36/2017)15. Y la defensa 
nacional, a través de la política de defensa, “tiene por finalidad la protección del con-
junto de la sociedad española, de su Constitución, de los valores superiores, principios 
e instituciones que en ésta se consagran, del Estado social y democrático de dere-
cho, del pleno ejercicio de los derechos y libertades, y de la garantía, independencia 
e integridad territorial de España”, además de “contribuir a la preservación de la paz y 
seguridad internacionales, en el marco de los compromisos contraídos por el Reino de 
España” (art. 2 de la LO 5/2005, de la defensa nacional). Esta última, la defensa nacio-
nal, es competencia exclusiva del Estado (art. 149.1.4º Constitución), mientras que en la 
seguridad nacional participan todas las administraciones públicas (art. 4.1 Ley 36/2015, 
de seguridad nacional).  En todo caso, estos límites de la seguridad nacional y la de-
fensa resultan imprescindibles, como también ha recogido la doctrina al considerarlos 
“bien jurídico de primera magnitud” (Fernández Ramos y Pérez Monguió, 2017, 163).

El concepto de “relaciones exteriores” presenta el problema de determinar su alcance 
puesto que no semeja equivalente al de relaciones internacionales del que habla la 
Constitución (o la Ley 27/2006, de información ambiental), ni a la amplia idea de ac-
ción exterior, que es componente de la seguridad nacional según hemos dicho y que 
tiene su regulación propia (Ley 2/1914, de la acción y del servicio exterior del estado). 
El Gobierno parece haber interpretado aquel concepto como las actividades del Minis-
terio de Asuntos Exteriores16. Las relaciones exteriores se incardinan en el contexto de 
vínculos entre sujetos de Derecho Internacional, o en el contexto de la acción exterior 

13 En cambio, la Constitución en su art. 105.b se refiere a “la seguridad y defensa del Estado”, que alude más bien al Estado como aparato y estructura.
14 La Ley 27/2006, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación política y de acceso a la justicia en materia de medio 
ambiente, en su art. 13.2.b) también prevé que las solicitudes de información podrán denegarse si la revelación de la información solicitada puede afectar 
negativamente “a las relaciones internacionales, a la defensa nacional o a la seguridad pública”. A su vez, el art. 4.1 del  Reglamento 1049/2001, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, relativo al acceso del público a los documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión, dispone que se denegará acceso 
si el documento en cuestión supone un perjuicio para la protección del interés público, “por lo que respecta a la seguridad pública, la defensa y los asuntos 
militares, las relaciones internacionales, la política financiera, monetaria o económica”.
15 Un recorrido por la evolución de este concepto de seguridad nacional puede verse en Pérez García, 2017, 41 y ss. En España, como en los países de nuestro 
entorno, el concepto de defensa nacional “ha sido eclipsado por otro más amplio y poliédrico: el de la seguridad nacional, redefiniendo la defensa como un 
instrumento más para alcanzar el objetivo de la seguridad nacional (Artigas Monge y Pérez García, 2017, 65).
16 En 2012 se conoció que el Consejo de Ministros, en 2010, había clasificado como secretas la mayor parte de las competencias del Ministerio de Asuntos 
Exteriores:
https://politica.elpais.com/politica/2012/06/03/actualidad/1338750887_077908.html
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llevada a cabo por la administración pública en los “ámbitos sobre los cuales el Estado 
configura y dirige la política exterior” (Molina Roig y Arguàs Galcerà, 2017, 82).

También la “seguridad pública” forma parte de la seguridad nacional. La jurisprudencia 
constitucional la concibe de manera amplia como la actividad dirigida “a la protección 
de personas y bienes con la finalidad de garantizar la tranquilidad y el orden ciuda-
dano” (como en las SSTC 33/1982, FJ 3, o 154/2005, FJ 5), lo que parece muy cercano 
a la idea de seguridad ciudadana, y que va más allá de las funciones de las fuerzas 
y cuerpos de seguridad, pero que también las incorporaría, al igual que a protección 
civil. De esta forma, el límite adquiriría una gran dimensión si se interpreta que todas las 
funciones las fuerzas de cuerpos de seguridad sirven para mantener la seguridad pú-
blica (LO 2/1986, de fuerzas y cuerpos de seguridad). También protegen la seguridad 
ciudadana, lo que nos remite a otro amplio marco normativo (LO 4/2015, de protección 
de la seguridad ciudadana). De esta forma, este límite de seguridad pública se solapa 
en parte con el otro límite citado de “prevención, investigación y sanción de los ilícitos 
penales, administrativos o disciplinarios”, en sus aspectos de prevenir actos delictivos 
e investigar delitos. En lo demás, este último límite es más amplio17.

La información relacionada con el terrorismo no debe suponer per se la imposibilidad 
de acceso a la misma. Hemos dicho que no pueden excluirse materias en bloque. O 
sea, la presencia de terrorismo no excluye la posibilidad de acceso. El problema en 
realidad radica en la dificultad de llevar a cabo la ponderación adecuada (para resolver 
el dilema entre acceso y limitar tal acceso) en los casos en los que el terrorismo está 
de por medio18. Estamos ante otro ejemplo de transcendencia en la búsqueda de un 
adecuado equilibrio entre seguridad y libertad.

Sin duda, los supuestos más delicados vendrán de las actuaciones de inteligencia, 
aunque esto no significa que su ámbito quede reducido. En realidad, la problemática 
que estamos apuntando puede afectar a muchos órganos públicos, no solo al Cen-
tro Nacional de Inteligencia (CNI), o a la inteligencia militar (Sistema de Inteligencia 
de las Fuerzas Armadas –SINFAS-), o al Departamento de Seguridad Nacional (DSN). 
También al Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y Crimen Organizado (CITCO), 
e igualmente a unidades no especializadas en inteligencia de Policía, Guardia Civil 
y policías autonómicas; o al Centro para la protección de las infraestructuras críticas 
(CNPIC); o a órganos administrativos como el Consejo de Seguridad Nacional (CSN), la 
Conferencia Sectorial para Asuntos de la Seguridad Nacional, el Consejo de Política de 
Seguridad o la Mesa de coordinación de medidas contra el terrorismo; o a comisiones 
17 También presenta problemas: así, la sanción de infracciones debe entenderse no referida a la sanción misma sino a la actividad sancionadora, en el sentido 
de procedimientos sancionadores en curso (Fernández Ramos y Pérez Monguió, 2017, 171). El Convenio del Consejo de Europa es más preciso al aludir a “la 
prevención, la investigación y el procesamiento de actividades criminales” y a “investigaciones disciplinarias” (art. 3.1. c y d).
18 Podemos tomar como ejemplo los atentados en Cataluña en agosto de 2017, donde existió una relevante polémica sobre avisos previos que alertaban de 
posibles ataques en las Ramblas de Barcelona. Es relevante para la opinión pública conocer aspectos de esta cuestión. Así, se podrá informar del protocolo 
que se sigue cuando llega una información de inteligencia extranjera, cómo se informa a las policías autonómicas, o cómo gestiona tal información el CITCO. 
Pero posiblemente no se podrá revelar el origen de la información, es decir, qué vías empleó la inteligencia estadounidense para obtenerla (¿rastreo de comu-
nicaciones? ¿topo?), pues ello delataría métodos que deben quedar al margen del conocimiento público por razones de seguridad nacional
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parlamentarias como la Comisión Mixta de Seguridad Nacional de la Cortes, o la Co-
misión de control de los créditos destinados a gastos reservados del Congreso de los 
Diputados. Ello es así porque la amenaza del terrorismo yihadista está tan extendida 
que hay una gran implicación cuantitativa de órganos diferentes. Además, todos los 
órganos y responsables superiores a los indicados también pueden verse en la tesitura 
de aplicar los límites de seguridad señalados.

B) La problemática de la ponderación

El equilibrio entre seguridad y libertad exige que el análisis se sofistique (por decirlo de 
algún modo) para llevar a cabo la ponderación adecuada en casos relacionados con el 
terrorismo. No se puede olvidar lo ya dicho: la aplicación de los límites no puede ope-
rar de manera automática, por lo que es necesario articular una justificación si se de-
niega el acceso. El art. 20.2 de la Ley 19/2013 exige taxativamente que las resoluciones 
que denieguen el acceso serán motivadas. En la misma línea, el art. 5.6 del Convenio 
del Consejo de Europa también exige que si la autoridad rechaza el acceso “deberá 
dar las razones de la denegación”. Además, el sujeto obligado debe hacer una ponde-
ración de los intereses en juego y dar cuenta de tal ponderación. Sin embargo, puede 
suceder que tal razonamiento que hace el órgano al que se le solicita información no 
puede salir a la luz por razones de seguridad. Entonces, ¿se está aplicando un límite de 
manera automática? Además, la regla general tiene que ser la vigencia del derecho, si 
la excepción debe prevalecer debe justificarse de manera suficiente.

Así las cosas, alegar cuestiones de seguridad antiterrorista como límite al acceso pue-
de conllevar una situación que podemos tildar de paradójica, porque lo más recomen-
dable puede ser que el poder público no explique el rechazo al acceso para no revelar 
fuentes o datos secretos. Creemos que la solución a esta situación estriba en reclamar 
a los órganos públicos, en este ámbito, un esfuerzo suplementario de justificación, res-
ponsabilidad y rendición de cuentas. Esto debería conseguirse sin menguar la reserva 
que reclama la lucha contraterrorista, como ejemplo de un adecuado equilibrio entre 
seguridad y libertad. 

En todo caso, no hay que olvidar que la información se puede entregar de manera 
parcial, además de disociada. El acceso parcial, como ya dijimos, está expresamente 
previsto en el art. 16 de la Ley 19/2013, de transparencia, acceso a la información pú-
blica y buen gobierno. Las resoluciones de acceso parcial también deben motivarse 
(art. 20.2 Ley 19/2013, ya citado). A su vez, la disociación de la información se encuentra 
en el art. 14.3 de esta Ley 19/2013. También hay que recordar otra previsión que puede 
tener relevancia en lo que ahora nos ocupa: cuando la mera indicación de la existencia 
o no de la información “supusiera la vulneración de alguno de los límites al acceso se 
indicará esta circunstancia al desestimarse la solicitud” (art. 20.3 Ley 19/2013). Este pre-
visión semeja un caso excepcional de motivación mínima, que la doctrina advierte que 
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no debe convertirse en una cláusula de estilo o de aplicación generalizada (Razquín 
Lizárraga, 2015, 85).

Una complejidad adicional que tenemos en España radica en que la normativa de 
transparencia no se ha conectado con la de secretos oficiales. A ello nos referimos en 
el subapartado siguiente.

C) ¿Y los secretos oficiales?

Siguiendo con el caso español, sorprende la falta de coordinación de la Ley 19/2013, 
transparencia, acceso a la información público y buen gobierno, con la normativa de 
secretos oficiales19. Incluso, no hay ningún artículo de esta Ley 19/2013 sobre secre-
tos oficiales o materias clasificadas20. La Ley de Secretos Oficiales data de 1968 (Ley 
9/1968), aunque se reformó por la Ley 48/1978. De todos modos, convendría que se 
dictase una nueva en nuestro actual período constitucional21. Dicha ley, en su art. 2, 
permite que se declaren materias clasificadas “asuntos, actos, documentos, informa-
ciones, datos y objetos cuyo conocimiento por personas no autorizadas pueda dañar 
o poner en riesgo la seguridad y defensa del Estado”. No se fija plazo de duración de 
dicha clasificación, por lo que habrá que entender que esos datos clasificados se-
guirán con tal condición jurídica hasta que se desclasifiquen formalmente. De igual 
modo, tendrán carácter secreto, sin necesidad de previa clasificación, “las materias así 
declaradas por ley” (art. 1.2 Ley 9/1968). Se ha criticado tanto la necesaria desclasifi-
cación expresa, como “la extraordinaria amplitud con la cual se ejerce esta potestad 
de clasificación y su carácter aparentemente discrecional” (Fernández Ramos y Pérez 
Monguió, 2017, 164)22.

El acceso a la información de los parlamentarios tiene una previsión específica. De esta 
forma, el art. 10.2 de la Ley 9/1968, preceptúa que “la declaración de materias clasi-
ficadas no afectará al Congreso de los Diputados ni al Senado, que tendrán siempre 
acceso a cuanta información reclamen, en la forma que determinen los respectivos 
reglamentos y, en su caso, en sesiones secretas”. Asimismo, el art. 7.1 de la Ley 11/1995, 
reguladora de la utilización y control de los créditos destinados a gastos reservados, 
preceptúa que dichos créditos “estarán sujetos al control del Congreso de los Diputa-
dos, a través de una comisión parlamentaria”.
19 Sí lo hace, en cambio, la Ley 16/1985, del patrimonio histórico español, que en su art. 57.1.a) excluye el acceso a los documentos que afecten a “materias 
clasificadas de acuerdo con la Ley de Secretos Oficiales”. También deja fuera a los documentos cuya difusión “pueda entrañar riesgos para la seguridad y 
defensa del Estado”.
20 La anterior regulación del procedimiento administrativo sí remitía a la normativa específica en el acceso a los archivos sometidos “a la normativa sobre 
materias clasificadas” (art. 37.6 -antes de la reforma de 2013 de la ya derogada Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicos y Proce-
dimiento Administrativo Común-).
21 La doctrina ha analizado sus deficiencias y reclamado, por lo tanto, el dictado de una nueva ley (Rey Martinez, 2013, 201).
22 Sin embargo, en el específico régimen de la Ley 16/1985, del patrimonio histórico español, no se exige siempre desclasificación ya que se permite solicitar 
autorización administrativa para tener acceso a los documentos excluidos de consulta pública: esta autorización “podrá ser concedida, en los casos de docu-
mentos secretos o reservados, por la autoridad que hizo la respectiva declaración, y en los demás casos, por el jefe del departamento encargado de su custo-
dia” (art. 57.1.b). Contradiciendo esta previsión, el Real Decreto 1708/2011, por el que se establece el Sistema Español de Archivos y se regula el Sistema de 
Archivos de la Administración General del Estado y de sus Organismos Públicos y su régimen de acceso, vuelve a reclamar previa desclasificación. Su art. 27 
establece que “los documentos clasificados de conformidad con lo previsto en la normativa sobre secretos oficiales del Estado estarán excluidos de la consulta 
pública, sin que pueda concederse autorización para el acceso en tanto no recaiga una decisión de desclasificación por el órgano competente para realizarla”.
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Con base en esta normativa, existe en el Congreso de los Diputados una comisión 
específica, la genéricamente denominada comisión de secretos oficiales, aunque su 
nombre oficial a día de hoy en Comisión de control de los créditos destinados a gastos 
reservados. Tal comisión puede entenderse que equilibra la necesidad democrática 
de información de los parlamentarios con las exigencias de secreto. En ella el Congre-
so tiene acceso a las materias reservadas del Estado, lo que obliga a un deber especial 
de reserva a los diputados que asisten a tal comisión (el art. 16 del Reglamento del 
Congreso establece que los diputados están obligados “a no divulgar las actuaciones 
que, según lo dispuesto” en dicho reglamento, “puedan tener excepcionalmente el ca-
rácter de secretas”, lo que origina un deber que si es quebrantado puede dar lugar a la 
privación de derechos -art. 99 Reglamento Congreso-). En la práctica, para la elección 
de miembros de esta comisión a veces se ha tenido especial cautela23.

Además, por mandato del art. 13.2 de la Ley 36/2015, de Seguridad Nacional, se ha 
creado en las Cortes Generales una Comisión Mixta Congreso-Senado de Seguridad 
Nacional. La finalidad de esta comisión es que las Cámaras “tengan la participación 
adecuada en los ámbitos de la Seguridad Nacional y dispongan de la más amplia in-
formación sobre las iniciativas en el marco de la política de Seguridad Nacional”. En 
esta comisión comparecerá anualmente el Gobierno, a través del representante que 
designe, para informar sobre la evolución de la Seguridad Nacional en dicho período 
de referencia. Asimismo, en esta Comisión Mixta se presenta la Estrategia de Seguri-
dad Nacional y sus revisiones24.

Como apunta Guichot, existe un terreno común entre algunos de los límites estableci-
dos en el art. 105.b de la Constitución (seguridad y defensa del Estado), los límites de 
seguridad de la Ley 19/2013 y “las materias que pueden clasificarse como secretos 
del Estado” (Guichot, 2014, 103). La solución técnica a ello hubiera sido prever en la ley 
de transparencia que la información sobre materias clasificadas se regiría por la ley de 
secretos oficiales25. Entendemos que debe interpretarse de esa forma, para lo cual se 
puede acudir al párrafo segundo de la Disposición Adicional primera de la Ley 19/2013, 
que establece que se regirán por su normativa específica, y por esa ley con carácter 
supletorio, “aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de 
acceso a la información”. En todo caso, esta confluencia de límites de diverso tipo con 

23 En la X Legislatura el PP usó su mayoría en diversas ocasiones para que no entrara en dicha comisión Amaiur ni ERC. La mayoría de 3/5 que se exige facilita 
estos posibles bloqueos. En cambio, en la Legislatura XII, en 2017, no se impidió que cada grupo tuviera un representante, lo que a la postre ha generado 
problemas (en noviembre 2017 el Gobierno se resistió a acudir a la comisión a informar sobre la injerencia rusa el 1-O, posiblemente por la presencia en la 
misma de ERC y PDeCAT, aunque la vicepresidenta acabó yendo al mes siguiente). En enero de 2018 consultamos prensa en abierto sobre estas cuestiones:
https://politica.elpais.com/politica/2017/02/22/actualidad/1487777676_232389.html
http://www.elmundo.es/espana/2017/11/16/5a0d83b246163fb3268b45b2.html
http://www.abc.es/espana/abci-santamaria-garantiza-elecciones-limpias-cataluna-pese-riesgo-injerencias-rusas-201712141506_noticia.html
24 Esta comisión no es secreta y sus comparecencias y debates se publican en el Diario de Sesiones de las Cortes Generales: 
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Organos/Comision?_piref73_7498063_73_1339256_1339256.next_page=/wc/detalleInfor-
mComisiones?idOrgano=319&idLegislatura=12
25 Además, Guichot comenta otra posible opción: se podía haber precisado que siendo de aplicación de Ley de Transparencia, se denegaría en todo caso el 
acceso cuando se tratara de materias clasificadas y que, en caso contrario, la denegación basada en algunas de las limitaciones relacionadas con la seguridad 
o la defensa “correspondería al órgano competente para clasificar y, en caso de denegación, se procedería a su clasificación” (Guichot, 2014, 103).
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secretos oficiales no implica per se un conflicto, sino, por ejemplo, un trabajo de deter-
minación de la ley aplicable.

D) Referencia a la jurisprudencia

No existe de momento doctrina jurisprudencial específica que nos puede arrojar luz 
sobre las cuestiones planteadas anteriormente, aunque sí existen sentencias que 
abordan aspectos de interés. Al margen dejamos sentencias más antiguas que se dic-
taron en otro contexto normativo (como las relativas a los “papeles del Cesid”26).

Sobre distintas cuestiones del derecho de acceso y materias reservadas, sí encon-
tramos decisiones acerca de las notas que ha de reunir la resolución denegatoria del 
mismo. En este sentido se puede citar la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala tercera, 
Sección 3ª, de 26 de octubre de 2015, recurso de casación 1631/15, en la que se indi-
ca, en el FJ 1 y refiriéndose a secretos oficiales, que la jurisprudencia es constante en 
sostener que no se exige que se proporcionen detalles exhaustivos, sino ofrecer un 
mínimo de datos sobre las razones determinantes, “pues así se permite al interesado 
articular su defensa y a la Sala conocer las razones de la decisión y verificar que las 
mismas se ajustan a la legalidad y a la racionalidad que han de guiar el ejercicio de las 
potestades administrativas”27.

En este orden de cosas, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en su Sentencia 
de 15 de noviembre de 1996, asunto Chahal c. Reino Unido, se refiere en su párrafo 
131 a que “el uso de información de carácter confidencial puede ser inevitable cuando 
se halla en juego la seguridad nacional”, aunque eso “no implica que las autoridades 
nacionales hayan de quedar libres de controles efectivos por parte de los tribuna-
les nacionales siempre que afirmen estar ante un problema de seguridad nacional o 
de terrorismo”. También el Tribunal Constitucional español sostiene que la Adminis-
tración, preservando la información material cubierta por la legislación de secretos 
oficiales, debe concretar “motivadamente una suficiente explicación que permitiera 
conocer aquellos hechos o aspectos negativos” que fueran relevantes para el caso 
(STC 31/2014, FJ 6)28.

También el Tribunal Supremo ha apreciado, en diversas ocasiones, ausencia de moti-
vación suficiente en resoluciones que se basan en informes del servicio de inteligen-
cia que no se incorporan en al expediente (por ejemplo, Sentencia de la Sala Tercera, 

26 Sobre ellas pueden verse los comentarios de Díez-Picazo, 1998.
27 En el caso se impugnaba una resolución de expulsión del territorio nacional y prohibición de entrada por un periodo de diez años. La prueba de cargo viene 
venía constituida por una denuncia del CNI, complementada por un informe de la Brigada de información de la Policía Nacional, en los que se atribuía al 
recurrente una conducta subsumible en la infracción muy grave prevista en el artículo 54.1.a) de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros y su integración en España. Esa conducta consistía en “participar en actividades contrarias a la seguridad nacional o que pueden perjudicar las 
relaciones de España con otros países” (art. 54.1.a de esa LO 4/2000).
28 En este caso, al no acreditar mínimamente la Administración que la decisión de cese de la recurrente obedeció a razones objetivas, concede el amparo al 
entender que se ha producido discriminación por razón de sexo. La inactividad probatoria de la Administración no se justifica por aducir clasificación como 
secretos de los informes de valoración del desempeño de la recurrente. El CNI había despedido a la recurrente.
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de 17 de enero de 2006, recurso 1615/2000; Sentencia de 4 de julio de 2012, recurso 
5251/2009). Estas exigencias, en materia de motivación de la resolución administrativa, 
parecen extensibles a supuestos que puedan plantearse, en lo sucesivo, en recursos 
contra resoluciones denegatorias basadas en los límites del art. 14 de la ley de trans-
parencia. Como se ha visto, la afectación a materias como la seguridad nacional o el 
terrorismo no excluye el control judicial.

Por último, aludimos a un caso reciente. Se trata de una solicitud de 2015 de acceso 
al listado de pasajeros y acompañantes de la flota del Grupo 45 de las Fuerzas Aéreas 
Españolas. El Ministerio de Defensa negó esa solicitud alegando protección de datos 
y que parte de la información estaba sometida a secreto (lo referido a Presidencia del 
Gobierno y Casa Real). Esta denegación se recurre ante el Consejo de Transparencia 
y Buen Gobierno, que la estima parcialmente e insta a Defensa a proporcionar la in-
formación solicitada, sin incluir la información clasificada. En concreto, dicho Consejo 
argumenta que el transporte se realiza con fondos públicos haciendo uso de material 
también público, pero que la información facilitada no contendrá datos sobre la tri-
pulación ni sobre el personal de seguridad que se desplace. Tras ello Defensa afirma 
que no tiene datos fehacientes sobre lo solicitado, lo que de nuevo es recurrido por el 
interesado ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, que otra vez requiere 
al Ministerio de Defensa para que entregue la información. El Ministerio lleva a la vía 
jurisdiccional la resolución del Consejo. En primera instancia no se estima el recurso 
de Defensa (Sentencia 19/2017 del Juzgado Central contencioso-administrativo nº 10 
de Madrid), que apela a la Audiencia Nacional, órgano que estima en parte el recurso 
(Sentencia 54/2017 de la Sala de lo contencioso-administrativo, sección 7ª, de la Au-
diencia Nacional). En concreto, manda que la ejecución se lleve a cabo con diversas 
limitaciones: se excluye la Casa Real (el conducto debería ser la Secretaría de la Pre-
sidencia del Gobierno), la información solo deber referirse a viajes y acompañantes de 
autoridades después del 10 de diciembre de 2014, no se referirá a viajes clasificados, 
y la información no se emitirá cuando deba reelaborarse mediante la recopilación y 
obtención de datos que no obren en el Ministerio de Defensa.

4. La dimensión internacional

Toda esta relación entre transparencia, seguridad y sociedad digital tiene muchas más 
aristas que las que hemos comentado hasta ahora, pero no queremos dilatarnos en 
exceso para no perder nuestro hilo argumental. Tan solo abordamos en este apartado 
una cuestión adicional que permita al lector situarse mejor en el tema.

Nos estamos refiriendo a la dimensión internacional, sin duda alguna de extrema re-
levancia. Como fácilmente se comprende, esta dimensión es esencial en todo lo que 
estamos comentando. Las amenazas terroristas se mueven a escala internacional, el 
propio radicalismo islámico es una apuesta global, y los flujos de información no cono-
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cen fronteras gracias a Internet. La lucha contra el terrorismo se basa en gran parte en 
el intercambio de información más allá de las fronteras de cada Estado. Es una reivin-
dicación constante apelar a mejorar este intercambio entre agencias de inteligencia. 
Incluso, existen formulaciones bilaterales recientes en este campo, como el Convenio 
entre el Reino de España y el Reino de Arabia Saudí sobre protección mutua de infor-
mación clasificada en el ámbito de la defensa, de 26 de septiembre de 2016 (BOE, 6 
de septiembre de 2017).

También el principio de transparencia ha tenido relevantes formulaciones a escala in-
ternacional (ya citamos el Convenio del Consejo de Europa de 2009). La supranaciona-
lidad es más que evidente en la Unión Europea, donde transparencia y protección de 
datos están por doquier, también ligadas a la seguridad (como la Directiva 2016/680 
del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a la protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de datos personales por parte de las autoridades 
competentes para fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de 
infracciones penales o de ejecución de sanciones penales) y con previsiones espe-
cíficas sobre acceso (como el citado Reglamento 1049/2001). En fin, la dinámica y el 
desarrollo de la transparencia, para comprenderla de manera cabal es necesario verla 
a escala internacional y comparada. 

IV. CONCLUSIONES

El terrorismo yihadista se ha convertido en una amenaza de seguridad global, regional 
y local de primera magnitud, que exige respuestas adecuadas desde el Estado de De-
recho. Gran parte de su expansión se ha debido al uso de las posibilidades ofrecidas 
por la sociedad digital, con sus redes, su globalización, conectividad y capacidad de 
envío masivo de información con costes mínimos. El caso del DAESH es el ejemplo 
más palmario.

De este modo, se evidencian las contradicciones de la sociedad digital, que aúna for-
talezas y debilidades. Fortalezas para expandir la libertad y la participación ciudadana, 
y también debilidades para dar cobertura al terrorismo y al radicalismo. La opinión 
pública y los propios poderes decisores deben tratar de fomentar esos elementos po-
sitivos y mitigar los rasgos negativos. Ello pasa por un adecuado control de contenidos 
y por articular específicas estrategias de fortalecimiento democrático y de contrarradi-
calización. O sea, dar satisfacción actual al nuevo equilibrio entre seguridad y libertad.
En este entorno, el principio de transparencia debe mantenerse, por supuesto, con 
sus elementos de publicidad activa, acceso a la información y garantías. Lo que habrá 
que hacer es buscar, de nuevo, el adecuado equilibrio entre seguridad y libertad, ver-
dadero nudo gordiano del presente. En este sentido, es posible limitar el acceso a la 
información por razones de seguridad, lo cual resulta evidente en casos de terrorismo. 
Ello debería hacerse con la ponderación precisa para que no suponga una restricción 
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excesiva a la libertad. El problema radica en que ese razonamiento que hará el órgano 
de seguridad al que se le solicita la información a veces no podrá ser explicitado, o sea, 
no se podrá comunicar al ciudadano. Entonces parecería que la aplicación del límite es 
automática, lo cual, como hemos visto, no es la opción interpretativa “oficial” que se ha 
adoptado. No olvidemos, en el fondo, que en el Estado Democrático el criterio general 
es la vigencia del derecho, mientras que la excepción es su limitación. La excepción 
para prevalecer debe justificarse de manera suficiente, pero en alguno de los supues-
tos ello no será posible. Parece este un callejón sin salida, una verdadera paradoja, por 
lo que hay que reclamar a los órganos públicos, en este ámbito, un esfuerzo suple-
mentario de justificación, responsabilidad y rendición de cuentas. Creemos que esto 
se puede conseguir sin menguar la reserva que reclama la lucha contraterrorista. La 
falta de conexión de la normativa de transparencia con la de secretos oficiales ofrece 
una dificultad interpretativa añadida.

En definitiva, el horizonte a perseguir es una cultura de la transparencia que recorra 
el funcionamiento de todas las dimensiones y niveles del aparato público, que sirva 
para un mejor respeto y ejercicio de los derechos de participación ciudadana. Al mis-
mo tiempo, debemos buscar un equilibrio en la sociedad digital en la que vivimos, 
plagada de amenazas (como el terrorismo), y que debe procurar de forma ineluctable 
una respuesta satisfactoria al encuentro entre seguridad y libertad. Trabajos como este 
intentan ayudar en ese sentido.
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RESUMEN

El ámbito deportivo profesional posee una serie de características especiales que lo 
diferencian de cualquier otro ámbito económico; esas características lo hacen espe-
cialmente vulnerable para que se den hechos de delincuencia económica. El análisis 
de estos elementos característicos (dinero, pasión, poder, estructuras organizativas y 
apuestas) es indispensable para comprender mejor el fenómeno de la delincuencia 
en el ámbito deportivo y a la hora de implementar un adecuado de programa de com-
pliance encaminado a garantizar la transparencia y la ética de la entidad. El compliance 
ha tomado importante notoriedad en el ámbito deportivo en los últimos años gracias a 
importantes escándalos de delincuencia económica en entidades deportivas.

PALABRAS CLAVE

Delincuencia Económica, Entidades Deportivas, Compliance. 

I. INTRODUCCIÓN

El presente artículo representa una exposición de los avances de la tesis doctoral que 
el autor se encuentra preparando y que lleva por nombre: “Responsabilidad Penal de 
las Personas Jurídicas y Modelos de Compliance en Entidades Deportivas Profesiona-
les”, específicamente de los capítulos 2 y 3 de dicho trabajo, el cual centran su atención 
en el análisis de las características específicas del sector que pueden influir en la comi-
sión delitos especialmente de ciertos delitos económicos y como dichas característi-
cas deben de ser tomadas en cuenta a la hora de diseñar e implementar un programa 
de cumplimiento penal en las entidades deportivas. 

Tradicionalmente el ámbito deportivo profesional había ostentado una posición espe-
cial y de exclusión frente al derecho penal, por ejemplo, las lesiones deportivas rara 
vez entran a ser analizadas por el derecho penal; los estadios deportivos son conside-
rados como válvulas de escape sociales y en donde las normas jurídico-penales pare-
ciera que no tienen cabida, desde insultos a los jugadores o árbitros deportivos hasta 
violentos enfrentamientos entre grupos de aficionados radicales, que han acabado 
con la vida de más de 1500 personas durante el siglo pasado (Schmitt de Bem, 2015). 
La criminalidad se ha expandido hasta contagiar a directivos y deportistas y pasando 
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de los delitos más clásicos (lesiones y riñas) a delitos económicos (dentro de los cuales 
se pueden incluir delitos como: estafas, blanqueo de capitales, corrupción, delito fis-
cal, delitos societarios, amaño de partidos, trata de personas, entre otros). Este nuevo 
escenario de delincuencia económica en el sector deportivo ha significado un cambio 
en la intervención del Derecho Penal en dicho ámbito, llevado a la investigación de 
grandes escándalos especialmente desde inicio del siglo XXI. 

Los escándalos de corrupción en el ámbito deportivo profesional han ido en aumento 
en los últimos años (Gavira, 2017), la lista es larga: a nivel internacional iniciando con 
el COI (Comité Olímpico Internacional) en los JJOO (Juegos Olímpicos) de Salt Lake 
City en 2002, el mayor escándalo en el ámbito deportivo con el caso FIFA (Federación 
Internacional de Fútbol Asociado) de 2015 (conocido como FIFA Gate), los casos de 
corrupción que engloban la construcción de recintos deportivos para el mundial de 
Brasil 2014 y los JJOO de RIO 2016. Mientras que en España podemos enumerar varios: 
el caso de la Federación Española de Fútbol, los casos Neymar I y II, los delitos fiscales 
de diversos jugadores en España especialmente del FC Barcelona y el Real Madrid1, 
amaños de partidos en las ligas españolas (incluso llegando a salpicar a equipos de 
la primera división como el Levante2), el famoso caso del Osasuna FC por diversos 
delitos de carácter económica de sus directivos, el caso también por diversos delitos 
económicos de la Federación Española de Baloncesto, además  del caso del jugador 
del Real Madrid Karim Benzema acusado de extorsión en Francia y Sandro Rosell in-
vestigado por blanqueo de capitales y corrupción entre particulares en Brasil, entre 
otros muchos más escándalos de criminalidad económica en el deporte profesional 
en los últimos años. 

Debido a este aumento en la delincuencia económica en el ámbito deportivo pro-
fesional, a la incorporación de la Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas e 
incluso a la sentencia por conformidad del FC Barcelona por delitos fiscales, es que 
el compliance ha tomado bastante notoriedad en los últimos años, por ejemplo: 1. La 
modificación del artículo 55.20 del Estatuto de la Liga Nacional de Fútbol Profesional 
(LFP) de España, en donde se les exige a los clubes primera y segunda división contar 
con programas de cumplimiento normativo para poder inscribirse en las respectivas 
ligas, 2. Asimismo, la misma FIFA ha incluido importantes cambios estructurales en su 
organización encaminados a evitar posibles casos de delincuencia económica y pro-
mover la ética y la integridad dentro de la organización.  

Sin lugar a dudas bajo este panorama de constantes hechos delictivos en el ámbito 
deportivo vale pena plantearse la pregunta ¿Por qué el ámbito deportivo es tan propi-
cio para la comisión de hechos de delincuencia económica? La respuesta es compleja 
ya que a diferencia de cualquier otro ámbito económico el deporte profesional posee 

1 Luis Figo, Samuel Eto`o, Adriano Correia, Leonel Messi, Javier Mascherano, Iker Casillas, Cristiano Ronaldo, Alexis Sánchez, Xavi Alonso, Ángel Di 
María, Radamel Falcao, José Mourinho, Luka Modric, entre otros. 
2 Supuesto pago en efectivo realizado a los jugadores del Levante para que se dejasen ganar ante el Zaragoza, en 2011.
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características especiales que lo hacen único, pero que también lo vuelven muy vul-
nerable frente a la delincuencia económica; cabe resaltar que esto no significa que 
en otros ámbitos económicos no se cometan delitos ya que en todos los ámbitos de 
la sociedad se dan delitos, pero los delitos cometidos en el ámbito deportivo profe-
sional tienen un impacto social mayor debido a la gran cobertura de los medios de 
comunicación en este ámbito específico y los mismos se dan con una frecuencia que 
despierta las alertas. Es por esto que se puede afirmar que estas características espe-
cíficas sin lugar a dudas repercuten a la hora de diseñar e implementar un programa 
de compliance y por lo tanto no pueden ser ignoradas. 

II. CARACTERÍSTICAS ESPECIALES DEL ÁMBITO DEPORTIVO PROFESIO-
NAL QUE AUMENTAN LA POSIBILIDAD DE COMISIÓN DE DELITOS ECO-
NÓMICOS

Dinero 

Las cifras económicas que se mueven en el ámbito deportivo profesional son sorpren-
dentes: pagos de cientos de millones de euros por fichar a un jugador, millonarios que 
compran clubes deportivos, contratos de patrocinio, cesiones de derechos de imagen, 
son solo algunas de las operaciones millonarias que se dan de forma habitual en el 
ámbito deportivo. Sin embargo, esto no ha sido siempre así, por ejemplo, el deporte 
profesional no había tenido importantes contratos de patrocinio hasta 1974, año en el 
que la FIFA firmó un contrato con la empresa alemana Adidas para que esta última fue-
ra el balón oficial en sus mundiales, contrato que se mantiene hasta el día de hoy (Hill, 
2008); este contrato marcó un antes y un después en la historia del fútbol profesio-
nal, abriendo las puertas a millonarios contratos de patrocinio. Los ingresos producto 
de patrocinios deportivos permitieron a los clubes y federaciones desarrollarse hasta 
alcanzar el nivel que ostentan hoy en día. Cabe destacar que pese a esta mejora en 
materia presupuestaria la situación laboral de los jugadores y sus salarios no mejoró 
de la misma forma; no fue sino hasta el famoso caso Bosman en que los jugadores 
vieron una mejora significativa en sus condiciones laborales especialmente respecto 
a beneficios económicos, sentencia sin la cual las grandes estrellas deportivas de hoy 
no ganarían los millones de euros que ganan por contratos3. 

La explotación de los derechos de trasmisión de eventos deportivos también son una 
importante fuente de ingresos, deportes como el boxeo o MMA (Mixed Martial Arts – 
Artes Marciales Mixtas) han logrado alcanzar cifras récord gracias a los llamados pago 
por evento (Pay Per View) esta modalidad ha permitido que MMA creciera en tan solo 

3 Sentencia Tribunal Europeo de Derechos Humanos: TEDH C-415/93, sentencia de 15 de diciembre de 1995, caso Bosman vs Bélgica. El Real Fútbol Club 
de Lieja le propuso una renovación de contrato a Jean Marc Bosman dicha renovación conllevaba una importante disminución en el salario que hasta ese 
momento recibía el jugador, por lo cual el jugador buscó otro equipo, Bosman encontró un equipo interesado en él y que estaba dispuesto a pagar lo que 
anteriormente se llamaba como “costo de la ficha” un pago simbólico al club de origen aun cuando el jugador no tuviese contrato restante, pero el club belga 
no acepto el pago del club francés y a Bosman se le apartó del primer equipo lo que se conoce popularmente como “enfriamiento del jugador” utilizado hasta 
la fecha como una forma de castigo a los jugadores, por lo que Bosman inició un proceso judicial contra su equipo que tardó seis años hasta que el TEDH falló 
a su favor marcando un antes y un después en la historia laboral en el ámbito deportivo y especialmente en el mundo de los fichajes de jugadores de fútbol
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dos décadas hasta alcanzar y desplazar al boxeo como el rey de los deportes de con-
tacto, permitiéndole alcanzar presencia global e ingresos por cientos de millones de 
dólares. También la Formula 1 logró la expansión global de la categoría y beneficios de 
miles de millones de euros cada año gracias a la cesión de los derechos de trasmisión, 
mientras que la Premier League británica obtuvo 5.136 billones de libras esterlinas por 
ceder los derechos de trasmisión durante tres temporadas (Gratton, Liu, Ramchandani, 
Wilson, 2016) (Byers, Thurston, 2016). 

De estos datos se puede deducir que las federaciones deportivas y los clubes ganan 
millones de euros cada año, sin embargo, al igual como ingresan grandes cantidades 
de dinero, los gastos operativos de estas entidades deportivas son sumamente altos, 
desencadenando que el margen de beneficio neto anual no sea tan grande, convir-
tiéndolo en un negocio de un riesgo inherente importante. Por esta razón casi treinta 
de los cuarenta equipos que integran la primera y segunda división española han es-
tado en concurso de acreedores4. Uno de los principales gastos de los clubes es la 
contratación de jugadores y el pago de salarios, especialmente desde que el mercado 
de fichajes ha alcanzado cifras astronómicas con valores económicos subjetivos que 
no pueden llegar a medirse de forma objetiva, ha desencadenado en lo que se ha lla-
mada como “burbuja de fichajes deportivos” que afecta tanto a los llamados equipos 
grandes como a los más pequeños5.  

El problema relativo al dinero desde el punto de vista del compliance es que grandes 
cantidades de dinero y una mala gestión de las entidades significa grandes posibili-
dades de delitos económicos aspectos motivados también por los escasos controles 
existentes para este ámbito y que permiten la comisión de delitos fiscales, estafas, 
blanqueo de capitales entre otros.  

Poder

Ostentar puestos directivos en entidades deportivas profesionales ya sea clubes o fe-
deraciones se ha convertido en una forma relativamente sencilla de adquirir poder; 
acceso que de otra forma no sería posible ostentar. Por ejemplo, la compra de equipos 
de fútbol por parte de empresarios de Europa del Este, Rusia, Asia y Oriente Medio se 
ha convertido en algo habitual, estos empresarios suelen poseer grandes cantidades 
de dinero (que en muchos casos el origen del dinero es delictivo o por lo menos es de 
dudosa procedencia), sin embargo estos empresarios les hace falta poder, el cual no 
pueden lograr de forma política en sus países y es así como ven en el deporte profe-
sional la forma más fácil de ostentar poder, únicamente con el requisitos de pagar para 
adquirirlo.  
4 Diario La Voz de Galicia artículo: Veintisiete equipos españoles se han acogido a la Ley Concursal. 8 de noviembre de 2012. se puede consultar en https://
www.lavozdegalicia.es/noticia/deportes/2012/11/07/ventisiete-equipos-espanoles-acogido-ley-concursal/00031352305549450432796.htm
5 Sobre esto: Diario Marca artículo: El Real Madrid contempla con miedo la locura del mercado. 29 de diciembre de 2017. Madrid. Se puede consultar en: 
http://www.marca.com/futbol/real-madrid/2017/12/29/5a4505e2ca4741a3098b4666.html  
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Y es que los estadios deportivos - al igual que los coliseos en la antigua Roma - llenan 
sus palcos con políticos y empresarios, por lo que ser el presidente de un club, direc-
tivo o dueño les da acceso directo a las más altas esferas económicas, sociales, polí-
ticas e incluso judiciales de un país. Por otra parte, el ser presidente de un club impor-
tante garantiza la presencia en los medios de comunicación casi todos los días. Todo 
lo anterior puede conllevar a que se puedan presentar delitos tales como corrupción 
tanto pública como privada, delitos contra el honor, delitos societarios, entre otros. 

Entidades internacionales del deporte como la FIFA o el COI  tienen un poder impre-
sionante en el escenario internacional, siendo capaces de interceder en escenarios 
políticos sumamente tensos (Israel – Palestina por ejemplo), además de que las figuras 
centrales de dichas entidades son ampliamente conocidas, probablemente la mayoría 
de personas de cualquier continente saben de qué institución fue presidente Joseph 
Blatter pero difícilmente podrán identificar quien es el actual Secretario General de 
un organismo tan importante como lo es Naciones Unidas, dejando en evidencia la 
importancia y la trascendencia mediática que tiene el deporte profesional en las so-
ciedades actuales. 

Estructuras organizativas de los clubes deportivos y entidades deportivas

Como se mencionó anteriormente, las entidades deportivas han sufrido un rápido 
crecimiento desde la incursión de patrocinadores es decir desde los años setenta y 
ochenta, con el nuevo milenio el crecimiento en términos económicos ha alcanzado 
cifras exorbitantes, pero y pese a que muchos clubes deportivos se han convertido 
en grandes empresas desde el punto de vista de su facturación, lo cierto es que des-
de el punto de vista de gestión o administración los clubes siguen siendo pequeñas 
empresas manejadas por figuras autoritarias con amplio poder de decisión. Por lo que 
aspectos como el Buen Gobierno Corporativo, la Gobernanza o la Ética Empresarial 
son temas poco explorados por las entidades deportivas profesionales. 

La profesionalización de la gestión en el ámbito deportivo inicio apenas hace algunos 
años y no ha llegado un punto que pueda considerase totalmente profesionalizado 
(debe de recordarse que incluso muchos presidentes de clubes no cobran un salario), 
sin embargo y al igual que otros sectores como los gobiernos, las cúpulas directivas de 
clubes deportivos y entidades deportivas cambian constantemente a sus integrantes, 
lo que significa una escasa continuidad de proyectos y un alto nivel de rotación del 
personal, lo cual afecta el desempeño y el proceso de profesionalización que debería 
de conseguir el club. 

Asimismo, las cúpulas directivas en entidades deportivas poseen una característica 
especial, y es que su figura central es decir el presidente del club ostenta una cuota de 
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poder sumamente amplia con capacidad de toma de decisiones de forma discrecio-
nal muchas veces sin consultar sus decisiones con otros departamentos. Esto puede 
tener importantes consecuencias a la hora de fichar deportistas o firmar acuerdos de 
patrocinio, ya que existe la posibilidad de poner en peligro las finanzas del club, para 
muestra los reiterados casos que se dan en la época de fichajes en donde algunos 
clubes deben de apurarse a vender a varios jugadores para lograr equilibrar el flujo de 
caja.

Estas características son contrarias a los principios de Gobernanza, Transparencia y 
Buen Gobierno Corporativo que deben de regir a las empresas, además de que au-
mentan la probabilidad de comisión de distintos delitos como delitos societarios, esta-
fas, falsedades de cuentas, entre otros. 

Organización de eventos deportivos

La organización de eventos deportivos supone un escenario único incomparable en 
magnitud, ningún evento del mundo del entretenimiento puede competir con los 
JJOO o un Campeonato Mundial de la FIFA, eventos que son vistos por cientos de 
millones de espectadores alrededor del mundo gracias a los derechos de trasmisión 
cedidos a empresas globales encargadas de trasmitir los eventos en todo el mundo. 
Estos eventos en los que participan cientos de atletas y que se celebran durante casi 
un mes completo, con una producción que cuesta miles de millones de euros (los 
JJOO de invierno en Sochi costaron 51 billones de dólares); todo lo anterior conlleva 
que no cualquier ciudad o país puede hacerse cargo de tan importantes eventos, lo 
que origina una fuerte competencia entre países y ciudades para ser la sede de estos 
eventos, para lo cual han sido creados complejos concursos para seleccionar a los 
países o ciudades sedes. 

La organización de estos eventos engloban una serie de características: 1. gran canti-
dad de dinero que mueve estos eventos debido a las importantes obras que se deben 
de construir en poco tiempo, 2. las estrechas alianzas público – privadas que deben de 
establecerse para lograr realizar estos eventos, 3. el interés político que tienen países 
y ciudades especialmente aquellos cuestionados frente a la comunidad internacional 
en organizar estos eventos como forma de “lavarse la cara” frente a los cuestionamien-
tos de la comunidad internacional (por ejemplo: Alemania Nacionalsocialista, Sudá-
frica, China, Rusia, Qatar y otros que no han sido elegidos como sedes, tal es el caso 
de Libia de 2010) (Swart, 2016), son todos factores que sin lugar a dudas aumentan la 
posibilidad de comisión de hechos delictivos, especialmente delitos de corrupción 
tanto entre particulares (para obtener derechos de trasmisión y en los procesos de se-
lección de los países o ciudades sedes de los eventos) como de funcionarios públicos 
(concesión de las obras de construcción de los recintos deportivos y demás obras de 
infraestructura que deban de realizarse). 
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Estos procesos de selección no han estado aislados de la polémica y las críticas, ya 
que han sido cuestionados en algunas ocasiones por su falta de transparencia e inclu-
so por la comisión de hechos delictivos asociados a los mismos. Algunos de ejemplos 
de casos de corrupción asociados a organización de eventos deportivos son: el caso 
de los JJOO de invierno de Salt Lake City, el famoso caso FIFA Gate respecto venta de 
derechos de trasmisión de grandes eventos deportivos (Copa América, Copa de Oro), 
el cuestionamiento de la selección poco transparente de distintas sedes para mundia-
les especialmente para la Copa del Mundo de Qatar 2022, los escándalos de corrup-
ción en Brasil asociados a la organización de los JJOO de Rio de Janeiro en 2016 y la 
Copa del Mundo de la FIFA en 2014 que ha salpicado a las más altas esferas políticas 
de ese país, por citar algunos casos. 

Pasión

Otras característica que se debe destacar es la pasión que se desprende de los even-
tos deportivos y que tiene un poder de influenciar el comportamiento humano de ju-
gadores, entrenadores y aficionados; en algunos casos la pasión puede llevar hasta 
extremos irracionales, que pueden ser desde gritar insultos en los recintos deporti-
vos, peleas en los estadios o alrededores (delitos de lesiones incluso asesinatos), ce-
lebraciones desenfrenadas, o acciones desesperadas para no quedar eliminados de 
torneos o no descender de categoría (amaño de partidos, dopaje), entre otros. Es por 
eso que se puede afirmar que la pasión generada por el deporte es una característica 
sociológica única y que no tienen comparación en ningún otro ámbito de la sociedad 
humana (Benítez, 2016). 

Es por esto que el deporte junto al alcohol pueden ser consideras las dos válvulas 
de escape social más importantes en nuestra sociedad moderno, sin embargo cabe 
destacar que esto es algo que data desde la antigua Roma cuando los coliseos en 
donde se enfrentaban los gladiadores eran una manifestación de la permisibilidad so-
cial, donde era aceptado casi cualquier tipo de comportamiento por lo que además 
de entretener al pueblo se creó una “válvula de alivio social”, permitiéndoles actuar de 
una forma que les llevase a liberarse de sus preocupaciones y enojos, lo que asegu-
raba la aceptación y el respeto del pueblo hacia el imperio. Lo mismo sucede en los 
recintos deportivos modernos, en donde tradicionalmente se ha permitido cualquier 
comportamiento. Desde el punto de vista del análisis de la criminalidad económica 
es sumamente importante entender esta característica, que puede llevar a casos de 
amaño de partidos por parte de jugadores o directivos y al dopaje de deportistas im-
pulsados por la pasión de ganar. Asimismo, debe de comprenderse que la pasión que 
despierta el deporte es la razón por la que los recintos deportivos se llenan y se ven-
den mercaderías de deportistas y clubes deportivos, es decir la pasión es uno de los 
más importantes componentes de la economía de un club; por lo que desde el punto 
de vista del compliance se plantea un reto particular como lo es contener los riesgos 
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derivados de la pasión pero comprendiendo y aceptando que esta característica es la 
razón de una importante cuota de ingresos económicos de las entidades deportivas 
y que sin esta característica sería imposible que una entidad de este tipo sea viable 
económicamente. 

Apuestas 

Las apuestas están muy relacionadas con la pasión que genera el deporte, y al igual 
que la pasión las apuestas también llevan a las personas a actuar de forma irracional, 
ya que son cuantiosas las historias de personas que han perdido todo su patrimonio 
por culpa de las apuestas, y es que se pueden llegar a considerar no solo una adic-
ción (ludopatía) sino que tienen un efecto similar al de una droga, ya que al igual que 
las drogas las apuestas producen placer, aumentan la emoción y son adictivas. Como 
si esto no fuera poco, las casas de apuestas han puesto en práctica una fuerte cam-
paña publicitaria con el objetivo de aumentar la cantidad de apostadores llegando a 
patrocinar inclusive a importantes equipos de Europa, como: Real Betis, Valencia, Má-
laga, Espanyol, Sevilla FC y el Real Madrid, el Bayern Munich, Juventus, Olimpique de 
Marseille, el Manchester United, Everton, West Ham United y el Sunderland por citar 
algunos. Esto ha significado un importante aumento en el negocio de las apuestas en 
Europa que hoy se sitúa en un negocio de más de 50 billones de euros y para el 2020 
se espera que sea de más de 70 billones de euros.  Pese a lo impresionantes que re-
sulten dichos números, lo cierto es que el verdadero líder a nivel de apuestas es Asía, 
las apuestas en dicho continente tienen un componente cultural fuertemente arrai-
gado en la sociedad, para comprender mejor la dimensión de este negocio en Asía 
vale la pena enumerar algunas cifras comparativas: el mercado farmacéutico en ese 
continente genera 106 billones de dólares anualmente, mientras que el negocio de 
las apuestas tanto legales como ilegales (que es el mercado más grande) se calcula 
que produce unos 406 billones de dólares anualmente. Esto significa que en el mer-
cado asiático es posible apostarle a casi cualquier partido de futbol en el mundo de 
hasta tercera categoría y que se le puede apostar no solo al resultado del partido, sino 
que es posible apostarle a casi cualquier cosa que vaya a suceder en un partido: cuál 
equipo ganará, cuál será el marcador final, quién anotará primero, a quién expulsaran, 
cuántas tarjetas amarillas sacarán, cuántos tiros de esquina se harán, cuántos fueras 
de juego, los cambios de jugadores que se harán, cómo celebraran los jugadores si 
anotan un gol, entre otros (Hill, 2008). 

Evidentemente los delitos más fáciles de asociar a las apuestas serán: el amaño de 
partidos y el blanqueo de capitales. Y es que el gran volumen de mercado regido por 
apuestas principalmente ilegales y sin ningún tipo de control han llevado a que se 
presenten importantes casos de amaños de partidos como por ejemplo en la súper 
liga de fútbol creada de forma conjunta por Singapur y Malasia, en donde en su etapa 
final se cree que más del 80% de los partidos eran amañados. El fútbol europeo no está 
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exento de estas mafias recuérdese entre otros el caso Calciapolis y el caso francés con 
el equipo de Burdeos y el de Marsella que llegó hasta condena penal. 

Lo anterior ha despertado las alarmas de los máximos entidades en materia deportiva, 
especialmente de la UEFA (Unión de Asociaciones Europeas de Fútbol) y la FIFA en 
materia futbolística, llevando a los mismos a desarrollar importantes programas en 
materia de integridad a nivel mundial y a trabajar de la mano con las casas de apuestas 
para poder combatir de forma conjunta el posible amaño de partidos. 

III. ALGUNOS DE LOS PRINCIPALES DELITOS ECONÓMICOS QUE PUEDE 
EXPERIMENTAR EL ÁMBITO DEPORTIVO

Fraude	fiscal

Sin lugar a dudas el fraude fiscal es el delito estrella en el ámbito deportivo, principal-
mente por culpa de los futbolistas profesionales que juegan en España; casi la totali-
dad de la plantilla del FC Barcelona ha sido investigada por fraude fiscal, al igual que 
una parte importante de jugadores del Real Madrid y hasta un ex técnico del conjunto 
blanco

Las tres principales razones de este fenómeno son: 1. La alta tasa impositiva que aplica 
la hacienda española que supera en algunos casos el 50% de los ingresos, y 2. La poca 
cultura de pago de impuestos que existe en España, a diferencia de otros países como 
EEUU en donde las declaraciones de impuestos se cumplen a cabalidad, como tam-
bién se cumple la ejecución de dichos impuestos por parte del gobierno, a diferencia 
de lo que sucede en España. 3. El cambio en la interpretación de la Hacienda Pública 
española que paso de permitir tributar una parte del salario como si fueran derechos 
de imagen (15% del salario), es decir debían pagar menos impuestos, a cambiar de cri-
terio y considerar que estos montos forman parte del salario y que por lo tanto deben 
de tributar como tales6.

El fenómeno del fraude fiscal en el ámbito deportivo se ha convertido en el delito de 
“moda” entre los futbolistas, pero cabe destacar que el fraude fiscal de un deportista 
y el de un empresario no varía en nada, es simplemente el no pago por ocultación del 
tributo que debe de superar una cuantía determinada, ambos suelen utilizar esque-
mas de sociedades en el extranjero especialmente en paraísos fiscales para lograr el 
objetivo de ocultar el dinero. Nuevamente, grandes cantidades de dinero en el ámbito 
deportivo se traduce en la posibilidad de comisión de grandes delitos. 

6 Diario Expansión, artículo Por qué Hacienda pone el foco en la fiscalidad de los futbolistas. Madrid, 6 de diciembre de 2017. Se puede consultar en: https://
amp-expansion-com.cdn.ampproject.org/c/s/amp.expansion.com/juridico/actualidad-tendencias/2017/12/06/5a26eda722601d8a718b4698.html
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Corrupción entre particulares

Otro delito que se ha vuelto bastante común en el ámbito deportivo es la corrupción 
entre particulares especialmente en entidades deportivas de carácter internacional, 
por ejemplo, los casos de JJOO de Salt Lake City y el famoso caso FIFA Gate. En ambos 
casos las tipologías responden a pagos de sobornos entre particulares con el objetivo 
de adjudicarse contratos privados específicos; el primer caso en el contexto de un 
concurso para la realización de unos JJOO de invierno, cabe destacar que sí bien en 
este caso no se pudo reconocer el pago de dinero en efectivo de forma directa, sí se 
reconocieron beneficios importantes como becas de estudios para hijos e importan-
tes empleos entre otros, mientras que el segundo caso conocido como el caso FIFA 
Gate responde a pagos de sobornos por varios millones de dólares entre particulares 
para lograr la adjudicación de derechos de trasmisión de importantes competiciones 
internacionales, aunque también queda la incertidumbre de sí pudo inferirse en la ad-
judicación de las Copas del Mundo de la FIFA tal como lo puso en cuestionamiento el 
llamado informe Garcia7. 

Amaño de competiciones

La LO 1/2015 incorporó delito conocido como amaño de partidos o competiciones de-
portivas (regulado en el artículo 286 bis inciso 4), tipo penal que ha despertado impor-
tantes críticas desde la academia, especialmente de aquellos que no ven la existencia 
de un bien jurídico penalmente relevante. Lo cierto es que una de las principales justifi-
caciones realizadas para introducir este tipo penal es el factor económico que se pone 
en riesgo con el amaño de competiciones, en primer lugar desde el punto de vista de 
premios por ganar o avanzar en ciertas competiciones, en segundo lugar el compo-
nente económico proveniente de las apuestas y lo que se apuesta en dinero en cada 
competición deportiva, y en tercer lugar y tal vez un posible perjuicio más abstracto 
es la expectativa de contratos de patrocinio para equipos o deportistas sí logran ganar 
una competición determinada. 

Sin lugar a dudas, detrás de cualquier competición deportiva de alto nivel existe un 
importante trasfondo económico, en un ámbito sumamente vulnerable para la comi-
sión de hechos delictivos y que estaban en un escenario de desprotección desde el 
punto de vista penal, ya que no había forma de castigar con los tipos penales existen-
tes previamente. Sin lugar a dudas el análisis a futuro de este tipo penal será bastante 
interesante, pero para realizar dicha labor será necesario contar con antecedentes ju-
risprudenciales los cuales no existen hasta el momento. 

7 Garcia, M y Borbély, C. Report on the inquiry into the 2018/2022 FIFA World Cup bidding process. También llamado Informe Garcia se puede consultar en: 
http://resources.fifa.com/mm/document/affederation/footballgovernance/02/89/87/97/aus_bel-ned_eng_esp-por_jpn_kor_qat_report_neutral.pdf
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Blanqueo de capitales

El blanqueo de capitales en el ámbito deportivo y especialmente en el fútbol profesio-
nal no es algo nuevo, entre los años 70s y 90s del siglo pasado fue habitual ver que los 
carteles de la droga colombiana eran propietarios de equipos de fútbol, el caso más 
conocido es el de Pablo Emilio Escobar Gavilia quien era dueño del Atlético Nacional8, 
equipo que bajo su mandato ganó el torneo más importante en Sur América, la Copa 
Libertadores en 1989, también los hermanos Rodríguez Orejela líderes del cártel de 
Cali fueron dueño del América de Cali (Malem, 2014). Esto dio paso a explorar una nue-
va modalidad de blanqueo de dinero a nivel internacional, que ha acabado con varias 
condenas en otros países como por ejemplo: el ex dueño del Corinthians de Brasil el 
iraní Kia Joorbchian fue condenado por blanquear dinero por medio del club, igual-
mente los agentes de Ronaldo fueron condenados por intentar blanquear 34 millones 
de euros en Suiza (De Vicente, 2010), el ex presidente de la Federación Colombiana de 
Fútbol Juan José Bellini fue condenado en 1995 por enriquecimiento ilícito y por blan-
queo de capitales, al ayudar a los hermanos Rodríguez Orejela a blanquear su dinero 
(Hill, 2008). 

Tan vulnerable es el ámbito del fútbol profesional que el Grupo de Acción Financiera 
Internacional (GAFI) se dio a la tarea de redactar en julio de 2009 un documento que 
resume el fenómeno9, los puntos débiles del fútbol que fomentan el blanqueo y las 
tipologías de blanqueo identificadas hasta la fecha en ese ámbito específico. Sin lu-
gar a dudas este documento vino a encender las alertas y a requerir a las entidades 
deportivas a combatir junto a las autoridades este fenómeno criminal, para lo cual es 
indispensable la aplicación de importantes controles por parte de entidades externas, 
pero también la adopción de programas de compliance para aplicar las medidas de 
prevención desde lo interno de las entidades deportivas, impidiendo especialmente la 
injerencia de terceros en las contrataciones deportivas. Un paso Importante para com-
batir el blanqueo de capitales en el ámbito deportivo sería incorporar a las entidades 
deportivas como sujetos obligados ante el SEPBLAC. 

IV. COMPLIANCE, LA HERRAMIENTA PARA LUCHAR CONTRA LA CRIMI-
NALIDAD ECONÓMICA EN EL ÁMBITO DEPORTIVO

El compliance o cumplimiento proviene de la frase en inglés “to comply with” que sig-
nifica cumplir con (García, 2015). El compliance tiene dos vertientes prácticas dentro 
de las empresas: 1. las empresas se apeguen a la ley (Regulatory compliance) espe-
cialmente en sectores ampliamente regulados como financiero, telecomunicaciones, 
ambiental, transporte, consumo, competencia y seguros. 2. y evitar la comisión delitos 
en la misma (anti-corruption o integrity compliance) mediante una identificación y con-
8 Pero no se puede olvidar a los hermanos Dávila Armenta quienes fueron los primeros narcotraficantes en comprar un equipo de fútbol, salvarlo de la banca-
rrota y hacerlo campeón de Colombia con el Club Unión Magdalena, así otros equipos han tenido dueños por lo menos sospechosos de ser narcotraficantes: 
Independiente Santa Fé, Millonarios FC, Deportivo Independiente de Medellín y el Deportivo Pereira.
9 FATF (Financial Action Task Force) Money Laudering through the football sector. Julio 2009. Se puede consultar en: http://www.fatf-gafi.org/media/fatf/
documents/reports/ML%20through%20the%20Football%20Sector.pdf
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trol adecuado de los riesgos de la actividad, pero sobre todo en generar una cultura 
empresarial de cumplimiento (Banacloche, Gómez-Jara, Zarzalejos, 2011), este último 
es el que se analizará a continuación. 

Para establecer un adecuado compliance anticorrupción la empresa debe de seguir 
dos grandes etapas: en primer lugar, debe de darse una promoción y ratificación de 
una serie de valores que ya deberían de estar presentes dentro de la empresa como lo 
son: la Ética, la Gobernanza, el Buen Gobierno Corporativo, la Transparencia y la adop-
ción de un adecuado modelo organizativo. Sin embargo, en el contexto de entidades 
deportivas profesionales estas características no suelen estar presentes y especial-
mente en clubes profesionales de fútbol significa un reto sumamente grande debido 
a que requiere de un verdadero compromiso de la cúpula directiva para realizar ese 
cambio de cultura. Mientras que la segunda etapa es el planteamiento y la adopción 
de disposiciones propios del llamado compliance anticorrupción o cumplimiento pe-
nal, mediante una serie de instrumentos que buscar prevenir principalmente la comi-
sión de delitos con posible responsabilidad penal de las personas jurídicas y demás 
objetivos establecidos para cada compliance10. 

En la primera etapa del compliance anticorrupción, el cambio más difícil a realizar es 
adoptar un adecuado modelo organizativo11, ya que tal como se mencionó anterior-
mente las entidades deportivas profesionales están regidas por directivos con amplias 
facultades en la toma de decisiones, lo cual los puede hacer llegar a sentirse “intoca-
bles” desencadenando en posibles hechos delictivos. En segundo lugar, las entidades 
deportivas deben de dar el salto hacia la profesionalización completa de su estructu-
ra, esto conlleva la adopción de estructuras empresariales y que por lo tanto deben 
de contar con los mismos departamentos que cualquier empresa (finanzas, dirección, 
contabilidad, recursos humanos, legal, marketing, compras, compliance, auditoria, en-
tre otros) e implementar los mismos procesos a la hora de toma de decisiones que una 
empresa. Asimismo, dentro de la profesionalización es necesario contar con emplea-
dos que cuentan con una adecuada formación y experiencia en el departamento en 
el que se desenvolverán y procurar que la entidad deportiva garantice la estabilidad 
laboral de los mismos.  

Posterior a esto deben de incorporarse o fortalecerse una serie de principios dentro 
del funcionamiento como lo son: 1. La Gobernanza o Governance, que es el sistema 
de prácticas y procesos por los cuales la empresa es dirigida mediante una buena 
administración o buena dirección de las empresas que contribuye positivamente al 
desarrollo de la economía y la sociedad (Tiedemann, 2005), mediante un verdadero 
compromiso por parte de los directores de la empresa a obedecer la ley y a preservar 
los intereses de los accionistas o socios especialmente aquellos minoritarios (Geis, 
2016) (Paz-Ares, 2008).

10 ISO 19601 de 17 mayo de 2017. Sistemas de gestión de compliance penal. Requisitos con orientación para su uso. Apartado 7.1
11 O un adecuado modelo de organización como lo define el artículo 31 bis del Código Penal.
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2. La Ética Corporativa es el concepto empresarial que tiene como objetivo que la 
empresa se rija de acuerdo a las normas éticas que el ciudadano medio esperaría 
que la empresa o la entidad deportiva cumpliera. Para lograr esto es preciso que la 
crea fielmente en la ética corporativa como motor de sus decisiones diarias, lo cual 
se logra mediante la implementación del gobierno corporativo empresarial, que a su 
vez necesitara valer de dos herramientas centrales: el Buen Ciudadano Corporativo y 
la Responsabilidad Social Corporativa, es decir, toda la estructura ética de la empresa 
está conectada y necesita de todos sus elementos para funcionar (Buen Ciudadano 
Corporativo, Responsabilidad Social Corporativa, y Ética Corporativa), por lo que deben 
de desarrollarse en conjunto. Para lograr desarrollar todos los principios éticos en con-
junto, la empresa debe de desarrollar un Código Ético que será el documento físico 
que establezca las bases éticas por las cuales la empresa debe de regirse. 

3. El Gobierno Corporativo nace como primer gran cambio en la nueva era del mundo 
de los negocios, con un objetivo principal, canalizar de forma adecuada las relaciones 
entre los propietarios (o accionistas) de la empresa con los directivos y administradores, 
para lo cual los mandos superiores de la empresa deben de ejercer su potestad para 
asegurar una adecuada organización de la empresa con el objetivo claro de evitar la-
gunas de información o comunicación que aumenten el riesgo de delitos (Feijoo, 2015), 
pero especialmente el abuso de poder entre accionistas (Gómez-Jara, 2008). Por otra 
parte el buen Gobierno Corporativo tiene como objetivos secundarios, entre ellos se 
pueden destacar: mejorar la organización, control y gestión de la empresa, implemen-
tar determinados mecanismos que establezcan las bases para dirigir adecuadamente 
la empresa, así como la puesta en práctica de un sistema de repartición de poder en 
la toma de decisiones así como efectivos mecanismos de control que disminuyan los 
riesgos, logrando que todo el actuar de la empresa sea “bueno”, potenciando de esta 
forma los beneficios para los dueños de la empresa o del club (Lizcano, 2006). 

Una vez puesta en práctica una adecuada estructura empresarial y establecidos o ra-
tificados los principios de Gobernanza, La Ética Corporativa y el Gobierno Corporativa 
es que la empresa puede continuar con la segunda etapa del compliance, la cual será 
la implementación de los llamados programas de compliance anticorrupción o progra-
mas de cumplimiento penal, la cual viene a ratificar y mejorar los principios establecido 
en la primera etapa mediante políticas específicas. Asimismo, en esta segunda etapa 
el código ético toma una trascendencia muy importante ya que será el documento 
base para la implementación de distintos protocolos en la empresa, algo así como una 
Constitución dentro de la empresa a la cual los distintos protocolos deben de apegar-
se, como si fueran leyes en un Estado. 

El primer paso en esta segunda etapa es la delimitación y los alcances del programa 
de compliance anticorrupción, esta decisión será tomada por el club o federación de-
portiva respecto a lo que consideren adecuado y necesario para la entidad. El siguien-
te paso será el análisis de la estructura interna de la entidad deportiva, mediante el 
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análisis del organigrama, el flujo en la toma decisiones, entrevistas a los directivos y di-
rectores de departamento del club, así como cuestionarios a los empleados, con esto 
se busca entender el “día a día” de la entidad, así como el historial de la empresa (pro-
cesos judiciales previos), de esta forma se pueden analizar los posibles riesgos pena-
les a los que se enfrenta la entidad deportiva en el actuar habitual de sus actividades. 
El siguiente paso es la elaboración del llamado mapa de riesgos o risk assessments, 
el cual consiste en la identificación de los riesgos, el análisis de los mismos, el análisis 
del riesgo inherente, la evaluación de los controles existentes y las recomendaciones 
de nuevos medios de control que disminuyan el riesgo a un nivel bajo o por lo menos 
a un nivel en donde la empresa pueda asumirlo; El mapa de riesgos es el elemento 
más sensible y complejo de elaborar durante la segunda etapa del compliance, y por 
lo tanto es una sección que requiere tiempo y recursos para ser elaborado de forma 
correcta, asimismo esta etapa debe de basarse en elementos puramente objetivos y 
no en apreciaciones de carácter subjetivo. Para elaborar un mapa de riesgos en el ám-
bito deportivo deben tenerse en cuenta ex ante una serie de operaciones que pueden 
ser riesgosas como lo son: venta y compra de jugadores, pago de salarios y costos de 
transacciones, declaración de impuestos, contratación con patrocinadores, cesión de 
derecho de imagen, organización de eventos deportivos, momentos críticos desde el 
punto de vista deportivo (hace frente a posibles escenarios de calificación o descalifi-
cación de torneos), compra por parte de inversores, entre otros. 

Entre las medidas a implementar con el objetivo de disminuir al mínimo los riesgos 
penales se encuentran: implementación de auditorías tanto internas como externas, 
establecimiento de políticas (integridad, prevención del abuso de menores de edad, 
prevención del delito fiscal y contra la seguridad social, anti-corrupción que incluirá el 
amaño de partidos, anti-fraude, anti-delitos informáticos, protección de la propiedad 
intelectual e industrial, anti-blanqueo de capitales, anti-dopaje, entre otros), estable-
cimiento del órgano de compliance, implementación de canales de denuncia (whist-
leblowing), manual de prevención y respuesta ante delitos, protocolos de investigacio-
nes internas y de manejo de crisis, difusión, educación y formación de los empleados 
y directivos en materia de compliance, revisión periódica del programa. 

Cabe recalcar que el compliance aplicado de forma correcta es una herramienta su-
mamente importante para combatir la corrupción y criminalidad económica en las em-
presas. Por lo tanto, el compliance no debe de tomarse únicamente como una especie 
de “seguro de vida” en caso de imputación penal de la persona jurídica que asegure la 
eximente o atenuante, ya que se pierde la esencia de lo que realmente es un progra-
ma de compliance. 

Conclusiones

La separación que solía existir entre el ámbito deportivo y el derecho penal ha ido 
desapareciendo en los últimos años. Asimismo, el ámbito deportivo ha visto un consi-
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derable aumento en los delitos especialmente económicos lo cual podría asociarse a 
diversos factores (dinero, poder, estructuras organizativas, mega eventos deportivos, 
pasión y apuestas) que lo hacen un ámbito único y especial, pero a la vez vulnerable 
frente a la comisión de delitos. 

El crecimiento económico que ha sufrido el deporte desde la década de 1970 no fue 
seguido de una adecuada profesionalización del sector, mucho menos de la aplica-
ción de principios y estructuras empresariales. Esto de la mano con figuras directivas 
con amplios márgenes de decisión y ejecución en las entidades deportivas han frena-
do esta profesionalización como forma de garantizar la preservación de sus intereses, 
ha influenciado de forma negativa en crear en un ámbito propicio para la comisión de 
hechos delictivos. 

El cambio de milenio ha supuesto la globalización de conceptos empresariales como: 
Gobernanza, Buen Gobierno Corporativo, Compliance, Ética y transparencia dentro de 
las empresas; asimismo el nuevo milenio ha dado pie a los grandes escándalos delicti-
vos en el ámbito deportivo han despertado las alarmas de las autoridades y el famoso 
caso FIFA Gate ha marcado un gran cambio en la industria deportiva, llevando a la 
FIFA a modificar su estructura interna y adoptar los conceptos mencionados, lo cual a 
su vez ha llevado a que cada vez más equipos deban de transformarse en verdaderas 
empresas deportivas con todo el sentido que el concepto engloba. 

Deben de plantearse serias modificaciones (de lege ferenda) al modelo europeo de 
las entidades deportivas que vengan a establecer parámetros a un sector que ha de-
mostrado no ser capaz autorregularse, dando paso a un ámbito con parámetros que 
garanticen su transparencia y garanticen su preservación en el tiempo. Estados Unidos 
de América puede ser un referente en esta materia, ya que sus ligas deportivas profe-
sionales han logrado regularse de tal forma que se garantice no solo la transparencia, 
sino que también la competitividad real entre los equipos (otro aspecto que el modelo 
europeo ha ido perdiendo). 

Sin lugar a dudas los retos a futuro para el ámbito deportivo son duros, la criminalidad 
cada vez más internacionalizada y enfocada en la actividad económica ve al deporte 
como un sector vulnerable y con altos ingresos económicos, lo que supone para las 
autoridades tanto públicas como en materia deportiva luchar contra un enemigo su-
mamente poderoso que puede llegar a acabar con el espíritu deportivo y manchar de 
forma irreparable el deporte.   
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RESUMEN

Cada día es más frecuente el uso de medios automatizados para la toma de deci-
siones gracias al avance de las tecnologías big data o de aprendizaje computacional 
(machine learning). Este hecho ha sido reflejado en el Reglamento General Europeo de 
Protección de datos, que confiere una gran importancia a la transparencia y a los dere-
chos de los interesados en relación con la toma de decisiones automatizadas.
El foco de este estudio es el análisis de aquellas disposiciones del Reglamento refe-
rentes a este tipo de decisiones en el marco de las obligaciones de información a los 
interesados, su derecho de acceso y el derecho a no ser objeto de decisiones auto-
matizadas, así como la propuesta de medidas para lograr una mayor protección de los 
derechos e intereses de los individuos.

PALABRAS CLAVE

Big data, transparencia, datos personales, privacidad, derecho de información, algo-
ritmos, reglamento europeo de protección de datos, internet de las cosas, decisio-
nes automatizadas, accountability, principio de responsabilidad proactiva, aprendizaje 
computacional, machine learning, derecho de acceso.

I. INTRODUCCIÓN

Hasta la actualidad, la protección de datos personales se encontraba regulada en la 
Unión Europea mediante la Directiva 95/461 (en adelante la “Directiva”), que dejará de 
ser aplicable el 25 de mayo de 2018, día en el que comenzará a aplicarse el nuevo 
marco normativo del Reglamento General de Protección de Datos2 (en adelante el “Re-
glamento” o “RGDP”).

Una de las novedades del Reglamento ha sido reforzar las obligaciones de los respon-
sables del tratamiento, concretamente a través del principio de responsabilidad activa 
(accountability) (art. 5.2). Este principio, que se ha introducido por primera vez en la 

1 Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos.
2 Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta 
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de 
datos).
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normativa de protección de datos a nivel comunitario con carácter obligatorio, implica 
que el responsable o encargado del tratamiento debe garantizar el cumplimiento de lo 
dispuesto en el Reglamento, y concretamente que los datos sean tratados de manera 
lícita, leal y transparente con relación al interesado. Además, el Reglamento añade la 
obligación de ser capaz de demostrar dicho cumplimiento.

Así, el principio de responsabilidad activa debe promover un tratamiento de datos sos-
tenible, asegurando que la carga de valorar la licitud y la lealtad de los tratamientos 
complejos de datos recae principalmente sobre los responsables y reguladores, y no 
sobre el individuo. Por este motivo, este principio no debe verse como una alternativa 
al cumplimiento de las obligaciones legales, sino como una responsabilidad ética (Bu-
tarelli, 2016, 78). Con ello, tal y como ha expresado el Grupo de Trabajo del Artículo 29 
(en adelante, “GT29”), se pretende lograr una transición de la mera teoría a la práctica 
en lo referente al cumplimiento de las obligaciones en materia de protección de da-
tos personales, ayudando a las autoridades de control en su función de supervisión y 
ejecución3.

No obstante, el Reglamento no especifica un sistema cerrado de medidas a través de 
las cuales los responsables pueden dar cumplimiento a sus obligaciones y probarlo. 
Por el contrario, se viene a establecer una obligación de resultado: la posibilidad de 
demostrar el respeto a los principios de protección de datos y la seguridad de los 
datos personales, sin importar los medios utilizados para conseguirlo, en la medida 
en que el Reglamento únicamente establece obligaciones genéricas relativas, entre 
otras, a la implementación del principio de protección de datos desde el diseño, la 
realización de evaluaciones de impacto, determinadas obligaciones documentales o 
la designación de un Delegado de Protección de Datos.

Este enfoque requiere una aproximación más madura por parte de los responsables y 
encargados del tratamiento de datos personales, precisamente en un momento en el 
que dichos tratamientos son una pieza básica de nuestro sistema económico y social, 
cuya tendencia es creciente.

Este énfasis en la transparencia evidencia, como ya ha sido adelantado, el objetivo del 
Reglamento de otorgar un mayor poder de control y disposición a los sujetos sobre el 
tratamiento de los datos personales que se refieran a ellos. En efecto, otras disposicio-
nes del Reglamento vienen a reiterar este sentimiento, tales como la nueva configura-
ción del consentimiento del interesado, que se vuelve más estricta y adquiere mayor 
protagonismo.

Existe una tensión entre, por un lado, la transparencia exigida en el cuerpo normativo 
de la protección de datos personales establecido por el Reglamento y, por otro lado, 
los nuevos avances tecnológicos, tales como el big data o el aprendizaje computacio-

3 Grupo de Trabajo del Artículo 29, Dictamen 3/2010 sobre el principio de responsabilidad, 00062/10/ES, de 13 de julio de 2010, p.2.
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nal (machine learning). Estas tecnologías se alimentan de cantidades masivas de datos, 
provenientes de orígenes cada vez más numerosos en nuestro día a día, como disposi-
tivos inteligentes, nuestra huella digital o el comercio electrónico. Estos datos adquie-
ren nuevas finalidades, que en muchas ocasiones no son previsibles en el momento su 
recogida, y son tratados de manera automatizada a través del uso de algoritmos, cuyo 
funcionamiento es opaco para los interesados. 

El foco de este estudio es el análisis del concepto de transparencia en relación con 
la toma de decisiones automatizadas a la luz de lo dispuesto en el Reglamento y del 
funcionamiento de las tecnologías big data y de aprendizaje computacional. Así, en las 
próximas páginas analizaremos aquellas disposiciones del Reglamento referentes a 
este tipo de decisiones en el marco de las obligaciones de información a los interesa-
dos, su derecho de acceso y el derecho a no ser objeto de decisiones automatizadas.

II. APROXIMACIÓN A LA REGULACIÓN DEL PRINCIPIO DE TRANSPAREN-
CIA EN EL REGLAMENTO GENERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS

La transparencia ocupa un lugar central en la ordenación de la protección de datos 
personales en Europa desde su inicio. Sin embargo, el nuevo Reglamento le otorga 
una importancia aún mayor. Quizás la muestra más visual de ello sea el hecho de que, 
mientras en la Directiva el término “transparencia” aparece mencionado expresamente 
una única vez −siendo ésta en un considerando¬−, en el texto del nuevo Reglamento 
el término “transparencia” y sus derivados aparecen hasta 24 veces, tanto en los con-
siderandos como en el articulado del mismo. No quiere ello decir que la Directiva no 
otorgue importancia a la necesidad de transparencia, en la medida en que este con-
cepto se halla de forma implícita incluido, por ejemplo, en lo relativo al derecho a la 
información (arts. 10 y 11 de la Directiva). No obstante, la evolución de la sociedad de 
la información y el avance de las tecnologías que permiten recoger, almacenar y tratar 
datos personales a una escala sin precedentes ha hecho necesaria una revisión que 
pase por aumentar las garantías de los interesados y su derecho a conocer con clari-
dad los usos que los datos adquieren.

Una de las mayores representaciones de este aumento de la importancia de la trans-
parencia en el Reglamento respecto de la Directiva puede encontrarse en las disposi-
ciones que establecen los principios del tratamiento de datos personales. Así, mientras 
el art. 6 de la Directiva establecía que los datos deberían ser tratados “de manera leal 
y lícita”, el nuevo art. 5 del RGPD establece que éstos sean tratados “de manera lícita, 
leal y transparente” (cursiva añadida). De este modo, el Reglamento configura la trans-
parencia como un principio básico de la protección de datos, junto con otros principios 
como el de calidad de los datos. En este sentido, cabe destacar que “los principios 
generales de protección de datos constituyen el contenido esencial del derecho a la 
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protección de datos, y que, a través de los mismos, se configura un sistema de tutela 
que garantiza una utilización más racional y razonable de los datos personales” (Puyol 
Montero, 2016, 136).

Se trata ésta de una de las manifestaciones del espíritu del Reglamento, por la cual se 
pretende empoderar a los sujetos a los que se refieren los datos personales y otorgar-
les una mayor capacidad de control sobre el uso que se haga de dichos datos. Otra 
de estas manifestaciones es la inclusión de la transparencia entre las exigencias que 
el Reglamento impone a los responsables y encargados del tratamiento de los datos 
personales en lo relativo a la información que deberá facilitar al interesado (arts. 13 y 
14 RGPD).

Podríamos diferenciar en primer lugar un concepto formal de transparencia, referido 
a la existencia del principio de transparencia (art. 5), así como a la forma de atenderlo 
(art. 12 y considerandos 39, 58 y 60). En este sentido, en términos sucintos, el Regla-
mento establece que el principio de transparencia exige que la información dirigida al 
público o al interesado sea concisa, fácilmente accesible, y utilice un lenguaje sencillo, 
así como que se oriente a informar de la existencia del tratamiento y sus fines.

En segundo lugar, cabe hablar de un concepto material de transparencia en el Re-
glamento, que se refiere al contenido mismo de la información que deberá aportarse 
en relación al tratamiento de datos personales (arts. 13, 14 y 15). Recordemos que este 
contenido ha sido ampliado por el Reglamento en relación a  la Directiva para incluir, 
entre otros, la obligación de informar al interesado sobre la existencia de decisiones 
automatizadas, la elaboración de perfiles (art. 13.2.f), art. 14.2.g) y art. 15.1.h)), o la obli-
gación de proporcionar al  interesado toda la información pertinente en los casos en 
los que el responsable del tratamiento “proyecte el tratamiento ulterior de datos per-
sonales para un fin que no sea aquel para el que se recogieron” (art. 13.3 y art. 14.4). Se 
trata de disposiciones básicas en la sociedad de la información, y concretamente, en 
entornos de utilización de tecnologías big data que se basan precisamente en la auto-
matización de los procesos a través de un uso intensivo de algoritmos, así como en la 
dedicación de los datos personales a fines secundarios, diferentes de la finalidad para 
la que fueron obtenidos en un primer momento.

A pesar de estas previsiones, pudiera parecer que los ciudadanos nos hacemos cada 
vez más transparentes para aquellos responsables y encargados que recogen y pro-
cesan datos personales, al tiempo que las técnicas que se utilizan en dichos trata-
mientos parecen ser cada vez más oscuras y complejas. Esta idea ya ha sido de hecho 
recogida por parte de la doctrina (sírvase como ejemplo Moerel y Prins, 2016).

En relación con ello, está siendo ampliamente debatida (entre otros, Veale y Edwards, 
2017; Wachter et al, 2016; Hildebrandt, 2016) la existencia o no de un derecho a recibir 
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una explicación de las decisiones individuales automatizadas a las que se refiere el art. 
22 RGPD en relación con el considerando 71, y a las que volveremos a centrarnos más 
adelante.

III. TRANSPARENCIA Y DECISIONES AUTOMATIZADAS EN EL REGLAMEN-
TO GENERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS

La regulación de las decisiones automatizadas no es nueva en la ordenación de la 
protección de los datos personales, sino que ya se encontraba en la Directiva de 1995, 
cuyo art. 15 reconocía el derecho de los individuos a no ser sometidos a decisiones 
basadas únicamente en un tratamiento automatizado que tuvieran efectos jurídicos 
sobre estos o les afectase de manera significativa. No obstante, se trataba de una dis-
posición poco conocida y utilizada. Este hecho ha cambiado desde la incorporación 
de este derecho en el nuevo art. 22 del RGPD, que ha despertado un gran interés en 
la doctrina debido a los avances de las tecnologías big data, el aprendizaje computa-
cional o la inteligencia artificial, y cuya interpretación en relación con los artículos 13, 
14, 15 y el considerando 71 no es uniforme. En las páginas siguientes realizaremos una 
aproximación a estos conceptos y su interpretación.

A. La información y el derecho de acceso del interesado (artículos 13, 14 y 15 RGPD)

Los artículos 13, 14 y 15, que versan sobre el derecho de los sujetos a la información 
y acceso, establecen por primera vez que se informe del hecho de la existencia de 
mecanismos de decisión automatizada en el momento de la recogida de los datos, así 
como de las posibles consecuencias de dicho tratamiento. En lo referente a este extre-
mo, la redacción en los tres artículos (arts. 13.2 f), 14.2 g) y 15.1 h) del RGPD) es idéntica 
y establece que debe facilitarse al interesado la información siguiente:

“(…) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de per-
files, a que se refiere el artículo 22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, 
información significativa sobre la lógica aplicada, así como la importancia y las 
consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado”.

No obstante, en contextos de uso de tecnologías complejas como big data o algorit-
mos de aprendizaje autónomo se torna muy complicado, incluso para el responsable 
del tratamiento, prever los efectos de dicho tratamiento. Asimismo, para un sujeto me-
dio, una explicación técnica y detallada de la lógica o funcionamiento del algoritmo 
perdería sentido, ya que sería incomprensible. En este caso, haciendo uso del principio 
del lenguaje sencillo sin tecnicismos, cabe pensar que el requisito de información en 
relación con el principio de transparencia podría cumplirse de manera más efectiva 
dando una información genérica, más fácilmente comprensible para el usuario medio 
(Kuner et al, 2017, 2). Esta interpretación parte de la base de que aquella información 
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presentada de forma compleja, con excesivos tecnicismos y en textos largos no cum-
ple con el principio de transparencia.

Sin embargo, un nivel de información genérico podría no ser suficiente para un usuario 
con mayor conocimiento técnico que el usuario medio, y con una percepción mayor 
de su privacidad. Por ello, podríamos considerar que dicha información debería poder 
ser ampliada, a petición de los interesados, a través de un medio gratuito (por ejemplo, 
por email), en términos similares a los medios que el RGPD establece para ejercer los 
demás derechos.

Antes de continuar, corresponde detenernos a matizar las diferencias del deber de 
información en función del espacio temporal en el que este deber puede ser aten-
dido, que será la base de nuestras conclusiones en lo que respecta a este apartado. 
En primer lugar, podríamos hablar de información proporcionada “ex ante”, de forma 
previa a cualquier tipo de acción, es decir, el lapso de tiempo anterior a la creación de 
un modelo algorítmico y, por tanto, anterior también a la toma de cualquier decisión 
automatizada sobre una persona concreta. En segundo lugar, podríamos hablar de 
información “ex post”, que se refiere a aquella proporcionada tras la modelación del 
algoritmo, la ingesta de los datos de una persona específica y la toma de una decisión 
automatizada sobre dicha persona o, en otros términos, la explicación de una decisión 
particular.

Pues bien, parece que los artículos 13, 14 y 15, indicados anteriormente, se refieren al 
hecho de proporcionar información ex ante sobre el funcionamiento del algoritmo, y 
no a la información ex post sobre una decisión automatizada concreta, interpretación 
que ha apoyado el GT29 en su borrador de dictamen sobre decisiones automatizadas 
individuales y elaboración de perfiles4.

Con todo, parece relevante que el documento del GT29 únicamente realice tal aprecia-
ción en la sección reservada a los comentarios al art. 15 RGPD (que regula el derecho 
de acceso), y no en la que se refiere a los arts. 13 y 14 (información que debe propor-
cionarse a los interesados), a pesar de que, como ya se ha mencionado, la redacción 
de estos artículos es la misma en lo que respecta a la información sobre decisiones 
automatizadas.

Tras estas reflexiones, cabe preguntarse, qué debe entenderse por información signifi-
cativa sobre la lógica aplicada. Algunos autores (Veale y Edwards, 2017, 4), señalan que 
esto comprende: (i) información de partida proporcionada por el interesado, (ii) infor-
mación relevante aportada por terceras partes, tales como el historial crediticio, y, por 
último, (iii) información pública relevante utilizada en la decisión, tales como registros 
públicos de fraudulencia.

4 Grupo de Trabajo del Artículo 29, Guidelines on Automated individual decision-making and Profiling for the purposes of Regulation 2016/679, de 3 de 
octubre de 2017, p.24.
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Esta definición, no obstante, sigue aduciendo ciertas limitaciones, en tanto se refiere a 
información “relevante”, cuya categorización requiere de criterios subjetivos que serán 
analizados por el responsable que debe proporcionar la información, quien, además, 
puede tener incentivos para perpetuar una situación de no transparencia. En mi opi-
nión, el deber de información debería entenderse en un sentido amplio de la palabra, 
incluyendo información concreta sobre los datos utilizados cuando éstos hayan sido 
aportados por el interesado o provengan de registros públicos, y principalmente cuan-
do se hayan obtenido de terceras partes. Asimismo, la definición de la “lógica” del al-
goritmo debe incluir aspectos genéricos sobre el modelo o las variables a las que más 
peso se les otorga. 

Por otro lado, hay que recordar que la información de los arts. 13 y 14 debe aportarse 
en el momento de la recogida de los datos o, en su caso, antes del tratamiento de los 
datos para un fin diferente al que motivó la recogida. Ello excluye la posibilidad de in-
formar, siquiera en términos genéricos, sobre aquellos datos nuevos obtenidos por el 
responsable mediante inferencia estadística, esto es, fruto de insertar el conjunto de 
información de una persona determinada en los parámetros de un algoritmo predise-
ñado para observar posibles correlaciones y extraer nuevos conocimientos sobre el 
individuo. 

Esta actividad crea un momento intermedio entre lo que hemos considerado ex ante 
(intervalo anterior a la utilización de sistemas algorítmicos y previo a la toma de deci-
siones automatizadas), y lo que hemos considerado ex post (tiempo posterior a la toma 
de decisiones automatizadas sobre una persona determinada). Éste es el momento 
en el que el responsable tiene el máximo de información sobre el sujeto, pero aún no 
se han producido acciones que conduzcan a consecuencias para dicho sujeto. Sería 
este el instante perfecto para informar, con el mayor grado de transparencia y cono-
cimiento, al individuo sobre la información disponible, el funcionamiento del sistema 
algorítmico y las consecuencias previsibles.

El Reglamento reconoce, aunque sea implícitamente, la existencia de este momento 
con la mera existencia del art. 15 (derecho de acceso). En efecto, el derecho de acceso 
se configura como la oportunidad de ser informado, a petición del interesado, sobre lo 
relativo al tratamiento de datos personales en cualquier instante posterior a la recogi-
da de los datos, que puede ser previo o posterior a la toma de decisiones, automatiza-
das o no, sobre el sujeto.

Esencialmente, la toma de decisiones automatizadas, tal y como se ha configurado 
en el art. 22 RGPD, se fundamenta en el consentimiento explícito, en un contrato del 
que el interesado es parte o en una norma legal, así como en el principio de transpa-
rencia de la información a los sujetos. Esto podría hacer pensar que es innecesario un 
derecho de acceso, puesto que no es más que una nueva oportunidad del interesado 
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de solicitar información que podría recibir en virtud de otros artículos del Reglamento. 
Sin embargo, el derecho de acceso se configura, en palabras de Aparicio (2013, 295) 
como una cautela para la “prevención de la acumulación de datos y las desviaciones 
de finalidad, puesto que (…) el principal riesgo que existe en el tratamiento de datos 
de carácter personal es la acumulación de información que puede arrojar, como pre-
cipitado, un retrato de la personalidad del individuo, el perfil personal”. Estas palabras 
adquieren aún más relevancia en la sociedad de la información y, concretamente, en 
entornos big data, donde la toma de decisiones automatizadas y las prácticas de crea-
ción de perfiles se multiplican. Por ello, el derecho de acceso tiene como finalidad que 
el sujeto conozca la información referente a él que está siendo objeto de tratamiento, 
así como las circunstancias que lo rodean.

En conclusión, parece que el ejercicio de un derecho de acceso es la oportunidad 
perfecta para imponer al responsable del tratamiento la obligación de aportar infor-
mación con el máximo nivel de transparencia, incluyendo de este modo conocimien-
tos no disponibles en momentos anteriores, tales como aquellos datos obtenidos por 
medio de inferencia estadística que serán parte de los modelos algorítmicos y podrán 
influenciar el sentido de una decisión automatizada que cause efectos significativos 
al sujeto. Esto supondría, en la práctica, interpretar en un sentido más amplio el texto 
del art. 15.1 h) (derecho de acceso) que aquél de los arts. 13.2 f), 14.2 g) (información), a 
pesar de tener todos ellos una redacción idéntica, todo ello en atención al momento 
en el que se aplica cada disposición.

En este sentido, cabe señalar que el mencionado borrador de Dictamen del GT29 so-
bre decisiones automatizadas individuales y elaboración de perfiles parte de una pre-
misa contraria a la aquí expuesta, siendo la conclusión por tanto también diferente. En 
efecto, el Grupo de Trabajo señala5 expresamente que el art. 15 otorga un derecho a 
los interesados a recibir la misma información sobre decisiones individuales automa-
tizadas idéntico a aquél de los artículos 13.2 f), 14.2 g), y señala que, de hecho, cuando 
un individuo ejerce su derecho de acceso, ya debería haber recibido del responsable 
esta información en aplicación de los arts. 13 y 14. Únicamente bajo esta interpretación 
se entiende la conclusión de que el alcance de esta obligación de informar sobre la 
“lógica aplicada” se refiere únicamente a una información simple y general sobre el 
fundamento del sistema sin necesidad de intentar proporcionar una explicación com-
pleja sobre los algoritmos utilizados.

B. El derecho a no ser objeto de decisiones automatizadas (artículo 22 y conside-
rando 71 RGPD)

Artículo 22. Decisiones individuales automatizadas, incluida la elaboración de 
perfiles

5 Grupo de Trabajo del Artículo 29, Guidelines on Automated individual decision-making and Profiling for the purposes of Regulation 2016/679, de 3 de 
octubre de 2017, p.15.
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1. Todo interesado tendrá derecho a no ser objeto de una decisión basada úni-
camente en el tratamiento automatizado, incluida la elaboración de perfiles, que 
produzca efectos jurídicos en él o le afecte significativamente de modo similar.
2. El apartado 1 no se aplicará si la decisión:
a) es necesaria para la celebración o la ejecución de un contrato entre el intere-
sado y un responsable del tratamiento;
b) está autorizada por el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que 
se aplique al responsable del tratamiento y que establezca asimismo medidas 
adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos 
del interesado, o
c) se basa en el consentimiento explícito del interesado.
3. En los casos a que se refiere el apartado 2, letras a) y c), el responsable del 
tratamiento adoptará las medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y 
libertades y los intereses legítimos del interesado, como mínimo el derecho a 
obtener intervención humana por parte del responsable, a expresar su punto de 
vista y a impugnar la decisión.
4. Las decisiones a que se refiere el apartado 2 no se basarán en las categorías 
especiales de datos personales contempladas en el artículo 9, apartado 1, salvo 
que se aplique el artículo 9, apartado 2, letra a) o g), y se hayan tomado medidas 
adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos 
del interesado.

Considerando 71
(71) El interesado debe tener derecho a no ser objeto de una decisión, que pue-
de incluir una medida, que evalúe aspectos personales relativos a él, y que se 
base únicamente en el tratamiento automatizado y produzca efectos jurídicos 
en él o le afecte significativamente de modo similar. (…) En cualquier caso, dicho 
tratamiento debe estar sujeto a las garantías apropiadas, entre las que se deben 
incluir la información específica al interesado y el derecho a obtener intervención 
humana, a expresar su punto de vista, a recibir una explicación de la decisión 
tomada después de tal evaluación y a impugnar la decisión. Tal medida no debe 
afectar a un menor.

El artículo 22 del Reglamento dispone que los sujetos tienen derecho a no ser objeto 
de una decisión basada únicamente en el tratamiento automatizado, incluida la ela-
boración de perfiles, si ésta produce efectos jurídicos sobre los individuos o les afecta 
significativamente. Este precepto se exceptúa en caso de que la toma de este tipo de 
decisiones automatizadas sea necesaria para la ejecución de un contrato en el que 
el interesado sea parte, que así lo dispongan las leyes o que exista consentimiento 
explícito del interesado. En el primer y tercer caso deberán tenerse en cuenta cier-
tas garantías en la toma de decisiones automatizadas, que incluirán, como mínimo, 
las siguientes: el derecho a obtener intervención humana, derecho del interesado a 
expresar su punto de vista y derecho a impugnar la decisión. Por último, dichas deci-
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siones únicamente podrán basarse en datos especialmente sensibles (definidos en el 
art. 9) cuando exista consentimiento explícito o interés vital del interesado y, del mismo 
modo, deberán estar sujetas a garantías adecuadas.

Esta definición ha dado lugar a diversos esfuerzos interpretativos pues, por un lado, 
adolece de términos necesarios de concreción y, por otro lado, las garantías descritas 
han dado lugar a una discusión en torno a la posible existencia o no de un derecho a 
recibir una explicación ex post sobre una determinada decisión automatizada; expli-
cación que, tal y como ha sido argumentado, no cabe bajo el amparo de los artículos 
13, 14 y 15.

i. Decisiones tomadas únicamente a través de medios automatizados

En primer lugar, la cuestión en torno a cuándo se considera que una decisión ha sido 
tomada únicamente a través de medios automatizados resulta de enorme importancia. 
El estado de la técnica hace que las decisiones que en la actualidad se toman sin nin-
gún tipo de intervención humana aún no constituyan una mayoría, pero sin duda cada 
vez se trata de casos más frecuentes y en los próximos años irán aumentando.

Para la correcta efectividad de esta disposición, algunos autores (Veale y Edwards, 
2017, 5) o el propio GT29 defienden que no se tomen por correctas aquellas actua-
ciones humanas que carecen de fundamento real, es decir, que de facto se destinen 
meramente a aprobar las decisiones automatizadas previamente tomadas por un mo-
delo algorítmico sin realizar una revisión y valoración real del caso. Para ello, el GT29 
propone algunos parámetros para poder comprobar este escenario, concretamente, 
analizar las veces que la persona se desvía de la recomendación que realiza el sistema 
o la concesión de autoridad real para modificar dichas decisiones.

Sin embargo, estos requisitos tampoco son sencillos de cumplir. Por un lado, debido a 
la creciente complejidad de los sistemas, acrecentada por las técnicas de aprendizaje 
computacional 6 que provocan que los motivos que han llevado al modelo algorítmico 
a tomar o sugerir una determinada decisión sean cada vez más difíciles de comprender 
para un ser humano. Por otro lado, debido a la existencia de un mercado creciente de 
algoritmos en el que determinadas entidades crean modelos de negocio consistentes 
en la prestación de servicios de creación de algoritmos, que son por tanto diseñados y 
entrenados por terceros, diferentes de los responsables sobre los que recae el deber 
de informar acerca del funcionamiento de los mismos. Así, la persona que debe revisar 
las conclusiones del sistema automatizado no conoce el funcionamiento del algoritmo 
ni los motivos que le llevaron a una decisión concreta. 

6 Debemos diferenciar aquellos sistemas que únicamente siguen pautas concretas para ejecutar de forma automatizada tareas claramente definidas, de 
aquellos otros sistemas que son capaces de reconfigurar sus propios comportamientos para mejorar automáticamente su rendimiento de forma dinámica y 
adaptativa, entre los que se encuentran las tecnologías de aprendizaje computacional o machine learning (Hildebrandt, 2016, 2, 4). Estos últimos provocan, 
por su propio funcionamiento autónomo, mayores problemas de comprensión para un ser humano, que redundan en la dificultad de intervenir y modificar 
la decisión.
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ii.	Decisiones	que	producen	efectos	jurídicos	o	afectan	significativamente	de	forma	
similar

En segundo lugar, el artículo 22 es de aplicación cuando la decisión produce efectos 
jurídicos sobre los individuos o les afecta significativamente de modo similar. Ciertos 
escenarios parecen fácilmente interpretables en cuando a la importancia o significa-
tividad de los efectos sobre los sujetos, tales como la concesión o denegación de un 
crédito tras un análisis y decisión automatizados. Otros supuestos, serán claramente 
no significativos, como la utilización de un perfil para el envío de publicidad personali-
zada (Veale y Edwards, 2017, 6).

Sin embargo, existen áreas grises de más difícil concreción. Así, por ejemplo, si en lu-
gar de determinar la denegación de un crédito, la consecuencia del uso de un modelo 
totalmente automatizado es la concesión de dicho crédito con un determinado tipo de 
interés, que pudiera ser tan solo ligeramente superior al interés que se hubiera obte-
nido de otro modo, ¿es dicho efecto significativo como para provocar la aplicación del 
artículo 22? En tal caso, ¿de qué información dispone el interesado para argumentar 
que dicha decisión le ha causado un efecto significativo que le habilita a ejercer sus 
derechos o poner en marcha las garantías previstas en este artículo? Esta capacidad 
de poder conocer y argumentar detalles de mayor sutileza por parte de los interesa-
dos puede ser relevante, máxime cuando el responsable goza de información más 
completa, que podrá utilizar de forma partidaria para argumentar la baja significativi-
dad de las consecuencias de dicha decisión. 

Así, la asimetría de información (que, recordemos, puede verse acrecentada en fun-
ción de cómo se interpreten los artículos 13, 14 y 15 que habilitan al sujeto a recibir 
información) puede resultar un claro perjuicio para el sujeto cuando esta circunstancia 
provoca la no aplicación siquiera de las garantías que prevé el art. 22, que podrían lle-
var, en última instancia, a la impugnación de la decisión.

iii. Las garantías para salvaguardar los derechos y libertades de los interesados en 
relación con la toma de decisiones automatizadas

En tercer lugar, también conviene realizar ciertas precisiones sobre las garantías que 
establece el art. 22 para el caso de que la decisión automatizada se haya tomado sobre 
la base de la necesidad para la ejecución de un contrato o el consentimiento explícito.
La primera garantía que menciona el artículo es el derecho a obtener intervención 
humana. Para que sea efectiva, no obstante, es imprescindible la capacidad de la per-
sona de comprender la decisión tomada por el sistema, así como para modificarla 
(Hildebrandt, 2016, 3). Sistemas sofisticados de modelado de datos como los random 
forest o aquellos desarrollados mediante técnicas de deep learning suponen una difi-
cultad aún mayor por la complejidad de las interacciones que realiza el algoritmo, así 
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como el hecho de que el resultado final deviene de un procedimiento de agregación e 
interacción de diversos modelos (Goodman y Flaxman, 2016, 6-7).

Además, es posible que una persona no sea capaz de realizar una revisión profunda 
del procedimiento de decisión automatizada si dicho proceso incluye datos o algorit-
mos de terceras partes o procesos opacos. Es lo que en la doctrina se ha llegado a 
definir como cajas negras (Moerel y Prins (2016), Kuner et al (2017, 1-2), Pasquale (2015, 
6), Diakopoulos (2014, 14), Hildebrandt (2016, 4)) o espejos de un solo sentido (Pasqua-
le, 2015, 9). Ello implica que los modelos sean difíciles de comprender, incluso para 
sus creadores, de modo que resulta enormemente complicado dar una explicación 
sobre los motivos que han llevado a un algoritmo a tomar una determinada decisión e 
intervenir sobre ella.

La efectividad, por tanto, de dicha garantía afecta de manera directa al resto de las 
expresadas en el art. 22. Es fácilmente deducible la incertidumbre que genera pues la 
posibilidad de la aplicar las garantías relativas al derecho del interesado a expresar su 
punto de vista o su capacidad para impugnar la decisión. 

En palabras de un científico de datos de la Universidad Politécnica de Madrid7, “es 
necesario elegir entre interpretabilidad y potencia predictiva. Los sistemas con más 
capacidad de predicción serán normalmente más difíciles de comprender y viceversa. 
En todo caso, no se puede tratar el aprendizaje computacional como un oráculo capaz 
de predecir con certeza una realidad futura”.

Por último, un factor de enorme trascendencia en la determinación del alcance de las 
garantías de los individuos es la existencia o no de un derecho a recibir una explicación 
ex post acerca de una decisión automatizada concreta. En efecto, el considerando 71 
del Reglamento también realiza una mención de las garantías que deben existir en 
relación con las decisiones automatizadas, indicando que deben incluir “la información 
específica al interesado y el derecho a obtener intervención humana, a expresar su 
punto de vista, a recibir una explicación de la decisión tomada después de tal evalua-
ción y a impugnar la decisión” (cursiva añadida).

Es decir, el considerando añade a la lista de garantías el derecho a recibir una expli-
cación de una decisión específica una vez esta se ha producido, lo que otorgaría una 
opción de recibir una información más amplia y específica que aquella prevista en los 
arts. 13-15, que recordemos, permite obtener “información significativa sobre la lógica 
aplicada”. Sin embargo, esta disposición del considerando 71 no se ha trasladado a la 
redacción final del artículo 22 en lo que parece una omisión consciente por parte del 
legislador a tenor de las siguientes observaciones.

7 Conversaciones previas mantenidas en relación con este trabajo en noviembre de 2017
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En primer lugar, recordemos el carácter no vinculante de los considerandos, cuya fun-
ción se restringe a servir de guía a la interpretación del articulado de la norma. En se-
gundo lugar, existen diferencias entre el texto final del Reglamento y versiones previas 
que sí incluían expresamente el derecho a obtener una explicación sobre la decisión 
alcanzada. De este modo, la exclusión de esta garantía del artículo 22 en la versión 
aprobada del Reglamento parece un acto consciente y reflexivo de no atribuir un ca-
rácter de derecho imponible a dicha garantía (Wachter et al, 2016). De este modo, una 
interpretación sistemática de la norma parece llevar a la conclusión de que el derecho 
de los interesados a recibir una explicación pormenorizada sobre una decisión especí-
fica tomada de forma automatizada no existe en la redacción del Reglamento.

No obstante, el Reglamento no excluye la posibilidad de poder configurar dicho dere-
cho en un momento posterior, bien por parte de los Estados miembros, bien por parte 
de la jurisprudencia. Ello se desprende de la propia redacción del art. 22, que señala 
que las garantías en él contenidas son de mero carácter mínimo, dejando por lo tanto 
espacio para su progresivo crecimiento a tenor de las nuevas realidades socio-tecno-
lógicas.

iv. La naturaleza del artículo 22 RGPD

La redacción del artículo 22 parece configurar sus disposiciones como un derecho 
que el individuo puede decidir ejercitar y hacer efectivo, pero no parece establecerse 
como una prohibición dirigida al responsable o encargado del tratamiento de abste-
nerse de llevar a cabo estas prácticas de forma previa.

La primera consecuencia que se extrae de ello es el hecho de que esta provisión solo 
podrá ejercitarse previa petición por parte del interesado. En la práctica, ello permitiría 
a los responsables del tratamiento llevar a cabo procesos de decisiones automatiza-
das sin cumplir con los requisitos del art. 22, y únicamente tras un esfuerzo por parte 
de los interesados por ejercitar su derecho, el responsable debería demostrar que se 
cumplen las condiciones de la norma. De este modo, esta interpretación favorece en 
gran medida la posición de los responsables del tratamiento. Por el contrario, la in-
terpretación del art. 22 como una prohibición expresa aportaría una protección más 
reforzada para los intereses de los sujetos. 

En este sentido, el art. 22 adquiriría una configuración similar al derecho de oposi-
ción. Es decir, el responsable puede iniciar tratamientos que culminen con decisiones 
automatizadas, y deberá abstenerse de ello una vez que el individuo comunique su 
negativa. Esto provoca que sea el responsable quien valore si se cumplen las condi-
ciones que permiten ejercitar el derecho del art. 22, y decida si debe ser atendido o 
no. En consecuencia, ello propicia que el responsable tenga incentivos para dificultar 
el ejercicio de este derecho, así como para no ser transparente en lo que se refiere a 
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la información sobre la existencia misma de las decisiones automatizadas o la lógica 
aplicada (arts. 13, 14 y 15).

IV. CONCLUSIONES

La literalidad de la norma parece dar mucha importancia a la transparencia y a la pro-
tección de los sujetos en relación con la toma de decisiones automatizadas. Sin em-
bargo, la gran cantidad de conceptos indeterminados permite encajar interpretaciones 
con diversos grados de flexibilidad o restricción que en última instancia determinarán 
la amplitud de los derechos de los interesados y su capacidad para conocer la exis-
tencia de decisiones automatizadas, el funcionamiento de los sistemas que las toman 
y las garantías que pueden ejercitar para solicitar una revisión o la oposición a este tipo 
de decisiones. 

Una posible vía de acción ante esta situación es la creación de unidades especializa-
das de auditores de algoritmos que verifiquen su funcionamiento y la calidad. En este 
esquema, resultaría de utilidad la realización tanto de auditorías obligatorias en aque-
llos sectores de actividad potencialmente más lesivos, como voluntarias y de oficio.
Según este sistema, el objetivo final del proceso de auditoría consistiría en la obten-
ción de una certificación de calidad de los algoritmos utilizados para cada proceso de 
tratamiento de datos personales, que dotase a dicho proceso de un valor competitivo 
en el mercado, así como de valor reputacional. Para ello, sería necesaria la creación 
de un sistema de estándares internacional que sirviera de base a los mecanismos de 
certificación. En este sentido, una posible futura vía de estudio comprendería la deter-
minación de la idoneidad de orientar este sistema en función de los diferentes secto-
res de actividad o incluso de las técnicas de análisis de datos que utilicen. Por último, 
cabría cuestionarse la posibilidad de requerir autorización previa a la comercialización 
y utilización de aquellos algoritmos cuyo impacto sobre los derechos e intereses de 
los individuos pudieran ser más lesivos.
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LIBROS

APELLIDOS, INICIALES. AÑO. TITULO, LUGAR: EDITORIAL.

Cotino Hueso, L. 2003. Teoría y realidad de la transparencia pública en Europa. Madrid: INAP.

ARTÍCULOS DE REVISTA

APELLIDOS, INICIALES. AÑO. “TITULO DEL ARTÍCULO”, DENOMINACIÓN DE LA REVISTA, NÚMERO O VOLUMEN:PÁGINA DE INICIO-PÁGINA FINAL.

Delgado Morales, F. 2015. “De qué hablamos cuando hablamos de transparencia”, Revista Española de Transparencia, 1:24-30.

CAPÍTULOS DE LIBROS

APELLIDOS, INICIALES. AÑO. “TITULO DEL ARTÍCULO”, en AUTOR/ES COORDINADOR O EDITORES,  DENOMINACIÓN DEL LIBRO. CIUDAD:EDITORIAL, PÁGINA 
DE INICIO-PÁGINA FINAL DEL CAPÍTULO.

Andreu Robles, R. 2013. “De la opacidad a la transparencia”, en Arnaldo Matero, G., La transparencia en el Siglo XXI. Madrid: Akal, 34-40.
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Ejm.

Rodríguez-Arana Muñoz, J. y Sendín García, M.A. 2014. Transparencia, acceso a la información y Buen Gobierno. Granada: Comares.
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2. Si es un artículo o un capítulo de libro, debe ir entre comillas.
3. Si es el título de la Revista, debe ir en cursiva

• Algunas indicaciones sobre el lugar y editorial:

-. Solo aplica en libros (y capítulos de libro).

• Algunas indicaciones sobre la delimitación de las páginas de la obra citada:

-. En los artículos y en capítulos de libro se delimitan las páginas

LISTA DE COMPROBACIÓN PREVIA PARA AUTORES

A continuación se indica una lista de comprobación orientativa para que los autores comprueben sus artículos antes de remitirlos a la revista.

• En la primera página consta el título, nombre del autor, entidad de afiliación, resumen y palabras clave.
• El artículo guarda la extensión establecida.
• Las páginas están numeradas.
• No hay párrafos de menos de tres líneas, ni hay largas enumeraciones con viñetas.
• Cualquier texto literal de otro autor está debidamente referenciado y entrecomillado.
• Todas las citas y la bibliografía final está adaptada al formato que se pide.
• No hay ninguna obra en bibliografía que no se haya citado a lo largo del texto.

NORMAS EDITORIALES SECCIÓN ACADEMIA

NORMAS EDITORIALES SECCIÓN ACADEMIA






